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PLENO

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-114

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA DE IN-
FORMAR AL CONTRIBUYENTE, EN TÉRMINOS DEL AR-
TÍCULO 42, ANTEPENÚLTIMO Y ÚLTIMO PÁRRAFOS, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON 
LA REGLA DE CARÁCTER GENERAL CORRESPONDIEN-
TE, DEL DERECHO QUE TIENE PARA PROMOVER UNA 
SOLICITUD DE ACUERDO CONCLUSIVO, DEBE SER SAN-
CIONADA CON UNA NULIDAD “PARA EFECTOS” DE RE-
PONER EL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN.- Atento 
al sistema normativo de nulidades que se deriva de los 
artículos 51, 52 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, ante la actualización del vicio 
en el procedimiento del que derivó una liquidación, con-
sistente en no comunicar al contribuyente, de conformi-
dad con las disposiciones jurídicas referidas, su derecho 
para promover una solicitud de acuerdo conclusivo, con 
lo que se vieron afectadas sus defensas y se trascendió al 
sentido de la resolución, al privársele de la posibilidad de 
los beneficios que dicho medio de solución de controver-
sias conlleva, la nulidad con que se debe sancionar la ile-
galidad en comento, es aquélla que permite efectos y no 
la llamada “lisa y llana”, toda vez que el artículo 52, frac-
ción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, establece: “Siempre que se esté en alguno 
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de los supuestos previstos en las fracciones II y III, del ar-
tículo 51 de esta Ley, el Tribunal declarará la nulidad para 
el efecto de que se reponga el procedimiento o se emita 
nueva resolución”, por tanto, ante un vicio procedimental, 
naturaleza que tiene el que nos ocupa, encuadrándose 
precisamente en la fracción III que se cita en la porción 
transcrita, la nulidad aplicable es para el efecto de que 
se reponga el procedimiento, respetando el arbitrio para 
actuar de la autoridad, dado el carácter discrecional de su 
facultad de fiscalización.

Contradicción de Sentencias Núm. 1912/22-12-02-3/YO-
TRO/212/24-PL-09-01.- Resuelta por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 3 de julio de 2024, por una-
nimidad de 8 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. José Antonio 
Rivera Vargas.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/17/24)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

SEGUNDO.- […]

Ahora bien, precisadas las consideraciones de los fa-
llos involucrados en la presente instancia, este Pleno Ju-
risdiccional de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
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Justicia Administrativa, estima que SÍ EXISTE CONTRA-
DICCIÓN entre las sentencias emitidas los días 06 y 16 de 
junio de 2023, por el Magistrado titular de la Tercera Po-
nencia de la Segunda Sala Regional de Oriente y la Sala 
Regional del Centro III, en los juicios 1912/22-12-02-3 y 
2215/22-10-01-5, respectivamente.

Lo anterior, toda vez que, del análisis realizado en for-
ma previa por este Pleno a las sentencias en controver-
sia, se advierte que los Juzgadores actuantes arribaron 
a conclusiones diversas provenientes de un cuestiona-
miento similar.

En efecto, una vez analizado el concepto de impug-
nación correspondiente que hicieron valer los actores 
en los respectivos juicios, en ambos casos se determinó 
que la autoridad que llevó a cabo el procedimiento de 
fiscalización del que derivaron los créditos a cargo de los 
contribuyentes, incurrió en violación al derecho que les 
era propio de promover una solicitud de acuerdo con-
clusivo (ante la Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente), de conformidad con el artículo 42, quinto y último 
párrafos del Código Fiscal de la Federación, en relación 
con la Regla relativa de la Resolución Miscelánea Fiscal 
que les era aplicable, atento a la fecha del levantamiento 
del acta de comparecencia en que se les informó de los 
hechos y omisiones observados en las respectivas revi-
siones.
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Lo anterior, pues no se les comunicó específicamente 
que podían promover tal solicitud, de forma que consi-
deraron ilegal la omisión de las demandadas al punto de 
sancionarlas con la nulidad de las correspondientes re-
soluciones liquidatorias y sus consecuentes resoluciones 
recaídas a los recursos de revocaciones que contra las 
mismas se habían interpuesto.

Es importante dejar asentado que, en los dos fallos se 
consideró que la irregularidad de omitir informar a los 
contribuyentes del derecho que tenían de promover una 
solicitud de acuerdo conclusivo, constituyó un vicio de 
procedimiento en la fiscalización, resaltándose que úni-
camente la Sala Regional del Centro III fundó la actuali-
zación de la ilegalidad en la fracción III del artículo 51 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, pues la sentencia del Magistrado titular de la Ter-
cera Ponencia de la Segunda Sala Regional de Oriente, 
es omisa al respecto, ya que se limitó a invocar la fracción 
IV del precepto 52, como sustento de la nulidad (lisa y 
llana) que declaró, sin que señalara la hipótesis legal que 
estimó aplicable atento al vicio advertido, de las enume-
radas en las distintas fracciones del citado artículo 51.

En efecto, en la sentencia de la Sala Regional en cita, 
se sostuvo que:

“[…]
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Sentado lo anterior, no existe constancia alguna de 
que la autoridad revisora, en términos de lo previsto en 
el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, infor-
mara al hoy actor del derecho con que contaba para 
formular una solicitud de acuerdo conclusivo, lo cual 
constituye una ilegalidad dentro del ejercicio de la 
facultad de fiscalización de donde deriva el oficio ori-
ginalmente recurrido, misma que afectó las defensas 
del contribuyente y trascendió al sentido y la validez 
de la resolución impugnada.

[…]

En ese tenor, la omisión en que incurrió la fiscaliza-
dora implica una transgresión a los preceptos lega-
les que regulan la revisión de gabinete que efectúo 
al actor, que afectó las defensas de esta última y que, 
por tanto, trasciende a la validez del oficio liquidatario 
controvertido.

Apoya lo expuesto, en lo conducente, la tesis I.10o.A.88 
A (10a), emitida por el Décimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
de la décima época, libro 62, de enero de dos mil die-
cinueve, tomo IV, página 2465, de rubro y contenido si-
guientes: 

‘FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA INOBSERVAN-
CIA DE LA OBLIGACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCU-
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LO 42, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, PREVIO A LA EMISIÓN DEL ACTA FINAL 
O DEL OFICIO DE OBSERVACIONES RELATIVO, CONS-
TITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO DE FIS-
CALIZACIÓN QUE TRASCIENDE A LA RESOLUCIÓN 
DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL Y AFECTA LOS 
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE (LEGISLACIÓN VI-
GENTE EN 2015).’ Se transcribe.

[…]

Sentado lo anterior, a fin de delimitar la nulidad que 
debe decretarse en este fallo, es procedente indicar 
que la violación en que incurrió la autoridad fiscali-
zadora no puede ser subsanada por ésta, pues legal-
mente no podría restituirse al actor del derecho del 
que fue privado con motivo de la omisión cometida, 
esto es, el atiente a promover una solicitud de acuer-
do conclusivo.

Lo anterior, siendo que, aun cuando se ordenara a la 
autoridad fiscal la emisión de un nuevo oficio en el que 
informara al actor su derecho para promover una soli-
citud de acuerdo conclusivo, tal petición ya no sería 
procedente, conforme a los lineamientos que la ri-
gen.

Al efecto, se toma en consideración lo previsto en el 
artículo 69-C del Código Fiscal de la Federación, que a 
la letra establece:
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‘Artículo 69-C. Cuando los contribuyentes sean objeto 
del ejercicio de las facultades de comprobación a que 
se refiere el artículo 42, fracciones II, III o IX de este Có-
digo y no estén de acuerdo con los hechos u omisiones 
asentados en la última acta parcial, en el acta final, en 
el oficio de observaciones o en la resolución provisional, 
que puedan entrañar incumplimiento de las disposicio-
nes fiscales, podrán optar por solicitar la adopción de un 
acuerdo conclusivo. Dicho acuerdo podrá versar sobre 
uno o varios de los hechos u omisiones consignados y 
será definitivo en cuanto al hecho u omisión sobre el que 
verse.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los 
contribuyentes podrán solicitar la adopción del acuer-
do conclusivo en cualquier momento, a partir de que dé 
inicio el ejercicio de facultades de comprobación y has-
ta dentro de los veinte días siguientes a aquél en que 
se haya levantado el acta final, notificado el oficio de 
observaciones o la resolución provisional, según sea el 
caso, siempre que la autoridad revisora ya haya hecho 
una calificación de hechos u omisiones.

No procederá la solicitud de adopción de un acuerdo 
conclusivo en los casos siguientes:

I. Respecto a las facultades de comprobación que se 
ejercen para verificar la procedencia de la devolución de 
saldos a favor o pago de lo indebido, en términos de lo 
dispuesto en los artículos 22 y 22-D de este Código.
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II. Respecto del ejercicio de facultades de comproba-
ción a través de compulsas a terceros en términos de las 
fracciones II, III o IX del artículo 42 de este Código.

III. Respecto de actos derivados de la cumplimenta-
ción a resoluciones o sentencias.

IV. Cuando haya transcurrido el plazo de veinte días si-
guientes a aquél en que se haya levantado el acta final, 
notificado el oficio de observaciones o la resolución pro-
visional, según sea el caso.

V. Tratándose de contribuyentes que se ubiquen en los 
supuestos a que se refieren el segundo y cuarto párrafos, 
este último en su parte final, del artículo 69-B de este 
Código.’

*Énfasis añadido.

Así, conforme al precepto transcrito, la solicitud de 
acuerdo conclusivo resulta improcedente en relación 
con actos que deriven de la cumplimentación a sen-
tencias; por lo que, aun cuando en atención a este 
fallo la autoridad fiscal informara al actor el derecho 
de mérito, lo cierto es que se trataría de un acto de-
rivado de la cumplimentación a una sentencia y, en 
corolario, la referida solicitud de acuerdo conclusivo 
sería improcedente ante la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente; máxime que esta última se 
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constituye como una autoridad distinta a la deman-
da, a la cual no podría obligársele por virtud de este 
fallo a ignorar lo establecido por el legislador en el 
artículo transcrito.

En consecuencia, en el presente asunto, resulta pro-
cedente declarar la nulidad lisa y llana de la resolu-
ción originalmente recurrida, contenida en el oficio 
SPF-SI-CGENyASF-DF-SRF ‘1’ 4968-/2021, de dieci-
siete de mayo de dos mil veintiuno, de conformidad 
con lo previsto en la fracción II del artículo 52 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo.

Sustenta lo expuesto la jurisprudencia emitida por el 
Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación, de la 
Séptima Época, 121-126 Sexta Parte, página 280, la cual 
establece:

‘ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.’ Se transcribe.

Lo resaltado en negritas y subrayado es de este Juz-
gador.”

Mientras que el fallo dictado por la Sala Regional del 
Centro III, señaló lo siguiente:

“[…]
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Lo anterior es así, pues de la revisión minuciosa al acta 
de comparecencia anteriormente citada, no se apre-
cia que la autoridad demandada le haya informado el 
derecho que tenía el contribuyente, ahora actor para 
promover su acuerdo conclusivo, esto violando sus 
derechos humanos al debido proceso, a la seguridad y 
a la certeza jurídica.

Sirve de sustento a lo anterior, la tesis I.10o.A.88 A (10a.), 
misma que dispone lo siguiente: 

‘FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA INOBSERVAN-
CIA DE LA OBLIGACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCU-
LO 42, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, PREVIO A LA EMISIÓN DEL ACTA FINAL 
O DEL OFICIO DE OBSERVACIONES RELATIVO, CONS-
TITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO DE FIS-
CALIZACIÓN QUE TRASCIENDE A LA RESOLUCIÓN 
DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL Y AFECTA LOS 
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE (LEGISLACIÓN VI-
GENTE EN 2015).’ Se transcribe.

[…]

En mérito de lo anterior, se aprecia que el funciona-
rio al momento de levantar el acta de comparecencia 
para conocer hechos y omisiones, omitió señalar el de-
recho que tenía el ahora actor a promover una solicitud 
de acuerdo conclusivo; actualizándose en la especie 
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la causal de ilegalidad prevista por la fracción III del 
artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo; por lo que, con fundamento 
en el diverso artículo 52, fracción IV del mencionado 
ordenamiento legal, se declara la nulidad de la resolu-
ción impugnada PARA EL EFECTO DE QUE, EN CASO 
DE QUE DETERMINE REPONER EL PROCEDIMIENTO, 
LO HAGA DENTRO DEL TÉRMINO DE CUATRO MESES, 
a partir de que quede firme el presente fallo, dicha re-
posición deberá ser a partir de la emisión del oficio por 
medio del cual se le da a conocer el derecho que tiene 
el contribuyente para acudir a las oficinas de la autori-
dad a conocer los hechos y omisiones detectados…

[…]”

Lo resaltado en negritas y subrayado es de este Juzgador

No obstante, la coincidencia de los puntos comentados 
entre los Juzgadores en la especie, difirieron en el tipo 
de nulidad con la que sancionaron el vicio cometido 
por la autoridad fiscalizadora, pues el Magistrado titu-
lar de la Tercera Ponencia de la Segunda Sala Regional 
de Oriente aplicó una nulidad lisa y llana, en tanto que 
la Sala Regional del Centro III decidió una nulidad para 
efectos de reponer el procedimiento, a fin de subsanar 
la irregularidad cometida. Como se aprecia de las trans-
cripciones siguientes:
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Segunda Sala Regional de Oriente:

“[…]

Sentado lo anterior, a fin de delimitar la nulidad que 
debe decretarse en este fallo, es procedente indicar 
que la violación en que incurrió la autoridad fiscali-
zadora no puede ser subsanada por ésta, pues legal-
mente no podría restituirse al actor del derecho del 
que fue privado con motivo de la omisión cometida, 
esto es, el atiente a promover una solicitud de acuer-
do conclusivo.

Lo anterior, siendo que, aun cuando se ordenara a la 
autoridad fiscal la emisión de un nuevo oficio en el que 
informara al actor su derecho para promover una soli-
citud de acuerdo conclusivo, tal petición ya no sería 
procedente, conforme a los lineamientos que la rigen.

Al efecto, se toma en consideración lo previsto en el 
artículo 69-C del Código Fiscal de la Federación, que a 
la letra establece:

‘Artículo 69-C. Cuando los contribuyentes sean objeto 
del ejercicio de las facultades de comprobación a que 
se refiere el artículo 42, fracciones II, III o IX de este Có-
digo y no estén de acuerdo con los hechos u omisiones 
asentados en la última acta parcial, en el acta final, en 
el oficio de observaciones o en la resolución provisional, 
que puedan entrañar incumplimiento de las disposicio-
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nes fiscales, podrán optar por solicitar la adopción de un 
acuerdo conclusivo. Dicho acuerdo podrá versar sobre 
uno o varios de los hechos u omisiones consignados y 
será definitivo en cuanto al hecho u omisión sobre el que 
verse.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los 
contribuyentes podrán solicitar la adopción del acuer-
do conclusivo en cualquier momento, a partir de que dé 
inicio el ejercicio de facultades de comprobación y has-
ta dentro de los veinte días siguientes a aquél en que 
se haya levantado el acta final, notificado el oficio de 
observaciones o la resolución provisional, según sea el 
caso, siempre que la autoridad revisora ya haya hecho 
una calificación de hechos u omisiones.

No procederá la solicitud de adopción de un acuerdo 
conclusivo en los casos siguientes:

I. Respecto a las facultades de comprobación que se 
ejercen para verificar la procedencia de la devolución de 
saldos a favor o pago de lo indebido, en términos de lo 
dispuesto en los artículos 22 y 22-D de este Código.

II. Respecto del ejercicio de facultades de comproba-
ción a través de compulsas a terceros en términos de las 
fracciones II, III o IX del artículo 42 de este Código.

III. Respecto de actos derivados de la cumplimenta-
ción a resoluciones o sentencias.
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IV. Cuando haya transcurrido el plazo de veinte días si-
guientes a aquél en que se haya levantado el acta final, 
notificado el oficio de observaciones o la resolución pro-
visional, según sea el caso.

V. Tratándose de contribuyentes que se ubiquen en los 
supuestos a que se refieren el segundo y cuarto párrafos, 
este último en su parte final, del artículo 69-B de este 
Código.’

*Énfasis añadido.

Así, conforme al precepto transcrito, la solicitud de 
acuerdo conclusivo resulta improcedente en relación 
con actos que deriven de la cumplimentación a sen-
tencias; por lo que, aun cuando en atención a este 
fallo la autoridad fiscal informara al actor el derecho 
de mérito, lo cierto es que se trataría de un acto de-
rivado de la cumplimentación a una sentencia y, en 
corolario, la referida solicitud de acuerdo conclusivo 
sería improcedente ante la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente; máxime que esta última se 
constituye como una autoridad distinta a la deman-
da, a la cual no podría obligársele por virtud de este 
fallo a ignorar lo establecido por el legislador en el 
artículo transcrito.

En consecuencia, en el presente asunto, resulta pro-
cedente declarar la nulidad lisa y llana de la resolu-
ción originalmente recurrida, contenida en el oficio 
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SPF-SI-CGENyASF-DF-SRF ‘1’ 4968-/2021, de dieci-
siete de mayo de dos mil veintiuno, de conformidad 
con lo previsto en la fracción II del artículo 52 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo.

Sustenta lo expuesto la jurisprudencia emitida por el 
Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito, publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación, de la 
Séptima Época, 121-126 Sexta Parte, página 280, la cual 
establece:

‘ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.’ Se transcribe.

CUARTO. Ahora bien, al declararse la nulidad de la re-
solución originalmente recurrida, se debe anular tam-
bién la resolución impugnada en el presente juicio, 
contenida en el oficio SPF-PF-DAFL-(7)-1416/2022, 
de dieciocho de mayo de dos mil veintidós, recaída al 
recurso de revocación interpuesto por la parte acto-
ra; toda vez que los hechos que la sustentan se han 
tornado inexistentes, actualizándose de ese modo la 
causal de ilegalidad prevista en el artículo 51, fracción 
IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.

[…]

En mérito de lo expuesto y fundado en este fallo, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 49, 50, 51, 
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fracción IV, 52, fracción II, y 58-13 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, se resuel-
ve:

I. Ha resultado procedente el juicio interpuesto por 
MARTÍN CÓRDOVA LÓPEZ.

II. La parte actora acreditó los extremos de su acción, 
en consecuencia:

III. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolu-
ción impugnada, contenida en el oficio SPF-PF-DA-
FL-(7)-1416/2022, de dieciocho de mayo de dos mil 
veintidós, descrita en el primer resultando de este 
fallo, de conformidad con lo establecido en el último 
considerando del mismo.

IV. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución 
originalmente recurrida, contenida en el oficio SPF-
SI-CGENyASF-DF-SRF ‘1’ 4968-/2021, de diecisiete 
de mayo de dos mil veintiuno, precisada en el primer 
resultando de esta sentencia, acorde con lo expues-
to en el tercer considerando de este fallo.

[…]”

Lo resaltado en negritas y subrayado es de este Juzgador.
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Sala Regional del Centro III:

“[…]

En mérito de lo anterior, se aprecia que el funciona-
rio al momento de levantar el acta de comparecencia 
para conocer hechos y omisiones, omitió señalar el de-
recho que tenía el ahora actor a promover una solicitud 
de acuerdo conclusivo; actualizándose en la especie 
la causal de ilegalidad prevista por la fracción III del 
artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo; por lo que, con fundamento en el 
diverso artículo 52, fracción IV del mencionado orde-
namiento legal, se declara la nulidad de la resolución 
impugnada PARA EL EFECTO DE QUE, EN CASO DE 
QUE DETERMINE REPONER EL PROCEDIMIENTO, LO 
HAGA DENTRO DEL TÉRMINO DE CUATRO MESES, a 
partir de que quede firme el presente fallo, dicha re-
posición deberá ser a partir de la emisión del oficio 
por medio del cual se le da a conocer el derecho que 
tiene el contribuyente para acudir a las oficinas de la 
autoridad a conocer los hechos y omisiones detecta-
dos, pues la autoridad únicamente puede enmendar 
la ilegalidad detectada, llevando a cabo la notificación 
de una nueva invitación para que, el representante le-
gal de la empresa, acuda a sus oficinas en aras de que 
se le informaran los hechos u omisiones detectados 
durante el ejercicio de la revisión de gabinete, que 
pudieran entrañar el incumplimiento de obligaciones 
fiscales; ello en virtud de que —el vicio detectado— 
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no puede subsanarse con la reposición del procedi-
miento en la etapa en que fue cometido, ya que no 
basta con la emisión de un acta en la que, además de 
informar los hechos y omisiones, se comunique el de-
recho con el que la contribuyente cuenta para suscribir 
un acuerdo conclusivo, pues no es viable reponer la 
emisión del acta sin efectuar una citación previa.

Del mismo modo, debe precisarse que como el efecto 
de la sentencia implica retrotraer el procedimiento al 
acto inmediato anterior al vicio detectado, ello no ne-
cesariamente implica que la autoridad deba proseguir 
su actuación atendiendo a observaciones suscitadas en 
una etapa posterior, pues, al haber quedado sin efec-
tos todo lo actuado (tanto en la aludida acta, como en 
las subsecuentes), en atención al principio de legali-
dad consagrado por el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la autoridad 
debe continuar con el procedimiento en los términos 
que dicta la legislación aplicable, en el caso, el Código 
Fiscal de la Federación, situación que no permite con-
dicionar la legal actuación de la autoridad hacendaria a 
que se informe el derecho a suscribir un acuerdo con-
clusivo dentro de un acta en la que no se hizo constar 
el fin buscado.

Asimismo, atendiendo a la declaratoria de nulidad 
que antecede, lo procedente es hacerla extensiva 
al oficio SATEG-02-02-00-06462/2022 de 27 de sep-
tiembre de 2022, en el cual se resuelve el recurso de 
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revocación realizado, con fundamento en los artículos 
51, fracción IV, y 52 fracción II, de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo.

[…]

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los 
artículos 49, 50, 51, fracciones III y IV, y 52, fracciones II 
y IV de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, se resuelve:

I.- La actora probó los extremos de su acción; en con-
secuencia.

II.- Se declara la nulidad de la resolución impugnada, 
así como la resolución recurrida, que han quedado 
debidamente identificadas en el Primer Resultando 
de este fallo, en los términos y, en su caso, para los 
efectos expuestos en el último Considerando.

III.- NOTIFÍQUESE.

[…]”

Lo resaltado en negritas y subrayado es de este Juzgador.

Entonces, el tema a resolver con motivo de la contra-
dicción que se resalta es, como bien lo hace valer la au-
toridad promovente de la presente denuncia:
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“QUÉ TIPO DE NULIDAD DEBE DECLARARSE (LISA 
Y LLANA O PARA EFECTOS), EN CASO DE QUE LA 
AUTORIDAD FISCAL EN EL DESPLIEGUE DE SUS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN SEA OMISA EN IN-
FORMAR EL DERECHO QUE TIENEN LOS CONTRIBU-
YENTES PARA SOLICITAR EL ACUERDO CONCLUSIVO, 
DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 42 PÁRRAFO 
QUINTO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.”

2.2.2. Resolución de la contradicción de sentencias.

Así, al haber quedado acreditado que existe la contra-
dicción de criterios denunciada por el Procurador Fiscal 
de la Secretaría de Planeación y Finanzas del Gobierno del 
Estado de Puebla, se procede a resolver la cuestión en 
controversia —la que se reitera— consiste en determinar 
el tipo de nulidad que debe recaer a la ilegalidad con-
sistente en omisión de comunicar al contribuyente de su 
derecho de promover una solicitud de acuerdo conclu-
sivo, de conformidad con el artículo 42, quinto y último 
párrafos del Código Fiscal de la Federación, en relación 
con la Regla relativa de la Resolución Miscelánea Fiscal, 
durante la fiscalización que se le realice.

En ese sentido, con el objeto de hacer el pronuncia-
miento correspondiente a la contradicción que nos ocu-
pa, este Pleno Jurisdiccional estima necesario, en primer 
orden, tener presente el contenido de los artículos 51, 52 
y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
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Administrativo, en que se refieren los vicios que pueden 
acontecer en la emisión de los actos administrativos im-
pugnables ante el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa y la sanción que habrá de recaerle de acreditarse 
su actualización en el juicio y:

[N.E. Se omite transcripción]

Teniendo presente lo transcrito, se prevé —en térmi-
nos generales— que una resolución administrativa será 
ilegal cuando ocurra cualquiera de las causales que se 
refieren en las cinco fracciones que se contienen en el 
diverso 51 transcrito, esto es, incompetencia de la auto-
ridad, omisión de los requisitos formales que la ley pre-
viene para la emisión del acto, siempre que se afecten 
las defensas del particular trascendiendo en el dicta-
do del acto, en particular, la falta de fundamentación y 
motivación, así como los vicios del procedimiento del 
que derive, pero igual que en el caso anterior, siem-
pre que se afecten las defensas de aquel a quien se 
dirige y trascienda en el sentido de la resolución; tam-
bién será ilegal el actuar administrativo cuando los he-
chos en que se sustenta, no se realizaron, fueron distintos 
o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó 
en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó 
de aplicar las debidas, en cuanto al fondo del asunto y, 
finalmente, en el caso de que el acto hubiera sido dicta-
do en ejercicio de facultades discrecionales y no corres-
pondiera a los fines para los cuales la ley confirió dichas 
facultades.
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Por su lado, del artículo 52 de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, se desprende que 
la sanción que se aplica a un acto ilegal es su nulidad y 
ésta puede ser de dos tipos dependiendo del vicio que 
hubiere quedado acreditado.

En efecto, si la irregularidad se pronunció y resolvió so-
bre aspectos de competencia o del tema de fondo, hipó-
tesis previstas en las fracciones I y IV del referido numeral 
52, entonces la consecuencia que corresponde a dichas 
irregularidades, es la nulidad que se conoce como “lisa y 
llana” del acto; en cambio, cuando se actualicen las cau-
sales de ilegalidad relativas a omisiones en los aspectos 
formales en el dictado de la resolución, así como cuan-
do se trate de vicios en el procedimiento del que derivó, 
la nulidad a aplicar será “para efectos” y ello con el objeto 
de subsanar la irregularidad, ya sea emitiendo una nueva 
resolución en que se purgue el vicio o el procedimiento en 
la fase en que la ilegalidad aconteció reponiéndolo desde 
ese momento y hasta la emisión de un nuevo acto; 
de ahí que establezca el precepto en comento que la sen-
tencia definitiva “...Siempre que se esté en alguno de los su-
puestos previstos en las fracciones II y III, del artículo 51 de 
esta Ley, el Tribunal declarará la nulidad para el efecto 
de que se reponga el procedimiento o se emita nueva reso-
lución…” y “Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un 
determinado acto o iniciar un procedimiento, conforme a lo 
dispuesto en la fracción IV, deberá cumplirse en un plazo de 
cuatro meses tratándose del Juicio Ordinario o un mes tra-
tándose del Juicio Sumario de conformidad con lo previsto 
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en el artículo 58-14 de la presente Ley, contados a partir de 
que la sentencia quede firme”.

Lo anterior, se reitera en el diverso 52 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues —en 
cuanto a la nulidad derivada de aspectos formales o de 
procedimiento— refiere que, con relación al primer caso, 
la resolución impugnada se puede reponer subsanando 
el vicio y tratándose del segundo caso, se puede reanu-
dar el procedimiento reponiéndolo y a partir del mismo, 
facultando a la autoridad (cuando ésta tiene facultades 
discrecionales para iniciar el procedimiento o para dic-
tar una nueva resolución) de abstenerse, siempre que 
no se vea afectado al particular que obtuvo la nulidad.

Como se ve, el tipo de nulidad con que deberá san-
cionarse una resolución ilegal dependerá si: a) la mis-
ma implica un pronunciamiento de fondo en donde se 
desvirtúe lo apegado a derecho de los motivos y fun-
damentos con que se sustenta (nulidad lisa y llana) o b) 
solamente se trate un tema de forma en su dictado o 
que afecte el cauce procedimental que el ordenamien-
to estableció para su emisión. En el primer supuesto, 
la autoridad queda sin oportunidad de dictar un nuevo 
acto afectando al particular, pero en el segundo, sí es 
posible que el gobernado pueda ser afectado de nueva 
cuenta con otra resolución.

La doctrina jurisprudencial respecto del tipo de nuli-
dad con que se sancionan a las distintas causas de ile-
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galidad de los actos administrativos, siendo ilustrativa la 
jurisprudencia VIII.2o.J/24,5 aplicable por analogía:

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERA-
CIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN 
ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLA-
NA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FOR-
MALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.” [N.E. Se 
omite transcripción]

En principio, así funciona el sistema de nulidades que 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo establece; sin embargo, también hay casos en que 
el tema que se dilucida en juicio se refiere a una cues-
tión de fondo y al quedar acreditada la indebida funda-
mentación y motivación de la resolución cuestionada, 
no basta con sancionar declarando una nulidad lisa y 
llana privándola de sus efectos jurídicos, sino que, para 
realmente reparar la afectación que sufrió el interesado 
con su emisión, es necesario imprimir efectos, de modo 
que se le instruye a la autoridad los términos en que 
debe actuar para subsanar las consecuencias perniciosas 
que su ilegal actuar generó; lo anterior, encuentra su sus-
tento legal, en el mismo artículo 52 de la referida ley, al 
extender el sentido de la nulidad para efectos de la sen-
tencia definitiva a casos diversos de los vicios en la forma 

5	 Emisor; Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, pu-
blicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo IX, Febrero de 1999, página 455.
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y procedimiento del acto; al disponer expresamente que 
la sentencia definitiva podrá “Siempre que se esté en al-
guno de los supuestos previstos en las fracciones II y III, 
del artículo 51 de esta Ley, el Tribunal declarará la nuli-
dad para el efecto de que se reponga el procedimiento o 
se emita nueva resolución; en los demás casos, cuando 
corresponda a la pretensión deducida, también podrá 
indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar 
su resolución la autoridad administrativa.”, lo que se ve 
reforzado con lo que enseguida también indica el nume-
ral en cita en su fracción V, esto es, declarar la nulidad y 
además:

a)	Reconocer al actor la existencia de un derecho sub-
jetivo y condenar al cumplimiento de la obligación 
correlativa.

b)	Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos 
afectados.

c)	Declarar la nulidad del acto o resolución adminis-
trativa de carácter general, caso en que cesarán los 
efectos de los actos de ejecución que afectan al de-
mandante, inclusive el primer acto de aplicación que 
hubiese impugnado, y

d)	Reconocer la existencia de un derecho subjetivo 
y condenar al ente público federal al pago de una 
indemnización por los daños y perjuicios causados 
por sus servidores públicos.
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Es aplicable, la jurisprudencia 4o.A. J/4 (10a.)6 del 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, que dispone:

“NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATI-
VAS. SENTIDO AMPLIO DEL CONCEPTO Y EFECTOS 
DE LA DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO AD-
MINISTRATIVO FEDERAL.” [N.E. Se omite transcripción]

Asimismo, es necesario considerar que la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 
relación a los supuestos de una nulidad con motivo de 
vicios de forma del acto impugnado (lo que válidamente 
se puede hacer extensivo a las irregularidades en el pro-
cedimiento), ha determinado que cuando aquél “…deriva 
de un procedimiento oficioso iniciado con motivo del ejerci-
cio de facultades discrecionales y se decrete su ilegalidad 
por vicios de forma, no puede decretarse su nulidad lisa y 
llana, ni simple o discrecional, sino que ésta debe ser para 
efectos, los cuales se traducen en que la autoridad deter-
mine dictar una nueva resolución o bien, decida no hacerlo, 
en el entendido de que si decide actuar deberá sujetarse 
al plazo de cuatro meses con los que cuenta para cumplir 
con el fallo y a subsanar los vicios formales de que adole-
cía el acto declarado nulo, en los términos expresamente 
señalados en la sentencia que se cumplimente”, es decir, 
la instrucción relativa al efecto que se dé en la senten-

6	 Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Libro 71, Octubre de 2019, Tomo IV, página 3350.
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cia, no debe ser tajante pues debe permitir el arbitrio de 
la autoridad en la cumplimentación del fallo; el criterio 
anterior, se contiene en la jurisprudencia 2a./J. 133/2014 
(10a.)7 de rubro y texto: 

“NULIDAD DE RESOLUCIONES O ACTOS DERIVADOS 
DEL EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES. 
LA DECRETADA POR VICIOS DE FORMA DEBE SER 
PARA EFECTOS.” [N.E. Se omite transcripción]

Sentado entonces, en términos generales, el contex-
to del sistema de nulidades previsto para el juicio con-
tencioso administrativo que se ventila ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, volviendo al caso 
específico que nos ocupa, la irregularidad que se con-
sideró acreditada en los juicios, constituyó un vicio en el 
procedimiento de fiscalización que se les instauró a los 
respectivos contribuyentes, lo que fue reconocido en las 
sentencias de referencia, de forma que la sanción que 
conforme a derecho correspondía era, como lo hizo la 
Sala Regional del Centro III, declarar la nulidad de la re-
solución controvertida, para efectos de que se repusiera 
el procedimiento, respetando el arbitrio para actuar de la 
autoridad, dada la naturaleza discrecional de su facultad 
de fiscalización.

7	 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Fe-
brero de 2015, Tomo II, página 1689.
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Sin que sea obstáculo de lo anterior, la justificación in-
vocada en la sentencia del Magistrado titular de la Ter-
cera Ponencia de la Segunda Sala Regional de Oriente, 
para respaldar el tipo de nulidad (lisa y llana) que aplicó; 
esto es;

[N.E. Se omite transcripción]

La transcripción previa da cuenta de que el Magistrado 
titular de la Tercera Ponencia de la Segunda Sala Regio-
nal de Oriente, adujo para declarar la nulidad lisa y llana 
del acto liquidatorio, imposibilidad para que la autoridad 
fiscalizadora subsanara el vicio que cometió, dado que 
no se podría restituir al actor (contribuyente) del derecho 
que se le privó por la omisión de informarle que podía 
plantear una solicitud de acuerdo conclusivo; ello porque 
aun cuando se ordenara en (la sentencia) emitir una nue-
va comunicación informando de dicho derecho, la pro-
moción del acuerdo conclusivo, no sería procedente de 
conformidad con el artículo 69-C del Código Fiscal de la 
Federación.

En efecto, sostuvo el fallo en comento que la solicitud 
de acuerdo conclusivo que se promoviera con razón de 
la comunicación de la demandada, derivada del cumpli-
miento a una sentencia, la tornaba improcedente ante la 
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, atento al 
precepto en cita, con mayor razón cuando dicha institu-
ción era una autoridad distinta a la demandada, no pudién-
dosele obligar inobservar lo establecido por el legislador.
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Ahora bien, es de mencionarse que el artículo en que 
la Sala apoyó su determinación de una nulidad lisa y lla-
na, es del tenor siguiente:

CAPÍTULO II
De los Acuerdos Conclusivos

Artículo 69-C. [N.E. Se omite transcripción]

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, ya se pronunció en el amparo en re-
visión 595/2023, fijando la interpretación que debe darse 
a tal disposición jurídica. En efecto, en la ejecutoria de 08 
de noviembre de 2023, relativa a dicha instancia, se esta-
bleció —en lo que interesa— lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De la anterior transcripción se desprende que la in-
terpretación de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación respecto de la fracción III del 
artículo 69-C del Código Fiscal de la Federación, que 
dispone la improcedencia de la solicitud de adopción de 
un acuerdo conclusivo (ante la Procuraduría de la Defen-
sa del Contribuyente), cuando se trate de actos deriva-
dos de la cumplimentación a resoluciones o sentencias, 
es en el sentido de que la prohibición prevista guarda ar-
monía con el contenido normativo y la regulación de los 
acuerdos conclusivos, pues se proscribe la procedencia 
de la solicitud cuando se trata de actos derivados de la 
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cumplimentación a resoluciones o sentencias; lo que tie-
ne lógica por su naturaleza de constituir un medio de so-
lución de controversias previo a acudir, a la jurisdicción 
de los tribunales administrativos para lograr diversos be-
neficios en el cumplimiento de obligaciones fiscales.

No obstante, dicha prohibición no tiene el alcance de 
“…desconocer una determinación judicial, por lo que, si 
esta última fue emitida en el sentido de reponer el pro-
cedimiento para el efecto de que la autoridad fiscal le 
reconociera que tiene derecho de adoptar un acuerdo 
conclusivo, esa prohibición no resulta aplicable”.

Insistiendo en que “…si bien dicha disposición no con-
templa aquellos casos en que se ordene por la autoridad 
jurisdiccional la reposición de procedimiento para que, 
precisamente, se dé la oportunidad de plantear la posibi-
lidad de alcanzar un acuerdo conclusivo, ello no implica 
que deba desconocerse a la sentencia que así lo ordene.”

Que el contenido y alcance que debe darse a la dis-
posición fiscal que nos ocupa, respecto del supuesto de 
improcedencia en comento, es el de evitar la promoción 
de medios de defensa, con la única finalidad de retardar 
los procedimientos de fiscalización; pero “…ésta no puede 
tener el alcance de desconocer una determinación judicial, 
por lo que, si ésta última fue emitida en el sentido de reponer 
el procedimiento para el efecto de que la autoridad fiscal 
le reconociera que tiene derecho de adoptar un acuerdo 
conclusivo, esa prohibición no resulta aplicable.”
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Las consideraciones expuestas en la ejecutoria en co-
mento constituyen jurisprudencia que debe acatar este 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformi-
dad con los artículos 215, 216 primer párrafo y 223 de la 
Ley de Amparo, que establecen expresamente:

[N.E. Se omite transcripción]

Teniendo presente entonces, la interpretación que 
del artículo 69-C del Código Fiscal de la Federación, se 
estableció en la ejecutoria de referencia, misma que es 
contraria a la que realizó el Magistrado titular de la Ter-
cera Ponencia de la Segunda Sala Regional de Oriente, 
para motivar la nulidad lisa y llana en el caso que cono-
ció, este Pleno Jurisdiccional concluye entonces que la 
nulidad que ha de aplicarse ante el acreditamiento del 
vicio consistente en no informar al contribuyente durante 
la fiscalización que se le siguió, de su derecho para pro-
mover un acuerdo conclusivo ante la Procuraduría de la 
Defensa del Contribuyente, es una nulidad para efectos 
de que, teniendo presente que se está ante facultades 
discrecionales, se subsane dicha omisión y una vez ello 
se continúe el procedimiento relativo, al cabo del cual se 
emita la resolución que conforme a derecho correspon-
da para definir la situación fiscal del contribuyente.

En ese orden de ideas, se establece con carácter de 
jurisprudencia, la siguiente tesis:
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LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA DE 
INFORMAR AL CONTRIBUYENTE, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 42, ANTEPENÚLTIMO Y ÚLTIMO PÁRRA-
FOS, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
RELACIÓN CON LA REGLA DE CARÁCTER GENERAL 
CORRESPONDIENTE, DEL DERECHO QUE TIENE PARA 
PROMOVER UNA SOLICITUD DE ACUERDO CONCLU-
SIVO, DEBE SER SANCIONADA CON UNA NULIDAD 
‘PARA EFECTOS’ DE REPONER EL PROCEDIMIENTO 
DE FISCALIZACIÓN.- Atento al sistema normativo de 
nulidades que se deriva de los artículos 51, 52 y 57 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, ante la actualización del vicio en el pro-
cedimiento del que derivó una liquidación, consistente 
en no comunicar al contribuyente, de conformidad 
con las disposiciones jurídicas referidas, su derecho 
para promover una solicitud de acuerdo conclusivo, 
con lo que se vieron afectadas sus defensas y se tras-
cendió al sentido de la resolución, al privársele de la 
posibilidad de los beneficios que dicho medio de so-
lución de controversias conlleva, la nulidad con que se 
debe sancionar la ilegalidad en comento, es aquélla 
que permite efectos y no la llamada “lisa y llana”, toda 
vez que el artículo 52, fracción IV, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, establece: 
“Siempre que se esté en alguno de los supuestos previs-
tos en las fracciones II y III, del artículo 51 de esta Ley, el 
Tribunal declarará la nulidad para el efecto de que se 
reponga el procedimiento o se emita nueva resolución”, 
por tanto, ante un vicio procedimental, naturaleza que 
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tiene el que nos ocupa, encuadrándose precisamente 
en la fracción III que se cita en la porción transcrita, la 
nulidad aplicable es para el efecto de que se reponga 
el procedimiento, respetando el arbitrio para actuar de 
la autoridad, dado el carácter discrecional de su facul-
tad de fiscalización.

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos 17, 
fracciones I y II, y 68 de la Ley Orgánica del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, en relación con el artículo 
77 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, se emiten los siguientes:

R E S O L U T I V O S

I.- Es PROCEDENTE y FUNDADA la denuncia de con-
tradicción de sentencias materia de esta resolución.

II.- Se establece como jurisprudencia la tesis indicada 
al final del presente fallo; razón por la cual deberá publi-
carse en la Revista de este Tribunal.

III.- Notifíquese.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Su-
perior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
con fundamento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y 
Séptimo Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 17 de julio de 2020, en sesión 
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celebrada en forma presencial y transmitida por medios 
electrónicos al público en general el 03 de julio de 2024, 
por unanimidad de ocho votos a favor de los Magistrados 
Víctor Martín Orduña Muñoz, Rafael Anzures Uribe, Car-
los Chaurand Arzate, Julián Alfonso Olivas Ugalde, Luz 
María Anaya Domínguez, Rafael Estrada Sámano, Carlos 
Mena Adame y Guillermo Valls Esponda, encontrándose 
ausente la Magistrada Magda Zulema Mosri Gutiérrez.

Fue ponente en el presente asunto la Magistrada Mag-
da Zulema Mosri Gutiérrez, cuya ponencia se aprobó.

Se elaboró el presente engrose el día 08 de julio de 
2024 y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 54, fracción VI y 56 fracción III de la Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firman 
la Magistrada Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Ponen-
te y el Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa ante la Li-
cenciada Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de 
Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-115

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

CONTRADICCIÓN DE SENTENCIAS. ES PROCEDENTE 
CUANDO LAS SENTENCIAS CONTRADICTORIAS SON 
EMITIDAS POR LA MAYORÍA DE LOS INTEGRANTES DE 
UNA SALA REGIONAL, EN JUICIO ORDINARIO Y POR 
UN MAGISTRADO INSTRUCTOR DE LA MISMA SALA, EN 
VÍA SUMARIA.- El artículo 75, tercer párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
en vigor dispone: “Las Salas y los Magistrados Instructo-
res de un Juicio en la vía Sumaria podrán apartarse de 
los precedentes establecidos por el Pleno o las Seccio-
nes, siempre que en la sentencia expresen las razones 
por las que se apartan de los mismos, debiendo enviar 
al Presidente del Tribunal copia de la sentencia”. Por su 
parte el artículo 77 de la ley citada, prevé que cualquiera 
de los Magistrados del Tribunal o las partes en los juicios en 
los que se sustentaron las sentencias, podrán denunciar 
la contradicción de las mismas, ante el Presidente del 
Tribunal, para que este la haga del conocimiento del Ple-
no, a fin de que decida qué criterio debe prevalecer. De 
la interpretación armónica y sistemática de los precep-
tos legales anteriormente referidos, se puede establecer 
que cuando se dé la contradicción, entre las sentencias 
sustentadas por la mayoría de los integrantes de una 
Sala Regional en juicio ordinario y por un Magistrado Ins-
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tructor en vía sumaria, el Magistrado Instructor tendrá la 
obligación de expresar las razones por las que se aparta 
del criterio mayoritario sostenido por los integrantes de 
la Sala, enviando copia de la sentencia correspondiente 
al Presidente del Tribunal, para que la haga del conoci-
miento del Pleno y este determine cuál es el criterio que 
debe prevalecer.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/18/24)

PRECEDENTES:

VII-P-SS-81
Contradicción de Sentencias Núm. 1908/08-08-01-8/
YOTRO/1555/12-PL-05-01.- Resuelta por el Pleno de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, en sesión de 27 de febrero de 2013, por ma-
yoría de 9 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. 
Praxedis Alejandra Pastrana Flores.
(Tesis aprobada en sesión privada de 17 de abril de 2013)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 109

Nota: La parte considerativa que dio lugar a este prece-
dente está relacionada con la jurisprudencia VII-J-SS-65 
publicada en la R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. 
Mayo 2013. p. 25.
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VIII-P-SS-482
Contradicción de Sentencias Núm. 600/17-05-01-8/ 
3510/17-S2-10-04/YOTROS2/140/20-PL-07-01.- Resuel- 
ta por el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión 
realizada a distancia el 28 de octubre de 2020, por una-
nimidad de 11 votos a favor.- Magistrada Ponente: Mag-
da Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos 
Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 28 de octubre 
de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 48 Noviembre 2020. p. 253

IX-P-SS-359
Contradicción de Sentencias Núm. 3665/22-07-02-6/
YOTRO/1217/23-PL-10-01.- Resuelta por el Pleno Juris-
diccional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justi-
cia Administrativa, en sesión de 6 de marzo de 2024, por 
unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de marzo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 140

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
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bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-116

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SOBRESEIMIENTO. CUANDO LA MUERTE DEL DEMAN-
DANTE DEJA SIN MATERIA EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL, PROCEDE DECRETARLO.- 
El artículo 9 fracción III de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, dispone que procede el so-
breseimiento del juicio contencioso administrativo federal, 
cuando el demandante muera durante la tramitación del 
citado juicio, acotándolo a dos supuestos, esto es: A. Si su 
pretensión es intrasmisible o, B. Si su muerte deja sin ma-
teria el proceso de que se trata. Ahora bien, para dilucidar 
si con su muerte, quedó sin materia el juicio contencioso, 
es necesario atender a la resolución combatida, por lo que 
si en esta se sancionó al demandante, con: 1. Destitución 
del puesto; 2. Inhabilitación temporal para desempeñar 
empleos, cargos o comisiones en el servicio público y/o 
3. Sanción económica, se debe decretar el sobreseimiento 
del juicio, dado que dichas sanciones administrativas, tie-
nen el carácter de personalísimas, lo que quiere decir, que 
la persona no puede despojarse de ellas y mucho menos 
ser transmitidas a otra, ya que la persona sancionada, es la 
única que les puede dar vida e identidad, sin esto último, 
carecería de todo significado, máxime si la pretensión del 
demandante, es la restitución del puesto que venía des-
empeñando, así como el pago de salarios ordinarios y ex-
traordinarios, por lo que al momento de fallecer, dejó sin 
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materia el juicio, ya que no habría razón lógica de reins-
talarlo, ni tampoco obligar a la autoridad al pago de los 
salarios caídos. Incluso, si el fondo del asunto es determi-
nar si cometió o no las conductas que le imputó la auto-
ridad como infracción a la ley, es evidente que al fallecer 
dejó sin materia el juicio, dado que no se puede juzgar a 
una persona difunta. Es de resaltarse que dichas sanciones 
administrativas, no deben trascender, ya que no se debe 
sancionar a una persona, por conductas cometidas por 
otra; es más, si la sanción pecuniaria fue impuesta tomando 
en consideración los elementos personales del actor (gra-
vedad de la responsabilidad, circunstancias socioeconó-
micas, nivel jerárquico, antecedentes, reincidencia, monto 
del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incum-
plimiento de obligaciones), esta no debe ser trasladada a 
otra persona, ya que no fueron tomados en consideración 
los elementos propios de esa nueva persona para su cuan-
tificación e individualización, ni tampoco se le otorgaría 
el derecho a defenderse; de determinar lo contrario, se 
estaría contraviniendo lo dispuesto por el primer párrafo 
del artículo 22 constitucional, el cual prohíbe de mane-
ra expresa, la aplicación de las penas trascendentales.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/19/24)

PRECEDENTES:

VIII-P-SS-357
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6534/11-22-01-
9/AC1/1094/14-PL-01-04.- Resuelto por el Pleno Ju-
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risdiccional de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 27 de marzo de 2019, 
por mayoría de 8 votos a favor y 3 votos en contra.- Ma-
gistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Se-
cretario: Lic. Samuel Mithzael Chávez Marroquín.
(Tesis aprobada en sesión de 12 de junio de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 36. Julio 2019. p. 24

IX-P-SS-293
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 10565/19-17-02-
2/594/21-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 22 de noviembre de 2023, 
por unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania María 
Espinosa Moore.
(Tesis aprobada en sesión de 22 de noviembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 25. Enero 2024. p. 255

IX-P-SS-361
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25006/19-17-14-
4/123/22-PL-05-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de marzo de 2024, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Julián 
Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Norma Hortencia 
Chávez Domínguez.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 146
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Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-117

GENERAL

NOTAS PERIODÍSTICAS, NO PUEDEN CONSTITUIR HE-
CHOS NOTORIOS.- Aquellas no pueden constituir hechos 
notorios, en tanto que es notorio lo que es público y 
sabido por todos, o el hecho cuyo conocimiento forma 
parte de la cultura normal propia de un determinado 
círculo social en el tiempo de su realización; no así algún 
hecho consignado en determinado periódico o revista. 
Adicionalmente las publicaciones en los periódicos úni-
camente acreditan que tuvieron realización en el modo, 
tiempo y lugar que de las mismas aparezca, sin que sean 
aptas para demostrar los hechos que en tales publica-
ciones se contengan, pues no reúnen las características 
de documento público; en consecuencia, el contenido de 
una nota periodística, generalmente redactada y dada 
a conocer por profesionales de la materia, cuyas fuentes 
no son necesariamente confiables, amén de que cabe la 
posibilidad de que sean producto de la interpretación e 
investigación personal de su autor, no puede convertirse 
en un hecho notorio, pues aunque aquella no sea des-
mentida por quien puede resultar afectado, el conteni-
do de la nota solamente le es imputable al autor de la 
misma, no así a quienes se ven involucrados en la noticia 
correspondiente.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/20/24)
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PRECEDENTES:

VIII-P-SS-409
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 9671/16-17-02-
5/AC1/2205/18-PL-07-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2019, por una-
nimidad de 11 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José Antonio Ri-
vera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 19 de febrero de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 45. Abril-Agosto 2020. p. 44

IX-P-SS-265
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1991/18-03-01-
4/1865/22-PL-08-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 14 de junio de 2023, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Elizabeth Camacho 
Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de junio de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 21. Septiembre 2023. p. 203

IX-P-SS-360
Cumplimiento de ejecutoria relativo al incidente de daños 
y perjuicios planteado en Juicio Contencioso Adminis-
trativo Núm. 5994/08-11-03-5/2197/10-PL-03-04.- Re-
suelto por el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
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13 de marzo de 2024, por unanimidad de 9 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: 
Lic. Ana María Reyna Ángel.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 143

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-118

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. CUANDO SE AD-
VIERTAN AFECTACIONES A LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES, EL JUZGADOR TIENE LA 
OBLIGACIÓN DE ESTUDIARLAS A LA LUZ DEL REFERIDO 
PRINCIPIO.- Cuando el juzgador advierta que en algún 
caso que se les presenta se encuentran involucrados, di-
recta o indirectamente, los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes, la consideración principal que debe to-
marse en cuenta para resolver la controversia suscitada 
es el interés superior de la niñez, lo cual es acorde con 
lo dispuesto en el artículo 3.1 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, en el que se ha sostenido que el in-
terés superior del menor opera en una triple dimensión: 
como derecho sustantivo, como principio jurídico inter-
pretativo fundamental y como norma de procedimiento, 
y en todas las actuaciones de los poderes públicos debe 
seguirse ese interés superior como principio rector. En 
ese sentido, como principio jurídico interpretativo funda-
mental, el interés superior del menor tiene como propó-
sito que, en caso de que una medida, de cualquier índole, 
admita más de una interpretación, siempre se ha de ele-
gir aquella que satisfaga de mejor manera; es decir, en 
forma más efectiva, el mejor interés de aquel.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/21/24)



PLENO
Jurisprudencias

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 53

PRECEDENTES:

IX-P-SS-262
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1501/22-17-09-
3/1916/22-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 26 de abril de 2023, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Lourdes Alejan-
dra Fernández Ortega.
(Tesis aprobada en sesión de 7 de junio de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 21. Septiembre 2023. p. 144

IX-P-SS-351
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1062/19-03-02-
5/1115/21-PL-05-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 28 de febrero de 2024, por 
unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ju-
lián Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Norma Hor-
tencia Chávez Domínguez.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de febrero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28. Abril 2024. p. 437

IX-P-SS-362
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4570/20-17-03-
8/1485/22-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 13 de marzo de 2024, por 
unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víc-
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tor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Cinthya Yoselin 
Vergara Monter.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 149

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-119

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
 CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO. PROCEDE DECRETARLO 
SI LA REGLA DE CARÁCTER GENERAL IMPUGNADA, FUE 
CONSENTIDA POR LA ACTORA AL NO IMPUGNARLA EN 
UNIÓN DEL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN.- El artículo 2°, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, dispone que el juicio procede en contra de los 
actos administrativos, decretos y acuerdos de carácter ge-
neral diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplica-
tivos o cuando el interesado los controvierta en unión del 
primer acto de aplicación. Por lo tanto, si la actora aplicó la 
regla impugnada en un acto previo y no la controvirtió en 
juicio dentro del plazo establecido por el artículo 13 de la 
Ley antes mencionada, significa que la consintió, pues en-
tonces no se surte la premisa de impugnarlo dentro de los 
45 días a partir de su publicación o en unión al primer acto 
de aplicación, lo que actualiza la causal de improceden-
cia prevista en el artículo 8, fracción IV de la misma Ley.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/22/24)

PRECEDENTES:

VI-P-SS-484
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12634/06-17-
12-1/926/10-PL-03-10.- Resuelto por el Pleno de la Sala 
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Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, en sesión de 22 de noviembre de 2010, por 
unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ma-
nuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretario: Lic. Miguel Án-
gel Pérez Martínez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de febrero de 2011)
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año IV. No. 39. Marzo 2011. p. 208

IX-P-SS-182
Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 
18/612-24-01-03-09-OL/18/44-PL-03-01.- Resuelto por 
el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 30 de no-
viembre de 2022, por mayoría de 10 votos a favor y 1 voto 
en contra.- Magistrado Ponente: Guillermo Valls Espon-
da.- Secretaria: Lic. Abigail Calderón Rojas.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de noviembre de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 13. Enero 2023. p. 400

IX-P-SS-372
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 21363/21-17-05-
7/1009/23-PL-09-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 17 de abril de 2024, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: Mag-
da Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. Juan Carlos 
Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 53
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Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Su-
perior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por 
unanimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el 
veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro, ordenándose 
su publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccio-
nal.- Firman el Magistrado Guillermo Valls Esponda, Pre-
sidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la 
Licenciada Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de 
Acuerdos, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-120

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. PARA 
ACREDITAR QUE LOS DEPÓSITOS OBSERVADOS EN LA 
CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE CORRES-
PONDEN A PRÉSTAMOS, MEDIANTE UN CONTRATO 
DE MUTUO SIMPLE O CON INTERÉS, ESTE DEBE ES-
TAR ADMINICULADO CON OTRAS PROBANZAS QUE 
ACREDITEN SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS, CON 
LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS DEL 
CONTRIBUYENTE.- De conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la Fe-
deración, la presunción de ingresos se actualiza cuando 
el registro de los depósitos bancarios en la contabilidad 
del contribuyente obligado a llevarla, no esté soportado 
con la documentación correspondiente, de ahí que la es-
timativa indirecta de ingresos contenida en el precepto 
señalado, faculta a la autoridad fiscal a considerar los de-
pósitos bancarios no registrados en la contabilidad del 
contribuyente como ingresos y valor de los actos o activi-
dades por los que debe pagar contribuciones, cuando no 
sustenta documentalmente en su contabilidad el registro 
de sus transacciones comerciales, quedando a cargo de 
la actora desvirtuar dicha presunción. Ahora, si en el caso 
concreto, la parte actora alega que los depósitos obser-
vados corresponden a préstamos que ya fueron pagados 
y por lo tanto, dichos recursos no deben de considerarse 
como ingresos por lo que deba de pagar contribuciones, 
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exhibiendo para tal efecto, el contrato de mutuo simple 
o con interés que formalizó con un tercero, este debe de 
estar adminiculado con otras probanzas que otorguen 
suficiente fuerza probatoria y convicción plena al juzga-
dor de que el contribuyente recibió o prestó el importe 
pactado en el acuerdo de voluntades y que, posterior-
mente, existió en la cuenta del mutuante el depósito 
del importe pactado en ese acuerdo precisamente para 
cubrir el adeudo, lo que se puede acreditar, entre otros 
medios, con los estados de cuenta bancarios del contri-
buyente, en los que se advierta la efectiva transferencia 
del numerario que en él se indica. Lo anterior, no obs-
tante que dichas documentales se consideren privadas, 
ya que tienen eficacia probatoria al ser documentos en 
los que se hacen constar los ingresos, retiros, transfe-
rencias bancarias, intereses ganados o impuestos reteni-
dos de los cuentahabientes, lo que los hace un medio de 
prueba para demostrar la existencia de ingresos y egre-
sos del actor.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/23/24)

PRECEDENTES:

VIII-P-SS-510
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4245/18-17-02-
1/1760/19-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión realizada a distancia el 7 de oc-
tubre de 2020, por mayoría de 8 votos a favor y 2 votos 
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en contra.- Magistrado Ponente: Carlos Chaurand Arza-
te.- Secretaria: Lic. Paloma Márquez Escamilla.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 7 de octubre de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 50. Enero 2021. p. 176

IX-P-SS-121
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1558/21-09-01- 
1-OT/690/22-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdic-
cional de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 7 de septiembre de 2022, 
por unanimidad de 7 votos a favor.- Magistrado Ponen-
te: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Galdino 
Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 7 de septiembre de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 11. Noviembre 2022. p. 139

IX-P-SS-370
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 21363/21-17-05-
7/1009/23-PL-09-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 17 de abril de 2024, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: Mag-
da Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. Juan Carlos 
Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 48

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por 
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unanimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el 
veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro, ordenándose 
su publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccio-
nal.- Firman el Magistrado Guillermo Valls Esponda, Pre-
sidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y 
la Licenciada Abigail Calderón Rojas, Secretaria General 
de Acuerdos, quien da fe.



SEGUNDA SECCIÓN
Jurisprudencias

62Tribunal Federal de Justicia Administrativa

SEGUNDA SECCIÓN

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-56

GENERAL

VALOR Y ALCANCE PROBATORIO DE LOS MEDIOS DE 
CONVICCIÓN. SU DIFERENCIA Y RELEVANCIA PARA LA 
EFICACIA DE LA PRUEBA.- El valor probatorio es un con-
cepto concerniente a la autoridad formal de la proban-
za que corresponda, para la demostración de hechos en 
general, derivada de sus características de creación. Di-
cho valor es asignado por ley, previa clasificación de los 
objetos demostrativos en diversas especies, tales como: 
documentos privados, documentos públicos, testimo-
niales y dictámenes periciales, entre otros. Por su parte, 
el alcance probatorio está vinculado con la capacidad 
de la probanza para acreditar la realización de hechos 
particulares afirmados por las partes; en ese orden de 
ideas, es a través de dicho elemento que el juzgador bus-
cará establecer cuáles fueron los hechos demostrados, 
lo que se conseguirá al examinar el contenido de las pro-
banzas. Así, el alcance probatorio de los medios de con-
vicción es lo que dará eficacia a los mismos, pues puede 
darse el caso de que una probanza tenga pleno valor pro-
batorio; sin embargo, con ella no sea posible demostrar 
los hechos afirmados por su oferente, tras resultar inefi-
caz en la misma medida en que lo es su contenido.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/16/2024)
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PRECEDENTES:

IX-P-2aS-72
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6546/16-07-03-
3/2696/18-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 31 de marzo de 2022, por una-
nimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José Antonio Ri-
vera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de agosto de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 9. Septiembre 2022. p. 328

IX-P-2aS-182
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 582/18-16-01-
9/661/22-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de abril de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Julián 
Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Beatriz Rodríguez 
Figueroa.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de abril de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 17. Mayo 2023. p. 236

IX-P-2aS-224
Cumplimiento de Ejecutoria relativo al Juicio Contencio-
so Administrativo Núm. 303/18-16-01-1/2500/18-S2-08-
04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
29 de junio de 2023, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
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Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de junio de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 20. Agosto 2023. p. 335

IX-P-2aS-321
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20741/19-17-02-
4/1031/22-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 29 de febrero de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ra-
fael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Alma Rosa Navarro 
Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de febrero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28. Abril 2024. p. 492

IX-P-2aS-360
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 855/23-EC1-01-
6/54/24-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 2 de mayo de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 156

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la 
sesión pública ordinaria el quince de agosto de dos mil 



SEGUNDA SECCIÓN
Jurisprudencias

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 65

veinticuatro.- Firman, la Magistrada Maestra Luz María 
Anaya Domínguez, Presidenta de la Segunda Sección y 
el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto 
de Acuerdos de la Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-57

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA

INCIDENTE DE INCOMPETENCIA.- NO SE PUEDE DIVI-
DIR LA CONTINENCIA DE LA CAUSA RESPECTO DE LA 
COMPETENCIA TERRITORIAL ATRIBUIDA A UNA SALA 
CUANDO SE CONTROVIERTEN DIVERSAS RESOLUCIO-
NES EMITIDAS POR AUTORIDADES DIFERENTES.- Cuan-
do en un juicio se controvierten diversas resoluciones de 
las cuales se advierte que fueron emitidas por diversas 
autoridades demandadas, y respecto de algunas se acre-
dita que fueron emitidas por la Administración General de 
Grandes Contribuyentes, en el caso, debe estarse a la ex-
cepción establecida en el artículo 34, fracción III de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminis-
trativa, ya que no se puede dividir en partes el litigio pues 
ello traería como consecuencia emitir resoluciones con-
tradictorias en perjuicio de la actora; la única excepción 
sería que existiera una autoridad ejecutora, en términos 
del precepto antes citado.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/17/2024)

PRECEDENTES:

VI-P-2aS-579
Incidente de Incompetencia Núm. 163/08-14-01-8/1875/ 
09-S2-07-06.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
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Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de abril de 2010, por mayoría 
de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: 
Silvia Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. María Elda Her-
nández Bautista.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2010)
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año III. No. 33. Septiembre 2010. p. 46

VI-P-2aS-739
Incidente de Incompetencia Núm. 2526/09-01-02-7/ 
1566/10-S2-09-06.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 1 de marzo de 2011, por ma-
yoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Po-
nente: Francisco Cuevas Godínez.- Secretario: Lic. César 
Edgar Sánchez Vázquez.
(Tesis aprobada en sesión de 1 de marzo de 2011)
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año IV. No. 40. Abril 2011. p. 496

VIII-P-2aS-44
Incidente de Incompetencia en Razón de Territorio Núm. 
5335/15-06-02-7/1742/16-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 14 de febrero de 
2017, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Ya-
net Sandoval Carrillo.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de febrero de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 8. Marzo 2017. p. 168
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IX-P-2aS-307
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio tra-
mitado mediante el Sistema de Justicia en Línea versión 
2.0: Núm. 0085-2023-02-C-15-01-01-02-L-RE-0193-2023.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
24 de enero de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: 
Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 24 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 27. Marzo 2024. p. 419

IX-P-2aS-353
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
2445/23-11-02-7/1852/23-S2-10-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de abril de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram 
García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 139

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la 
sesión pública ordinaria el quince de agosto de dos mil 
veinticuatro.- Firman, la Magistrada Maestra Luz María 
Anaya Domínguez, Presidenta de la Segunda Sección y 
el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto 
de Acuerdos de la Segunda Sección, quien da fe.
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PLENO

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-SS-394

ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL. EFEC-
TOS DE SU ILEGALIDAD CUANDO SE IMPUGNA COMO 
PARTE DE LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL 
ACTO DE APLICACIÓN.- Conforme a lo dispuesto por los 
artículos 2, segundo párrafo, de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo, así como 3, frac-
ción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, el juicio contencioso administrativo pro-
cede en contra de normas administrativas generales, 
sean autoaplicativas o en unión al primer acto de apli-
cación. Entonces, un acto de esa naturaleza puede ser 
controvertido de forma destacada, o bien, como parte 
de la fundamentación y motivación de la resolución en 
que se aplicó; sin embargo, los efectos de su ilegalidad 
dependerán de la manera en que se controvirtió, esto es, 
si un particular decide impugnar destacadamente un acto 
administrativo de carácter general, su ilegalidad deberá 
verse reflejada con la nulidad expresa de esa norma y del 
acto de aplicación; en cambio, cuando sólo se combate 
como parte de la fundamentación y motivación de la re-
solución particular que le afecta, de asistirle la razón, sólo 
podrá anularse el acto en que se aplicó, pues se estaría 
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en presencia de una resolución fundada en una actua-
ción contraria a derecho.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 31363/21-17-14-
1/1594/22-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 31 enero de 2024, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 19 de junio de 2024)

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-SS-395

CONDONACIÓN DE MULTAS POR SUSCRIPCIÓN DE 
ACUERDO CONCLUSIVO. ES PROCEDENTE ÚNICAMEN-
TE RESPECTO A LAS PARTIDAS QUE FUERON OBJETO DE 
REGULARIZACIÓN POR PARTE DE LA CONTRIBUYENTE.- 
El artículo 69-G del Código Fiscal de la Federación, es-
tablece que quien haya suscrito un acuerdo conclusivo 
obtendrá como beneficio por única ocasión, la condona-
ción del 100% de las multas y por las subsecuentes, la 
dispensa será en los términos que lo dispone el numeral 
17 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente; 
asimismo, la autoridad fiscal emitirá la resolución corres-
pondiente, tomando en consideración lo convenido en 
el acuerdo de mérito. Ahora bien, acorde a la exposición 
de motivos relativa, el acuerdo conclusivo surgió como 
un mecanismo alternativo de solución de controversias 
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que brinde facilidades a los contribuyentes para el de-
bido cumplimiento de sus obligaciones fiscales y para 
incentivar su suscripción se propuso la condonación an-
tes señalada. Bajo ese contexto, el beneficio que prevé el 
precepto citado, será aplicable sólo respecto a aquellas 
partidas y montos, respecto de las cuales el contribuyen-
te optó por regularizar su situación fiscal, en el entendido 
que si existe un remanente por el cual no se haya corre-
gido, sobre las contribuciones que exista incumplimiento, 
será procedente la imposición de sanciones, ya que no se 
dio el supuesto que el legislador consideró como gene-
rador de tal prerrogativa.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 31363/21-17-14-
1/1594/22-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 31 enero de 2024, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 19 de junio de 2024)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

SEXTO.- […]

A juicio de este Pleno Jurisdiccional, los argumentos 
de la demandante son INFUNDADOS respecto a la pro-
cedencia del recurso de revocación en cuanto a la im-
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pugnación de la Regla 13.3. de la Primera Resolución de 
Modificaciones a la Resolución Fiscal para 2020, dado que 
dicho medio de defensa no fue instituido para controver-
tir normas de carácter general; en consecuencia, resultan 
INOPERANTES los agravios planteados en contra de la 
citada regla, puesto que en el recurso de revocación no 
se analizó su legalidad, además de que su impugnación 
fue efectuada de forma extemporánea; derivado de lo 
anterior, se concluyó que el procedimiento de fiscaliza-
ción se concluyó dentro de los 12 meses, contemplados 
en el artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación.

Para comenzar, es necesario evidenciar que en la 
resolución determinante del crédito fiscal inicialmente re-
currido [oficio 500-71-06-01-01-2021-37893], la autoridad 
refirió que el plazo del procedimiento de fiscalización se 
suspendió en tres ocasiones, una de ellas, con motivo de 
la Regla 13.3 de la Primera Resolución de Modificaciones 
a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2020, que comba-
tió en el recurso administrativo y que en el presente juicio 
reitera la causa de ilegalidad manifestada; tal como se 
muestra en la imagen siguiente:

[N.E. Se omiten imágenes]

Ahora bien, dado que la actora solicita que se ten-
ga por reproducido lo planteado en el segundo agravio 
del recurso de revocación [visible en los folios 03 a 23 del 
expediente principal], a continuación, se digitaliza para su 
posterior estudio:
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[N.E. Se omiten imágenes]

De la digitalización que precede puede inferirse que la 
entonces recurrente planteó en esencia lo siguiente:

	Que la autoridad excedió del plazo para la conclu-
sión de la visita domiciliaria, previsto en el artículo 
46-A del Código Fiscal de la Federación; lo anterior 
con base en que, a su juicio, la Regla 13.3 de la Pri-
mera Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2020, en la que se sustentó 
la tercera suspensión del citado plazo, es ilegal.

	Afirmó que el artículo 12 del Código Fiscal de la Fe-
deración, no puede servir como sustento de la ci-
tada regla, ya que dicho precepto no prevé ningún 
supuesto de suspensión de plazos; además, consi-
dera que esa norma general es incongruente y con-
traria al artículo Segundo, inciso c), del “Acuerdo por 
el que se establecen las medidas preventivas que se 
deberán implementar para la mitigación y control de 
los riesgos para la salud que implica la enfermedad 
por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)”, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación, el 24 de marzo de 
2020, ya que éste prevé la suspensión de activida-
des, por tanto de plazos, hasta el 19 de abril de 2020, 
por lo que, a la fecha en que la regla fue publicada 
[12 de mayo de ese año], ya no tenía aplicación.
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	Asimismo, que el citado acuerdo estableció la nece-
sidad de instrumentarse planes que garantizaran la 
continuidad de operaciones y no la suspensión de 
plazos, lo que denota que la Regla 13.3 fue emitida 
en total contravención a ello.

	Si bien, el artículo 46-A, fracción VI, del Código Fiscal 
de la Federación, dispone la suspensión de plazos 
para el caso en que la autoridad no pudiera continuar 
con el ejercicio de sus facultades, no menos cierto 
es que la Regla 13.3 no se sustentó en ese precepto, 
como suele hacerlo en casos similares; por lo cual, 
citó como ejemplo, la Regla I.2.1.26 de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014.

	Finalmente, que el plazo establecido en el artículo 
46-A del Código Fiscal de la Federación, es un bene-
ficio para el particular, en aras de brindar seguridad 
respecto al tiempo que durará la fiscalización, lo que 
tutela el derecho a la inviolabilidad del domicilio, por 
lo que al ampliar esos plazos introduciendo figuras 
suspensivas no previstas en la ley, es en detrimento 
de los gobernados; sobre todo, cuando el precepto 
antes mencionado prevé la posibilidad de suspen-
sión, sin que el mismo se haya citado en la Regla 13.3 
de la Resolución Miscelánea Fiscal.

En relación con los planteamientos anteriores, al dar 
a conocer los fundamentos y motivos de la confirmativa 
ficta, la autoridad se pronunció en los términos siguientes:
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[N.E. Se omiten imágenes]

Las imágenes que preceden contienen las considera-
ciones por las cuales la autoridad desestimó el segundo 
agravio de la entonces recurrente [analizado en forma 
conjunta con el tercero], relacionado con la legalidad de 
la Regla 13.3 de la Primera Resolución de Modificaciones 
a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2020; razonamien-
tos de los que se destacan los siguientes:

	Calificó como inoperante el planteamiento de ilegali-
dad en contra de la regla en cuestión, pues consideró 
que el recurso de revocación no es la vía idónea para 
controvertir su ilegalidad, conforme a lo previsto en el 
artículo 124 del Código Fiscal de la Federación, por lo 
que no podía llevar a cabo el estudio de lo planteado.

	Señaló que si la intención de la recurrente era que 
se analizara la legalidad de la Regla 13.3, debió pro-
mover juicio contencioso administrativo, en términos 
del artículo 2° de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo; máxime que la interpo-
sición del recurso de revocación es optativa, acorde 
al numeral 120 del Código Tributario previamente re-
ferido.

	Además, determinó que la actuación de la autoridad 
fiscal no había excedido del plazo establecido en el 
artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación, en 
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atención a los tres períodos de suspensión que se 
dieron en la visita domiciliaria.

	Con relación en la suspensión del 04 al 29 de mayo 
de 2020, indicó que, con base a la Regla 13.3, se 
adicionaron 26 días al plazo para la conclusión del 
procedimiento de fiscalización, derivado de la emer-
gencia sanitaria ocasionada por la pandemia de 
SARS-CoV2 (COVID-19). De tal forma, que dicha nor-
ma tuvo la finalidad de mitigar la propagación del 
virus, por tanto, proteger la salud y vida de las per-
sonas, tanto de los servidores públicos como de los 
particulares; cuestión que es de interés público.

	En atención a lo anterior, consideró inadmisible que 
la recurrente estime que la regla no era aplicable al 
procedimiento de fiscalización que se le siguió, ya 
que la suspensión no atendió a una cuestión arbi-
traria por parte de la autoridad sino a una causa de 
interés social.

Aunado a que a la contribuyente se le efectuó una vi-
sita domiciliaria, por lo que, para su desarrollo eviden-
temente tenía que acudir físicamente el personal de la 
autoridad a su domicilio, por lo que, la suspensión del 
plazo, en términos de la regla, era procedente.

Bajo ese contexto, es claro que la autoridad demanda-
da estimó que no era posible analizar la legalidad de la 
Regla 13.3 de la Primera Resolución de Modificaciones a 
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la Resolución Miscelánea Fiscal para 2020 [que se trans-
cribirá más adelante], por lo que declaró inoperantes los 
argumentos de la actora en ese sentido, a la vez que de-
terminó legal la resolución determinante por ser aplica-
ble la suspensión del plazo en que debía culminarse el 
procedimiento de fiscalización.

En atención a lo anterior, con la finalidad de determinar 
si la autoridad estaba en aptitud de analizar la legalidad 
de la regla controvertida por la actora y con ello, atender 
al primer punto de la litis fijada con antelación, es nece-
sario tener en cuenta lo dispuesto por los artículos 116 y 
117, del Código Fiscal de la Federación:

[N.E. Se omite transcripción]

Los preceptos legales en cita, establecen la proceden-
cia del recurso de revocación, el cual puede interponerse 
en contra de actos administrativos definitivos dictados en 
materia fiscal, como son, aquellos que determinen con-
tribuciones, accesorios o aprovechamientos, nieguen su 
devolución o dicten las autoridades aduaneras, entre 
otros.

Sin embargo, el legislador no estableció la proce-
dencia de ese medio de defensa para el caso de actos 
administrativos de carácter general, como es el caso de 
la Regla 13.3 de la Primera Resolución de Modificaciones 
a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2020.
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Entonces, se concluye que en sede administrativa, 
no puede analizarse la legalidad de ese tipo de actos, 
puesto que dicha instancia no fue instituida para contro-
vertir normas de carácter general, como es el caso, ya 
que de haber sido la intención del legislador, así lo habría 
señalado expresamente, como sí se hizo en el caso del 
juicio contencioso administrativo federal, en términos 
del artículo 2°, segundo párrafo, de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo y 3°, fracción I, de 
la Ley Orgánica de este Tribunal, que disponen:

[N.E. Se omite transcripción]

La transcripción anterior deja en evidencia que, a di-
ferencia del recurso de revocación, en el juicio conten-
cioso, el legislador dispuso expresamente la posibilidad 
de controvertir normas administrativas generales, sean 
autoaplicativas o en unión al primer acto de aplicación.

En consecuencia, al no haberse previsto aquel medio 
de defensa para analizar la legalidad de ese tipo de actos, 
la autoridad demandada no estaba facultada para llevar 
a cabo el análisis propuesto por la entonces recurrente, 
ya que no podría revocar un acto respecto del cual no es 
procedente la instancia recursiva.

Con lo anterior, no se soslaya que la promovente no 
señaló como acto recurrido destacado la Regla 13.3 de 
la Primera Resolución de Modificaciones a la Resolu-
ción Miscelánea Fiscal para 2020; sin embargo, al haber 
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formulado agravio en su contra, la autoridad tenía la obliga-
ción de atender su planteamiento, pero como ha quedado 
evidenciado, en aquella instancia no es legalmente posi-
ble resolver respecto a la legalidad de ese tipo de actos.

Por lo tanto, en opinión de este Pleno Jurisdiccional, 
fue ajustado a derecho que la autoridad demandada de-
clarara inoperantes los argumentos formulados por la 
entonces promovente, puesto que en el recurso de re-
vocación no es procedente el análisis de legalidad de 
la regla antes referida; conclusión con la que se atiende 
el primer punto de litis.

Con la determinación anterior no se soslaya lo argu-
mentado por la actora respecto a que fue ilegal que la 
autoridad estimara inoperante su planteamiento, pues 
conforme al artículo 1º constitucional, se deben privile-
giar los derechos humanos e inaplicar las normas que las 
vulneren, aunado a que la materia fiscal se rige conforme 
al principio de legalidad, por lo que, si la regla en cues-
tión sustentó el procedimiento del que derivó la resolu-
ción inicialmente recurrida, es evidente que esta última 
es fruto de un acto viciado.

La manifestación anterior deviene infundada.

Si bien es cierto los artículos 1° y 17, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 
diverso 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, reconocen el derecho de acceso a la imparti-
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ción de justicia, y conforme a la reforma del primero de 
los numerales de referencia de 10 de junio del 2011, ope-
ró un cambio en el sistema jurídico mexicano en relación 
a los tratados de derechos humanos, así como a la inter-
pretación más favorable a la persona al orden consti-
tucional (principio pro persona o pro homine); esto no 
implica dejar de llevar a cabo las atribuciones y faculta-
des de impartir justicia en la forma en que se hacía con 
anterioridad a la citada reforma.

Sino únicamente a que si en los instrumentos inter-
nacionales existe una protección más benéfica para la 
persona respecto de la institución jurídica que se analice, 
ésta se aplique, pero sin que tal circunstancia signifique 
que dejen de observarse los diversos principios consti-
tucionales y legales que rigen su función jurisdiccional, 
como son el de legalidad, igualdad, seguridad jurídica 
y debido proceso previstos en los diversos preceptos 14 y 
16, de la propia Constitución Federal.

Cobra aplicación la tesis número 2a. LXXXII/2012 
(10a.), sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro 2002179, 
Décima Época, Libro XIV, Noviembre de 2012, Tomo II, pá-
gina 1587, que a la letra dice:

“PRINCIPIO PRO PERSONA O PRO HOMINE. FORMA 
EN QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIO-
NALES DEBEN DESEMPEÑAR SUS ATRIBUCIONES Y 
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FACULTADES A PARTIR DE LA REFORMA AL ARTÍCU-
LO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Entonces, la aplicación del principio pro persona no 
podría llevarse al extremo de eludir los requisitos de pro-
cedibilidad de las acciones [en este caso, del recurso de 
revocación], o conferirle la razón cuando no le asiste, tal 
como se ha expuesto.

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia VI.3o.A. J/2 
(10a.), del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, 
Tomo II, página 1241, la cual se transcribe a continuación:

“PRINCIPIO PRO HOMINE Y CONTROL DE CONVEN-
CIONALIDAD. SU APLICACIÓN NO IMPLICA EL DES-
CONOCIMIENTO DE LOS PRESUPUESTOS FORMALES 
Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA 
DE LAS ACCIONES.” [N.E. Se omite transcripción]

También es aplicable a lo anterior, la jurisprudencia 
1a./J. 104/2013, emanada de la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, Libro XXV, Octubre 
de 2013, Tomo II, página 906, cuyo rubro y texto señalan:
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“PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NE-
CESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEA-
DOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE 
CONFORME A SUS PRETENSIONES.” [N.E. Se omite 
transcripción]

Ahora bien, para dar respuesta al segundo punto de 
controversia, se indica que en la demanda que dio ori-
gen al presente asunto, la actora tampoco señaló como 
acto impugnado en forma destacada la Regla 13.3 de la 
Primera Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2020, pero solicitó expresamen-
te que se tuviera por formulado el segundo agravio del 
recurso de revocación, como si a la letra se insertara; es 
decir, en este juicio, reitera el planteamiento en contra de 
la legalidad de la citada norma administrativa de carácter 
general.

Entonces, ya que el juicio contencioso administrativo 
procede en contra de normas administrativas generales, 
sean autoaplicativas o en unión al primer acto de apli-
cación, aunado a que la regla administrativa impugnada 
fue citada en el acto inicialmente recurrido para justificar 
la suspensión del procedimiento de fiscalización, se es-
tima que SÍ es procedente el análisis de legalidad por 
parte de este Pleno Jurisdiccional, como parte de la 
fundamentación de la resolución materia de juicio.

Así es, aún cuando la Regla 13.3 de la Primera Reso-
lución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
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Fiscal para 2020, no haya sido controvertida como acto 
destacado, la accionante busca demostrar la ilegalidad 
de la resolución en que fue aplicada, controvirtiendo sus 
fundamentos jurídicos; entonces, dado que la pretensión 
del accionante no es la insubsistencia jurídica de la regla, 
sino únicamente de su acto de aplicación, se procede al 
estudio de su legalidad como parte de la fundamenta-
ción.

Sirve de sustento a la conclusión anterior, el prece-
dente VII-P-2aS-864, de la Segunda Sección de esta Sala 
Superior, publicado en la Revista de este Tribunal, Sépti-
ma Época, Año V, No. 53, Diciembre 2015, página 444, del 
rubro y texto siguientes:

“EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE ILEGALIDAD DEL 
ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL, 
CUANDO ES APLICADO COMO PARTE DE LA FUN-
DAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO CONCRE-
TO IMPUGNADO.- Esta Sección ha sostenido que un 
acto de carácter general se puede cuestionar en el 
juicio contencioso administrativo federal que se sigue 
ante este Tribunal, en dos formas: a) como acto des-
tacado y b) como parte de la fundamentación y mo-
tivación del acto concreto de aplicación. Así, en esta 
segunda hipótesis se busca demostrar la ilegalidad de 
la resolución en que fue aplicado, controvirtiendo sus 
fundamentos jurídicos, empero la pretensión del accio-
nante no es la insubsistencia jurídica del fundamento 
cuestionado, sino únicamente de su acto de aplica-
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ción; luego entonces, de ser fundados los argumentos 
correspondientes, su único efecto será la declaratoria 
de ilegalidad del acto o resolución de carácter gene-
ral, pero no su nulidad; sin embargo, la ilegalidad en 
comento sí deberá verse reflejada respecto del acto 
de aplicación, lo que provocará a su vez la ilegalidad de 
este último y consecuentemente su nulidad, por en-
contrarse indebidamente fundado y motivado en una 
actuación contraria a derecho.”

En ese sentido, se procede a atender los plantea-
mientos que la accionante formuló en contra de la le-
galidad de la resolución administrativa general antes 
aludida; argumentos que, a juicio de este Pleno, devie-
nen infundados.

[…]

DÉCIMO.- […]

C) RESOLUCIÓN DEL PLENO JURISDICCIONAL.

Con base en lo anterior, la litis se circunscribe a de-
terminar si el derecho de condonación de multas a que 
alude el artículo 69-G del Código Fiscal de la Federación, 
está condicionado a que se ejerza durante la solicitud de 
acuerdo conclusivo; y si conforme a la Regla 2.12.9 de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2020, el mismo debe 
hacerse del conocimiento del contribuyente.
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A juicio de este Pleno Jurisdiccional, los argumentos 
de la actora son PARCIALMENTE FUNDADOS porque el 
ejercicio del derecho a la condonación del 100% de las 
multas surge al suscribir el acuerdo conclusivo, de con-
formidad con el artículo 69-G del Código Fiscal de la 
Federación; por otra parte, los agravios son INFUNDA-
DOS, porque la adopción del acuerdo conclusivo efec-
tuado por la particular no tuvo como objeto la corrección 
de la situación fiscal de la empresa; por ende, no se ac-
tualizó el supuesto de condonación de las multas.

En primer término, es conveniente precisar que el 1° 
de enero de 2014, entró en vigor en nuestra legislación 
fiscal la figura de los acuerdos conclusivos, mediante la 
adición del Capítulo II, en el Título III, del Código Fiscal 
de la Federación, con el propósito de crear mecanismos 
accesibles, de bajo costo, que simplifiquen el pago de 
impuestos, esto es, un nuevo procedimiento que ofrece 
facilidades a los contribuyentes para modificar su situa-
ción fiscal durante el ejercicio de las facultades de com-
probación.

En ese contexto, los acuerdos conclusivos se instau-
raron como un medio alternativo para resolver de forma 
anticipada y consensuada los diferendos que surjan en-
tre las autoridades y los contribuyentes durante el proce-
dimiento fiscalizador, o bien, para regularizar la situación 
fiscal de estos últimos.
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Ahora bien, considerando que un acuerdo conclusivo 
tiene por objeto brindar facilidades a los contribuyentes 
para el debido cumplimiento de sus obligaciones fiscales, 
en el artículo 69-G del Código Fiscal de la Federación, 
vigente al momento de la celebración del convenio, se 
dispuso como beneficio para la suscripción del mismo, la 
condonación de multas, en los siguientes términos:

[N.E. Se omite transcripción]

Del anterior precepto se razona que la persona que 
posee el carácter de tributario, al suscribir un acuerdo 
conclusivo obtendrá como beneficio por única ocasión, 
la condonación del 100% de las multas; por otra parte, la 
autoridad fiscal emitirá la resolución correspondiente, to-
mando en consideración lo convenido en el acuerdo de 
mérito.

Al respecto, resulta indispensable traer a sentencia, la 
exposición de motivos de la reforma fiscal donde se adi-
cionaron dichas disposiciones, de donde se advierten los 
siguientes planteamientos:

[N.E. Se omite transcripción]

De la transcripción previamente realizada, se despren-
de que la iniciativa de reforma de ─entre otras─, diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación para el 
año 2013, propuso medidas para implementar regímenes 
que permitan a los ciudadanos contribuir al gasto público 
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de una manera rápida y práctica; con el objetivo de moti-
var a los contribuyentes a cubrir sus tributos mediante el 
uso de herramientas sencillas, que no impliquen cumplir 
con múltiples obligaciones formales.

En ese sentido, con las reformas planteadas se privi-
legia el mecanismo alterno de solución de conflictos en 
materia fiscal, de tal modo que, tanto el contribuyente y 
la autoridad fiscal puedan llegar a un acuerdo que sa-
tisfaga los intereses de todos los intervinientes y de la 
sociedad en general.

Lo anterior pone de relieve que, las disposiciones fis-
cales promueven la incorporación de los ciudadanos 
al padrón tributario, garantizándoles a los contribuyen-
tes que ya se encuentran inscritos y que son objeto de 
auditorías, la posibilidad de regularizarse de manera 
definitiva, mediante un acuerdo previo con la autoridad 
fiscal que los autorice para corregir su situación fiscal, 
evitando formalidades y obteniendo beneficios que les 
permita regular su actividad productiva; o bien, gocen 
de la posibilidad de resolver un conflicto con la auto-
ridad fiscalizadora, en un plano paralelo a la tutela ju-
dicial.

Tiene aplicación la tesis XXII.P.A.21 A (10a.), emitida por 
el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Vigésimo Segundo Circuito, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 57, Agosto de 
2018, Tomo III, página 2583:
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“ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA TRIBUTA-
RIA. EL ARTÍCULO 69-C DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE LOS REGULA, RESPETA EL DERE-
CHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA.”

En el caso, el 11 de agosto de 2020 la autoridad fis-
calizadora levantó el acta final derivada de la orden 
de revisión número IDDTI00017/18, en la cual se con-
signaron hechos u omisiones que pudieran entrañar 
el incumplimiento de obligaciones fiscales; por lo que, 
mediante escritos presentados el 21 de agosto y 03 de 
septiembre de 2020, la parte actora solicitó ante la Pro-
curaduría de la Defensa del Contribuyente, la adopción 
de un acuerdo conclusivo de conformidad con el artículo 
69-C del Código Fiscal de la Federación.

Ulteriormente, una vez desahogado el procedimiento 
de tramitación de acuerdo conclusivo, el 12 de febrero de 
2021 en la Ciudad de México, se firmó por todas las partes 
que intervinieron el citado acuerdo, el cual se digitaliza 
en su parte conducente:

[N.E. Se omiten imágenes]

De las imágenes, se infiere que la Administración Des-
concentrada de Auditoría Fiscal del Distrito Federal “1” 
del Servicio de Administración Tributaria, en su carácter de 
autoridad revisora, ********** en representación legal de la 
persona moral denominada ********** y la Procuraduría de 
la Defensa del Contribuyente (PRODECON), en su carác-
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ter de intermediaria, suscribieron un acuerdo conclusi-
vo respecto de los hechos u omisiones consignados en 
el procedimiento de revisión iniciado al amparo de la or-
den de visita domiciliaria número IDD1100017/18.

Asimismo, en la cláusula tercera de la sección deno-
minada “Del contribuyente”, se declaró que es la primera 
vez que la contribuyente solicita ante la PRODECON la 
adopción de un acuerdo conclusivo respecto de los ac-
tos de comprobación practicados por la autoridad fisca-
lizadora.

Por otra parte, en el apartado nombrado “Cláusulas” 
se advierte que se plasman las partidas respecto de las 
cuales las partes sí alcanzaron un consenso, de confor-
midad con el artículo 103 de los Lineamientos de la Pro-
curaduría de la Defensa del Contribuyente, que son del 
tenor siguiente:

[N.E. Se omite cuadro]

Además, la autoridad revisora aceptó en la cláusula 
sexta que cualquier resolución que se llegará a emitir y 
notificar al contribuyente como sujeto directo y retene-
dor por concepto de impuesto sobre la renta e impuesto 
al valor agregado por el ejercicio fiscal 2014, deberá ex-
cluir las partidas por las cuales sí se llegó al consenso.

Luego en la Cláusula Octava, se precisó que la contri-
buyente tiene derecho a interponer medio de defensa en 
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contra de las partidas por las cuales no se alcanzó consen-
so entre las partes, así como las que no solicitó la adopción 
de un acuerdo conclusivo; por lo tanto, no se modifica en 
nada la situación jurídica que prevalecía respecto de los 
impuestos y ejercicio fiscal antes mencionados.

Finalmente, en la Cláusula Novena del acuerdo conclu-
sivo se señaló que la contribuyente no ejerció el derecho 
a la condonación del 100% de las multas que le conce-
de el artículo 69-G del Código Fiscal de la Federación.

Como se adelantó, son parcialmente fundados los 
razonamientos de la accionante, en el sentido de que el 
derecho a la condonación (actualmente reducción) del 
100% de las multas surge una vez suscrito el acuerdo 
conclusivo, tal como lo dispone el artículo 69-G del Có-
digo Fiscal de la Federación que se transcribió en pági-
nas previas; por lo que, contrario a lo argumentado por la 
enjuiciada, dicha prerrogativa no está condicionada a que 
la parte actora haya solicitado o no, tal beneficio.

Empero, como se expuso anteriormente, la intención 
del legislador al crear las disposiciones fiscales que regu-
lan los acuerdos conclusivos ─—entre las que destaca el 
referido precepto 69-G─—, fue implementar un mecanis-
mo alternativo de solución de controversias que brinde 
facilidades a los contribuyentes para el debido cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, las cuales tienen por 
objeto dos distintas vertientes, a saber:
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1. Que se impele la corrección de la situación fiscal 
del contribuyente obteniendo como beneficio la con-
donación del 100% de las multas, con el propósito de 
incentivar la regularización del mismo; o bien,

2. La resolución rápida y sencilla de los diferendos que 
puedan surgir con el fisco durante el desarrollo de las fa-
cultades de comprobación, con el beneficio de eximir 
a los contribuyentes de mayores formalismos que 
implica el desarrollo del procedimiento adversarial, 
ya que presupone la voluntad auténtica de las partes, 
para buscar una solución consensuada y anticipada 
al desacuerdo sobre la calificación de hechos u omi-
siones que puedan entrañar incumplimiento de las 
disposiciones fiscales.

Por consiguiente, si bien en la Cláusula Novena se se-
ñaló que la parte actora no ejerció el derecho a la con-
donación de multas, dicha circunstancia se debe a que 
la naturaleza del acuerdo que se suscribió no tuvo como 
consecuencia dicho beneficio (como se explicará a con-
tinuación), y no por el hecho de que la demandante no 
haya solicitado la referida reducción, como lo afirma la 
autoridad demandada.

Al respecto, del escrito presentado ante la Procuraduría 
de la Defensa del Contribuyente el 03 de septiembre de 
2020, se observa que la promovente solicitó la adopción 
del acuerdo conclusivo con el propósito de desvirtuar 
diversos montos por concepto de ingresos acumula-
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bles conocidos, determinados por la autoridad fiscal, da-
dos a conocer en el acta final de 11 de agosto de 2020, de 
los cuales manifestó, no podían ser considerados como 
entradas de efectivo, ya que los mismos correspondían a 
devoluciones o cancelaciones de transferencias SPEI, así 
como cancelación de cheques certificados, en los térmi-
nos que siguen:

[N.E. Se omiten imágenes]

Del análisis realizado al escrito antes inserto, se razona 
que el objeto por el cual la parte actora suscribió el acuer-
do conclusivo con la autoridad fiscalizadora, fue aclarar 
ciertos hechos y omisiones que se dieron a conocer me-
diante el acta final de 11 de agosto de 2020; es decir, optó 
por una herramienta rápida y sencilla para resolver las 
discrepancias por concepto de ingresos acumulables 
que fueron determinados por la enjuiciada, obteniendo 
como beneficio la oportunidad de desvirtuar la califi-
cación de hechos no apegadas a derecho, antes de la 
determinación del crédito fiscal.

De donde se concluye, que al no haber tenido por ob-
jeto para la adopción del acuerdo conclusivo, la correc-
ción de la situación fiscal de la empresa hoy actora (sino 
resolver las desavenencias que, durante el desarrollo de 
la visita domiciliaria surgieron), no se configuró el su-
puesto de la condonación del 100% de las multas, aún 
y cuando fue la primera ocasión en que la demandante 
suscribía un acuerdo conclusivo; pues se reitera, este 
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beneficio —─según la exposición de motivos de la reforma 
a dicha disposición fiscal─—, surge para incentivar la re-
gularización de los contribuyentes, lo que en la especie 
no aconteció; de ahí que en la Cláusula Novena se preci-
só que la accionante no ejercía tal derecho.

Es conveniente señalar que existen supuestos ─—como 
en el presente asunto—─, en los que el contribuyente sus-
cribe su primer acuerdo conclusivo, sin gozar del bene-
ficio de la condonación de multas, como es el caso de 
cuando  se aclaran todos los hechos u omisiones con-
signados en la revisión fiscal, o el pago de las multas es 
efectuado por los contribuyentes antes de la suscripción 
del acuerdo; por tal motivo, se precisa que en atención 
al artículo 1° constitucional y 69-G del Código Fiscal de la 
Federación, queda expedito el derecho de la parte ac-
tora para que al solicitar un nuevo acuerdo conclusivo 
y se dé la hipótesis que configure tal beneficio, obten-
ga la reducción de multas al 100%.

En ese mismo sentido, en el Capítulo denominado “Del 
procedimiento para la adopción del acuerdo conclusivo”, 
de los Lineamientos de la Procuraduría de la Defensa del 
Consumidor, específicamente en el último párrafo del ar-
tículo 99, se prevé lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De donde se sigue que, las normas que regulan los 
acuerdos conclusivos, disponen expresamente que en 
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los casos en los que el contribuyente esté de acuerdo 
con los hechos u omisiones calificados por la autoridad 
revisora y manifieste que es su voluntad regularizar su 
situación fiscal, es decir, acepte la oportunidad que otor-
ga la autoridad para pagar de manera accesible la deuda 
que tiene con el fisco, el contribuyente obtendrá de ma-
nera automática la condonación de las multas impuestas.

Aunado a lo antes analizado, de la lectura que se reali-
ce al acuerdo materia de estudio, se podrá constatar que 
durante su tramitación, la parte actora únicamente logró 
desvirtuar una parte de los montos correspondientes a 
las siguientes partidas:

Impuesto Sobre la Renta Parte desvirtuada

• Ingresos presuntos por depósitos bancarios que no co-
rresponden a registros de su contabilidad.................................... $120’345,834.22

• Utilidad presunta............................................................................................. $24’069,166.84

• Pagos provisionales, ingresos presuntos por depósitos 
bancarios que no corresponden a registros de su conta-
bilidad.................................................................................................................... $120’345,834.22

Impuesto al Valor Agregado Parte desvirtuada

•Valor de actos presuntos por depósitos bancarios que no 
corresponden a registros de su contabilidad................................. $120’345,834.22

Lo anterior, en virtud de que la parte actora logró com-
probar con la documentación idónea que dichas canti-
dades no califican como ingresos acumulables omitidos, 
utilidad presunta, ingresos nominales omitidos o como 
valor de actos o actividades gravadas a tasa del 16% omi-
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tido en términos de lo dispuesto en la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, vigente en el ejercicio revisado, res-
pectivamente.

Por tal motivo, en la cláusula “sexta” del acuerdo de 12 
de febrero de 2021, se precisó que la autoridad fiscal al 
momento de emitir cualquier resolución que notifique 
al contribuyente como sujeto directo y retenedor en ma-
teria de los impuestos antes señalados, por el ejercicio 
fiscal de 2014, tendría que excluir las partidas y montos 
por los cuales sí se alcanzó consenso; lo cual fue con-
siderado por la demandada, tal y como se corrobora en 
la resolución determinante, que se inserta a continuación 
en la parte que interesa:

─—Oficio 500-71-06-01-01-2021-37893 de 07 
de julio de 2021─—

[N.E. Se omiten imágenes]

En ese sentido, se aprecia que la autoridad fiscal tomó 
en consideración para su resolución que ********** en su 
carácter de liquidador de la persona moral denominada 
**********, presentó escrito ante la Procuraduría de la De-
fensa del Consumidor, a través del cual solicitó la adop-
ción de un acuerdo conclusivo respecto de los hechos y 
omisiones consignados en el acta final de 11 de agosto 
de 2020.
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De ahí que, para la determinación del crédito fiscal li-
quidatario se hayan eliminado los montos desvirtuados 
tanto en el acuerdo conclusivo, como con la documenta-
ción que la parte actora presentó mediante escrito pre-
sentado el 07 de agosto de 2020, dando como resultado 
un remanente de omisiones persistentes que entrañan 
el incumplimiento de obligaciones fiscales.

En ese contexto, por cuanto hace a los montos de 
$1´289,598,038.36, $272´337,175.47, $1´289,598,038.36 y 
$1´289,598,038.36 de las partidas antes descritas, las par-
tes aceptaron y reconocieron que no lograron alcanzar 
consenso necesario que permitiera dar por terminadas 
sus diferencias, a efecto de determinar si los mismos ca-
lifican o no, como lo apunta la autoridad fiscal, debido a 
que la demandante no solicitó acuerdo conclusivo por 
las aludidas cantidades.

Es por ello, que la Administración Desconcentrada 
de Auditoría Fiscal del Distrito Federal “1” del Servicio de 
Administración Tributaria, a través del oficio 500-71-06-
01-01-2021-37893 de 07 de julio de 2021, determinó el 
crédito fiscal a la hoy actora, en los siguientes términos:

[N.E. Se omiten imágenes]

Al mismo tiempo, la enjuiciada determinó imponer a la 
parte actora multas de tracto formal por incumplimiento 
a las disposiciones fiscales aplicables; y de fondo, por la 
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omisión en el entero de contribuciones a los que se en-
cuentra obligada la contribuyente, como sigue:

[N.E. Se omiten imágenes]

De las reproducciones precedentes, se advierte que 
la autoridad revisora determinó multas en cantidad total 
de $300´278,927.27 por los conceptos de: i) La omisión en 
el pago de impuesto sobre la renta de personas morales 
por el ejercicio fiscal de 2014 e impuesto al valor agregado 
por los meses de enero a diciembre del mismo año; ii) 
No efectuar en términos de las disposiciones fiscales los 
pagos provisionales de impuesto sobre la renta corres-
pondientes a los meses de enero a diciembre de 2014; y, 
iii) Por presentar las declaraciones por el mismo periodo, 
en forma distinta a lo que establece la Ley de Impuesto 
al Valor Agregado.

Por lo anterior, se concluye que si bien las multas 
que determinó la autoridad demandada tomaron como 
base para su imposición, los actos y omisiones detecta-
das durante la visita domiciliaria, lo cierto es que dichas 
cantidades excluyeron los montos desvirtuados por la 
accionante durante el procedimiento del acuerdo con-
clusivo, puesto que como quedó evidenciado en párra-
fos previos, la hoy actora únicamente solicitó la adopción 
del aludido acuerdo respecto de ciertos montos de las 
partidas correspondientes a ingresos presuntos acumu-
lables; por lo que, en la cláusula octava se precisó que no 
se modificaba la situación fiscal de la contribuyente que 
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prevalecía respecto a las partidas por las cuales no se 
solicitó el convenio.

En ese orden de ideas, se convino en la Cláusula Oc-
tava, que la suscripción del multicitado acuerdo no im-
pedía, limitaba o afectaba el derecho de la contribuyente 
para interponer medio de defensa en contra de la reso-
lución que se emitiera en materia de impuesto sobre la 
renta e impuesto al valor agregado por el ejercicio fiscal 
2014, por las partidas en las cuales no se logró consen-
so entre las partes, así como de las que no se solicitó 
la adopción de un acuerdo; derecho que ejerció la parte 
actora al promover el presente juicio, en el que se analizó 
a la luz de los conceptos de impugnación vertidos por 
la promovente, la legalidad tanto de las observaciones 
detectadas durante la visita domiciliaria por la autoridad 
revisora, como de la fundamentación y motivación de las 
multas impuestas por la misma.

Por las consideraciones anteriores, aún cuando la par-
te demandante suscribió por primera vez un acuerdo 
conclusivo con la autoridad, por lo que en términos del 
artículo 69-G del referido Código, tendría derecho a la 
condonación del 100% de las multas; lo cierto es que, en 
primer término, dicho beneficio no está condicionado a 
que la accionante solicite expresamente la aplicación del 
derecho que obtuvo al suscribir el acuerdo en comento; 
en segundo término, porque la naturaleza del convenio 
adoptado no tuvo como objeto la regularización de la 
contribuyente y por ende, el beneficio de la reducción; y, 
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en tercer lugar, dado que la actora no logró desvirtuar la 
totalidad de las observaciones detectadas durante la visi-
ta domiciliaria; por lo que, la imposición de multas deriva 
del incumplimiento a las disposiciones fiscales aplicables, 
así como por la omisión en el entero de contribuciones 
a los que se encuentra obligada la contribuyente, de 
las cuales se excluyeron los montos correspondientes 
a las partidas por las cuales se suscribió el acuerdo con-
clusivo y las partes sí alcanzaron el consenso.

Finalmente, a juicio de este Pleno Jurisdiccional re-
sulta infundado el argumento en el que la actora señaló 
que se debe cumplir con la Regla 2.12.9 de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2020, pero en la especie no le fue 
señalado el derecho de condonación de multas.

Al respecto, cabe resaltar que el artículo 69-G del 
Código Fiscal de la Federación —previamente transcri-
to— dispone que el contribuyente al suscribir un acuerdo 
conclusivo obtendrá como beneficio por única ocasión, 
la condonación del 100% de las multas.

En relación con lo anterior, la Regla 2.12.9 de la Resolu-
ción Miscelánea Fiscal para 2020, señala:

[N.E. Se omite transcripción]

La regla transcrita, entre otras cuestiones, establece 
la obligación de las autoridades fiscales de informar a los 
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contribuyentes el derecho que tienen a promover una 
solicitud de acuerdo conclusivo.

En ese sentido, ni la regla antes citada, ni el artículo 
69-G del Código Fiscal de la Federación, establecen la 
obligación de hacer del conocimiento de los contribu-
yentes el derecho a la condonación de multas que se 
puede obtener al suscribir un acuerdo conclusivo, de ahí 
lo infundado del argumento en estudio.

Aunado a lo anterior, como fue analizado en el pre-
sente considerando, en la especie no se configuró el su-
puesto de la condonación del 100% de las multas, debido 
a que la adopción del acuerdo conclusivo no tuvo por 
objeto la corrección de la situación fiscal de la empresa 
hoy actora (sino resolver las desavenencias que, durante 
el desarrollo de la visita domiciliaria surgieron), quedan-
do expedito su derecho para que al solicitar un nuevo 
acuerdo conclusivo en el que se dé la hipótesis que con-
figure tal beneficio, obtenga la reducción de multas.

[…]

En mérito de lo expuesto y con fundamento en los 
artículos 17, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, 8, 9, aplicados a con-
trario sensu, 49, 50, y 52, fracción I, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, este Pleno 
Jurisdiccional
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R E S U E L V E :

I. Se configuró la confirmativa ficta impugnada por la 
parte actora.

II. Resultó infundada la causal de improcedencia y so-
breseimiento hecha valer por la autoridad demandada; 
en consecuencia:

III. No es de sobreseerse, ni se sobresee el presente 
juicio.

IV. La actora no acreditó su pretensión, por lo que, se 
reconoce la validez de la resolución impugnada y de la 
originalmente recurrida, las cuales fueron descritas en el 
Resultando 1° de la presente sentencia.

V. NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Su-
perior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
con fundamento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 
y Séptimo Transitorio del Reglamento Interior del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio de 2020, 
en sesión celebrada en forma presencial y transmiti-
da por medios electrónicos al público en general el 31 
de enero de 2024, por unanimidad de 9 votos a favor de 
la ponencia de los CC. Magistrados Víctor Martín Ordu-
ña Muñoz, Rafael Anzures Uribe, Carlos Chaurand Arzate, 
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Julián Alfonso Olivas Ugalde, Mtra. Luz María Anaya Do-
mínguez, Mtro. Rafael Estrada Sámano, Dra. Magda Zule-
ma Mosri Gutiérrez, Dr. Carlos Mena Adame y Guillermo 
Valls Esponda.

Fue ponente en el presente asunto el C. Magistrado Dr. 
Carlos Mena Adame, cuya ponencia fue aprobada.

Se elaboró el presente engrose el día 02 de febrero 
de 2024 y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 54, fracción VI y 56, fracción III de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Ma-
gistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, ante la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 113, fracciones I y III 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 3, 
fracción IX de la Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos Obligados, así como el Trigésimo Octavo, fracciones I 
y II, de los Lineamientos Generales en materia de clasificación y descla-
sificación de la información, así como para la elaboración de versiones 
públicas, fue suprimido de esta versión pública, la denominación de la 
parte actora y el nombre del representante legal, información considera-
da legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 
supuestos normativos.
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PRIMERA SECCIÓN

TRATADOS DE LIBRE COMERCIO

IX-P-1aS-177

BENEFICIOS EMPRESARIALES.- SU CONCEPTO PARA 
LOS EFECTOS DEL ARTÍCULO 7° DEL CONVENIO ENTRE 
EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL 
GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA 
EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN E IMPEDIR LA EVASIÓN 
FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- El 
Tratado entre los Gobiernos de los Estados Unidos Mexi-
canos y de los Estados Unidos de América para Evitar la 
Doble Imposición e Impedir la Evasión Fiscal en Materia de 
Impuesto sobre la Renta se celebró de conformidad con el 
Modelo de convenio para evitar la doble imposición e im-
pedir la evasión fiscal de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico, documento, que al igual 
que el Tratado no definen lo que debe entenderse por be-
neficio empresarial. Sin embargo, el artículo 3°, punto 2 de 
este último, señala que para la aplicación del Convenio por 
un Estado Contratante, cualquier expresión no definida en 
el mismo, tendrá, el significado que se le atribuya por la le-
gislación de este Estado relativa a los impuestos que son 
objeto del Convenio, a menos que de su contexto se infiera 
una interpretación diferente. De este modo para determi-
nar qué debe entenderse por beneficio empresarial, debe 
acudirse a la definición de actividades empresariales que 
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prevé el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación y 
a lo dispuesto en el artículo 75 del Código de Comercio, 
por remisión expresa de aquel a las leyes federales para 
definir lo que es una actividad comercial. Sin embargo, aun 
cuando de conformidad con las normas referidas parecería 
que para el sistema impositivo mexicano, la actividad em-
presarial abarcara toda la actividad lícita de la que se puede 
obtener un ingreso, no puede considerarse que el ingre-
so proveniente de todas las actividades deba considerarse 
automáticamente beneficio empresarial para efectos del 
Convenio, pues este, a lo largo de su articulado, regula los 
diversos ingresos que se pueden obtener, señalando, en 
cada caso, el tratamiento que deben tener, siendo los be-
neficios empresariales solo uno de los múltiples conceptos. 
Esto es, no puede concluirse que todo ingreso derivado de 
la realización de una actividad empresarial lícita pueda con-
siderarse beneficio empresarial para los efectos del Trata-
do, pues el fruto de tales actividades, dependiendo de cual 
se realice, dará lugar a distintos regímenes como: ventas 
inmobiliarias, dividendos, intereses, regalías, etcétera, que 
tienen un tratamiento especial en los distintos artículos del 
Tratado. En vista de lo anterior y dado que el convenio define 
con mayor o menor grado de claridad todos los conceptos 
de renta que regula, salvo el de beneficios empresariales, 
se puede afirmar que el artículo 7° de tal instrumento jurídi-
co comprende a las rentas que, derivadas de una actividad 
empresarial, no se encuentran incluidas en alguno de los 
otros artículos que se refieren a rentas especiales.
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PRECEDENTES:

V-P-1aS-157
Juicio No. 1974/00-10-01-5/1120/02-S1-04-02.- Resuelto 
por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 4 de 
febrero de 2003, por mayoría de 3 votos a favor y 1 con los 
puntos resolutivos.- Magistrado Ponente: Jorge A. García 
Cáceres.- Secretario: Lic. Ricardo Arteaga Magallón.
(Tesis aprobada en sesión de 19 de agosto de 2003)
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año III. Tomo I. No. 36. Diciembre 2003. 
p. 352

VIII-P-1aS-831
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1601/18-04-01- 
1-OT/534/19-S1-01-02.- Resuelto por la Primera Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 18 de mayo de 2021, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel 
Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. Rosa Alejandra 
Bustosoria y Moreno.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de mayo de 2021)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 55. Junio 2021. p. 234

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-1aS-177
Cumplimiento de Ejecutoria del Juicio Contencioso Ad-
ministrativo de Doble Tributación Núm. 1876/13-06-01-
9/1515/14-S1-05-02.- Resuelto por la Primera Sección de 
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la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 2 de julio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Julián Alfonso 
Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Mitzi Palacios Galván.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de julio de 2024)
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SEGUNDA SECCIÓN

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-380

INCIDENTE DE INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE TE-
RRITORIO. RESULTAN INOPERANTES LOS ARGUMEN-
TOS ENCAMINADOS A QUE SE SOBRESEA EL JUICIO, 
POR TRATARSE DE UNA CUESTIÓN AJENA AL INCIDEN-
TE DE MÉRITO.- Los artículos 30 y 39 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, regulan 
el trámite del incidente de incompetencia por razón de 
territorio; al efecto disponen que, cuando una Sala Re-
gional esté conociendo de algún juicio que sea compe-
tencia de otra, sólo la autoridad demandada o el tercero 
interesado podrán acudir ante el Presidente del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, exhibiendo copia cer-
tificada de la demanda y de las constancias que estime 
pertinentes, a fin de que la respectiva Sección de la Sala 
Superior de este Órgano Jurisdiccional determine cuál 
es la Sala Regional competente para conocer del asunto, 
destacándose que el incidente aludido únicamente po-
drá interponerse hasta antes del cierre la instrucción del 
juicio. En ese sentido, la litis a dirimir en un incidente de 
incompetencia por razón de territorio, consiste en deter-
minar si determinada Sala Regional es o no competente 
para conocer del juicio. De modo tal que, los argumentos 
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de la incidentista que pretendan el sobreseimiento del 
juicio, por presunta incompetencia material para conocer 
del mismo, en términos de la fracción II, del artículo 8 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, resultan inoperantes, toda vez que dicha cuestión 
resulta ajena a la materia del incidente de incompetencia 
por razón de territorio.

Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
2073/23-11-02-5/1695/23-S2-10-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 15 de febrero de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosario de 
Jesús Canales Gómez.- Secretario encargado de la ela-
boración de tesis: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)

EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-381

Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
568/24-06-02-8/621/24-S2-10-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 4 de julio de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de julio de 2024)
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C O N S I D E R A N D O :

[…]

SEGUNDO.- PROCEDENCIA DEL INCIDENTE INTER-
PUESTO. Los Magistrados integrantes de esta Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, estiman que resulta PROCEDENTE el 
incidente de incompetencia por razón de territorio que 
nos ocupa, al haberse interpuesto por parte legítima y de 
manera oportuna.

Debe señalarse que el incidente de incompetencia 
por razón de territorio está previsto en el artículo 30 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo y las reglas para su tramitación son las estableci-
das en el último párrafo del diverso numeral 39 de la ley 
procedimental en mención.

Al efecto, es aplicable la jurisprudencia VI-J-2aS-68 
emitida por esta Segunda Sección, cuyo rubro, texto y da-
tos de publicación son los siguientes:

“CONFLICTOS DE COMPETENCIA.- INCIDENTES QUE 
PUEDEN INTERPONERSE PARA RESOLVERLOS Y PRO-
CEDIMIENTO PARA SUBSTANCIARLOS.” [N.E. Se omite 
transcripción consultable en R.T.F.J.F.A. Sexta Época. 
Año IV. No. 43. Julio 2011. p. 16]
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Bajo ese orden de ideas, los artículos 30 y 39 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo dis-
ponen lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De los preceptos legales transcritos, se advierte que en 
caso de que una Sala Regional esté conociendo de algún 
juicio que sea competencia de otra, sólo la autoridad de-
mandada o el tercero interesado podrán acudir ante el 
Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
exhibiendo copia certificada de la demanda y de las cons-
tancias que estime pertinentes, a fin de que la respectiva 
Sección de la Sala Superior de este Órgano Jurisdiccional 
determine cuál es la Sala Regional competente para cono-
cer del asunto. A su vez, se dispone que diversos incidentes 
únicamente pueden interponerse hasta antes de que se 
cierre la instrucción del juicio.

[…]

TERCERO.- […]

C) RESOLUCIÓN DE LA SEGUNDA SECCIÓN 
DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL 

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

Una vez analizadas las manifestaciones vertidas por la 
autoridad incidentista, este Órgano Colegiado estima que 
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es INFUNDADO el incidente de incompetencia que nos 
ocupa, conforme a las siguientes consideraciones:

Inicialmente, es pertinente precisar que la litis a diri-
mir en la presente resolución, consiste en determinar si la 
Segunda Sala Regional Norte-Este del Estado de México 
de este Tribunal, es competente o no para seguir cono-
ciendo del juicio radicado con el expediente 2073/23-11-
02-5.

Para ello, debe partirse del hecho de que la compe-
tencia territorial de las Salas Regionales que integran este 
Tribunal se analiza a la luz de las disposiciones legales 
vigentes en la fecha en que se presentó la demanda, al 
ser ese el momento en que se fija.

[…]

Finalmente, se califican como inoperantes los argu-
mentos hechos valer en el inciso c), del oficio de recla-
mación, ya que, se encuentran relacionados a decretar 
el sobreseimiento del juicio, por presunta incompetencia 
material para conocer del juicio, en términos de la frac-
ción II, del artículo 8 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, cuestión que, resulta ajena a 
la materia de un incidente de incompetencia territorial, 
que es lo que efectivamente se actualiza y resuelve en el 
presente juicio.

[…]
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En mérito de lo expuesto y con fundamento en los 
artículos 18, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, y 30, 39 último párrafo, 
58-1 y 58-7 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo; y 334 del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles, de aplicación supletoria, esta Sección.

R E S U E L V E :

I.- Ha resultado procedente pero infundado el incidente 
de incompetencia por razón de territorio, planteado por la 
autoridad demandada.

II.- Se devuelven los autos del juicio a la Segunda Sala 
Regional Norte-Este del Estado de México, con sede en 
Tlalnepantla, Estado de México de este Tribunal, con co-
pia certificada del presente fallo, para que siga conociendo 
de la substanciación del mismo y, en su oportunidad, dicte 
la sentencia que conforme a derecho corresponda.

III.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de conformidad 
con los artículos 11, fracciones I y II, y 93, del Reglamento 
Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio de 
2020, en sesión celebrada de manera presencial y transmi-
tida por medios electrónicos al público en general el 15 de 
febrero de 2024, por unanimidad de 04 votos a favor de los 
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CC. Magistrados Mtro. Rafael Estrada Sámano, Dra. Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez, Dr. Carlos Mena Adame y Mtra. Luz 
María Anaya Domínguez.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Dr. Car-
los Mena Adame, cuya ponencia fue aprobada.

Se elaboró el presente engrose el 21 de febrero de 2024, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 55, frac-
ción III y 57, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, así como de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 11, fracciones I y II, del Regla-
mento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, publicado el 17 de julio de 2020 en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Firman el Magistrado Ponente Dr. Carlos Mena Adame 
y la Magistrada Mtra. Luz María Anaya Domínguez, Pre-
sidenta de la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante el Licen-
ciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuer-
dos de la Segunda Sección, quien autoriza y da fe.
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-382

AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA VERIFICAR LA PROCE-
DENCIA DE LA DEVOLUCIÓN SOLICITADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERA-
CIÓN. PARA SU LEGALIDAD ES SUFICIENTE CON QUE 
SE DÉ A CONOCER AL CONTRIBUYENTE LA NECESIDAD 
DE REQUERIR INFORMACIÓN A TERCEROS.- El artículo 
22 del Código Fiscal de la Federación que prevé la de-
volución de las cantidades pagadas indebidamente y, 
las que procedan conforme a las leyes fiscales, también 
establece la posibilidad de que las autoridades fisca-
les inicien facultades de comprobación para verificar la 
procedencia de tal devolución. Así, el numeral 22-D del 
citado ordenamiento tributario indica que dichas faculta-
des deberán concluirse en el plazo máximo de noventa 
días; sin embargo, cuando para verificar la procedencia de 
la devolución, la autoridad deba requerir información a 
terceros relacionados con el contribuyente, dicho plazo 
podrá ser ampliado hasta ciento ochenta días contados 
a partir de la fecha en la que se notifique a los contribu-
yentes el inicio de las facultades. De ahí que, es legal la 
ampliación del plazo bajo el citado supuesto, siempre y 
cuando la autoridad haga del conocimiento del contri-
buyente la necesidad de requerir información a terceros 
para verificar la procedencia de la devolución, pues así se 
encuentra previsto en la fracción III del artículo 22-D del 
Código Fiscal de la Federación; sin que la legalidad de la 
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ampliación del plazo se encuentre supeditada a que la 
autoridad le dé a conocer a la contribuyente las actua-
ciones que efectúe con dicho tercero, pues tal requisito 
carece de sustento normativo.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2516/22-11-02-
5/1587/23-S2-06-02.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 11 de abril de 2024, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de 
Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

CUARTO.- […]

En virtud de lo anterior, esta Segunda Sección de la 
Sala Superior se avoca al estudio del concepto de im-
pugnación primero del primer escrito inicial de demanda, 
conforme al cual la actora sostiene que la ampliación del 
plazo para la conclusión de la visita es ilegal pues no bas-
taba con darle a conocer el oficio por el cual le comunicó 
que practicaría una compulsa con una empresa tercera, 
sino que tenía que darle a conocer sus resultados.
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En relación con lo anterior se tiene que la autoridad 
determinó en la resolución impugnada lo siguiente:

	Que el primer agravio resulta completamente in-
fundado e inoperante, debido a que el artículo 22-D, del 
Código Fiscal de la Federación, en relación con el artículo 
42, fracciones II y III del mismo ordenamiento legal, esti-
pulan la facultad de la autoridad para ejercer las faculta-
des de comprobación con el fin de verificar que exista un 
saldo a favor de devolver del contribuyente.

	Que la hoy actora apreció los hechos de manera 
errónea, pues la autoridad se condujo con legalidad al 
momento de ejercer las facultades de comprobación, en 
específico al realizar la visita domiciliaria pues actuó bajo 
lo estipulado por los artículos 22-D y 42 fracción III, del 
Código Fiscal de la Federación, tan es así que del análisis 
que realizó a las documentales de las que se hizo allegar, 
conoció que la autoridad fiscal mediante oficio 500-36-
01-03-02-2021-10630 de 04 de octubre de 2021, le co-
municó de manera personal en fecha 05 de octubre de 
2021, en el cual la hoy actora asentó su firma de manera 
voluntaria expresando así el conocimiento de dicho ofi-
cio, mediante el cual se le informó el inicio y el plazo para 
la conclusión de la visita domiciliaria, así como la visita 
domiciliaria que se le practicaría a un tercero.

	Que por consiguiente fue claro que el dicho de la 
ahora demandante respecto de que no se le informó so-
bre la compulsa realizada a un tercero, resultó ser infun-
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dado, en virtud de que la autoridad le informó en tiempo 
y forma, los motivos y fundamentos por los cuales se de-
terminó que el plazo para realizar la visita domiciliaria se-
ría de 180 días, a razón de que se había iniciado una visita 
domiciliaria a un tercero por el ejercicio de 04 de enero 
de 2017 al 31 de diciembre de 2017, con el objetivo de 
verificar y comprobar las operaciones que en su carácter 
de tercero llevó a cabo con la hoy actora, es así que fue 
infundado su dicho, pues la autoridad sí le informó que el 
plazo de la visita para concluirse sería de 180 días.

	Que aunado a lo anterior, resultó infundado el ar-
gumento de la hoy demandante, puesto que la compulsa 
realizada al tercero relacionado, no se le debía dar infor-
mación alguna, pues son datos que deben proteger por 
ser información de una persona moral ajena, por lo que 
no se debía perder de vista que la autoridad está facul-
tada para revisar y solicitar documentación de los con-
tribuyentes con el fin de allegarse de la documentación 
necesaria para emitir una adecuada resolución respecto 
de la devolución solicitada en el recurso.

	Que si bien la autoridad tiene acceso a información 
delicada de los contribuyentes, también es cierto que la 
autoridad está imposibilitada de divulgar dicha informa-
ción, por tanto es que resultó infundado el argumento 
de la hoy actora ya que no sustentó lo dicho en artículos 
o tesis, ya que la información respecto de la compulsa 
realizada al tercero, únicamente es suficiente que tenga 
conocimiento de a quién se le practicaría la visita domi-
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ciliaria, el periodo a revisar de dicha visita y la razón del 
porqué se revisa a dicho tercero, como en el presente 
caso lo fue el comprobar las operaciones que en su ca-
rácter de tercero llevó a cabo con la ahora demandante, 
por lo que no existió afectación alguna el que no se le 
haya informado de la compulsa realizada al tercero, así 
es que resultó totalmente infundado e inoperante lo ex-
presado por la parte actora.

	Que la autoridad demandada advirtió que la auto-
ridad fiscalizadora realizó de manera legal la visita do-
miciliaria que se trata de desvirtuar, sin embargo, son 
facultades de la autoridad el iniciar una visita domiciliaria 
con la finalidad de determinar si existe un saldo a devol-
ver, lo anterior de conformidad con la jurisprudencia VIII-J-
2aS-78 de rubro: “VISITA DOMICILIARIA. TRATÁNDOSE DE 
UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN LA AUTORIDAD FISCAL 
TIENE ESA FACULTAD PARA COMPROBAR LA EXISTENCIA 
DE LAS OPERACIONES QUE SUSTENTAN LA PETICIÓN”. 

	Que respecto al argumento de la hoy actora en el 
que se refirió al plazo excedido de 180 días hábiles, se es-
timó infundado en virtud de que el conteo realizado por la 
demandante resultó erróneo, pues en ningún momento 
transcurrieron en exceso los 180 días, como lo estipula 
el artículo 22-D, fracción I del Código Fiscal de la Federa-
ción, pues el plazo se inició del 08 de junio de 2021 hasta 
el 15 de marzo de 2022, fecha en la que se concluyó la 
visita domiciliaria practicada.
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	Que si el plazo empezó a correr el 08 de junio de 
2021 y finalizó el conteo hasta el 15 de marzo de 2022, una 
vez quitando los días inhábiles se tuvo que sólo transcu-
rrieron 177 días de los 180 con los que contaba la autori-
dad, lo que fehacientemente demostró que la autoridad 
no se excedió en el plazo de los 180 días que tenía para 
realizar la visita domiciliaria, por tanto fue inoperante e in-
fundado el agravio hecho valer por la hoy actora.

	Que una vez realizado el cálculo y analizado las ac-
tas pertenecientes a la visita domiciliaria es que se de-
terminó que el actuar de la autoridad fiscal se realizó sin 
crear alguna afectación a la parte actora, ya que no se 
excedió el plazo de los 180 días previstos en el artículo 
22-D del Código Fiscal de la Federación, pues únicamen-
te habían transcurrido 177 días hábiles, cuestión que evi-
denció la incorrecta apreciación de los hechos por parte 
de la ahora demandante.

Así, se tiene que la autoridad sí se pronunció respecto 
del primer agravio planteado en el recurso de revoca-
ción, que corresponde a lo planteado en el primer con-
cepto de impugnación de su escrito inicial de demanda; 
respecto del cual esta Segunda Sección se pronunciará 
a continuación:

Al respecto, de las constancias que forman parte del 
juicio que nos ocupa, se desprende que la resolución im-
pugnada tuvo como antecedentes los siguientes:
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1. A través del Formato Electrónico de Devoluciones 
del Servicio de Administración Tributaria, presentado 
el 02 de marzo de 2021, la contribuyente, ********** so-
licitó la devolución de saldo a favor por concepto de 
impuesto sobre la renta correspondiente al ejercicio 
comprendido del 1 de enero de 2017 al 31 de diciem-
bre de 2017, en cantidad de $27´702,841.00 (Veintisiete 
millones setecientos dos mil ochocientos cuarenta y 
un pesos 00/100 M.N.); a dicha solicitud se le asignó el 
número de control DC152100012284.

2. En virtud de que del análisis a la información y docu-
mentación aportada por la contribuyente no fue sufi-
ciente para determinar la procedencia o improcedencia 
del saldo a favor solicitado en devolución, la Adminis-
tración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de México 
“2”, con sede en México, emitió oficio número 500-36-
01-01-01-2021-DC152100012284-001217219730 de fe-
cha 08 de marzo de 2021, mediante el cual requirió a 
la hoy actora para que presentara información y do-
cumentación adicional, dentro de un plazo no mayor 
a 20 días hábiles siguientes a la fecha en que surtiera 
efectos la notificación correspondiente.

3. Mediante escrito presentado de 14 de abril de 2021, 
la contribuyente, dio cumplimiento al requerimien-
to efectuado mediante oficio 500-36-01-01-01-2021-
DC152100012284-001217219730 de fecha 08 de marzo 
de 2021, adjuntando diversa documentación.
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4. Del análisis realizado a la documentación que apor-
tó la contribuyente, se observó que omitió proporcio-
nar de manera completa la documentación solicitada 
mediante el primer requerimiento, por lo que se emitió 
oficio de requerimiento de información y documen-
tación omitida y adicional, número 500-36-01-01-01-
2021-DC152100012284-002217414666 de fecha 21 de 
abril de 2021, para que en un plazo no mayor a 10 días 
hábiles proporcionara la información solicitada.

5. En atención al requerimiento formulado en oficio 
500-36-01-01-01-2021-DC152100012284-002217414666 
de fecha 21 de abril de 2021; la contribuyente, presentó 
un escrito el 11 de mayo de 2021, al cual adjuntó diver-
sa información.

6. Del análisis efectuado a las documentales presen-
tadas por la contribuyente, la autoridad advirtió que 
no contó con los elementos suficientes para verificar 
la procedencia de la solicitud de devolución, razón 
por la cual, ordenó la práctica de visita domiciliaria 
VDD1500004/21, contenida en el oficio 500-36-03-
03-02-20216531 de fecha 4 de junio de 2021 emitido 
por el Administrador Desconcentrado de Auditoría Fis-
cal de México “2”, de la Administración Desconcentra-
da de Auditoría México con sede en México.

7. El 08 de junio de 2021, se levantó el acta parcial de 
inicio, en la cual se hizo constar la notificación y entre-
ga de la orden de visita domiciliaria, asimismo, se so-
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licitó información y documentación a la contribuyente 
visitada; dicha acta quedó asentada en los folios del 
VDD1500004/21-01-01 al VDD1500004/21-01-012.

8. Con fecha 18 de junio de 2021, se levantó el acta 
parcial dos a folios números del VDD1500004/21-02-
01 al VRM150014/21-02-024, en la que se hizo constar 
la recepción de información y documentación median-
te escrito libre de fecha 16 de junio de 2021.

9. El día 05 de octubre de 2021, se levantó el acta par-
cial tres a folios números del VDD1500004/21-03-01 al 
VDD1500004/21-03-07, en la que se asentó la notifica-
ción y entrega del oficio número 500 36 01 02 01 2021 
10630 de fecha 04 de octubre de 2021, a través del 
cual se comunicó que el plazo para la conclusión de 
la visita domiciliaria sería de 180 días contados a par-
tir de la fecha de notificación del inicio de las faculta-
des de comprobación. Lo anterior, en virtud de que al 
amparo de la orden COM1500549/21 contenida en 
el oficio número 500-36-03-0321-11068 de fecha 27 
de septiembre de 2021, se inició visita domiciliaria a la 
contribuyente ********** por el ejercicio fiscal compren-
dido del 1 enero de 2017 al 31 de diciembre de 2017, 
con el objeto de verificar y comprobar todas aquellas 
operaciones que en su carácter de tercero llevó a cabo 
con la contribuyente **********.

10. El 15 de octubre de 2021, se levantó el acta par-
cial cuatro, localizada en los folios números del 
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VDD1500004/21-04-01 al VDD1500004/21-04-038, en 
la que se hizo constar la recepción de información y 
documentación proporcionada por la contribuyente 
mediante escritos de fecha 14 de julio de 2021 y 7 de 
octubre de 2021, en alcance a la solicitud de informa-
ción y documentación efectuada mediante acta parcial 
de inicio.

11. Con fecha 26 de octubre de 2021, se levantó el acta 
parcial cinco, en la que se registró la recepción de infor-
mación y documentación proporcionada de forma par-
cial; asimismo, se hizo constar que la autoridad otorgó 
prórroga de diez días hábiles adicionales a los seis días 
otorgados mediante acta parcial cuatro, en respuesta a 
la solicitud efectuada mediante escrito de fecha 25 de 
octubre de 2021 presentado por la contribuyente.

12. El 11 de noviembre de 2021, se levantó el acta par-
cial seis a folios del VDD1500004/21-06-01 al VDD150 
0004/21-06-055, en la que se hizo constar la recepción 
de información y documentación proporcionada me-
diante escrito libre de fecha 09 de noviembre de 2021, 
en relación con el requerimiento realizado median-
te acta parcial cuatro; escrito ingresado en Oficialía de 
Partes, de la Administración Desconcentrada de Audi-
toría Fiscal de México “2”, con número de registro 7813.

13. Con fecha 25 de noviembre de 2021, se levantó el 
acta parcial siete a folios números del VDD1500004/21-
07-01 al VDD1500004/21-07-069, a través de la cual 
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se efectuó la solicitud de diversa información y docu-
mentación.

14. El 8 de diciembre de 2021, se levantó el acta 
parcial ocho a folios del VDD1500004/21-08-01 al 
VDD1500004/21-08-0105, en la que se asentó la re-
cepción de documentación e información solicitada 
mediante acta parcial siete, a través del escrito recibido 
en oficialía de partes con fecha 3 de diciembre de 2021, 
bajo el folio número 8584; también se hizo constar que 
la información fue proporcionada de forma parcial.

15. Con fecha 10 de diciembre de 2021, la contribu-
yente visitada ingresó escrito libre de esa misma fecha 
en Oficialía de Partes con el número de control 8780, en 
alcance al escrito de fecha de 3 de diciembre de 2021, 
mediante el cual proporcionó diversa información y 
documentación solicitada mediante acta parcial siete.

16. El 12 de enero de 2022, la contribuyente visitada a 
través de su representante legal presentó escrito que 
fue recibido en la oficialía de partes con el número de 
control 0282, mediante el cual entregó un dispositivo 
electrónico, con diversa información.

17. Con fecha 14 de febrero de 2022, se levantó la Últi-
ma Acta Parcial asentada a folios del VDD1500004/21-
09-01 al VDD1500004/21-09-0345, ante el Apoderado 
Legal de la contribuyente ********** a través de la cual se 
le dieron a conocer los hechos u omisiones detectados 
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en la visita domiciliaria practicada, otorgándole un pla-
zo de 20 días hábiles contados a partir del día siguiente 
al levantamiento de la citada Última Acta Parcial, para 
que exhibiera ante la Administración Desconcentrada 
de Auditoría Fiscal de México “2” con sede en Méxi-
co, los documentos, libros o registros que desvirtuaran 
los hechos u omisiones consignados en la citada acta. 
El plazo mencionado inició el 15 de febrero de 2022 y 
concluyó el 14 de marzo de 2022.

18. En atención a la Última Acta Parcial, fueron ingresa-
dos en la Oficialía de Partes, Correspondencia y Archi-
vo de la Administración Desconcentrada de Auditoría 
Fiscal de México “2”, con sede en México, el día 14 de 
marzo de 2022, 9 escritos libres, a los que se les asig-
nó los números de folios 1815, 1816, 1817, 1818, 1819, 
1820, 1821, 1822 y 1823, escritos a través de los cuales 
la contribuyente manifestó diversos argumentos y pro-
porcionó documentación en medio electrónico “USB”, 
a fin de desvirtuar los hechos y omisiones dados a co-
nocer mediante la Última Acta Parcial. 

19. Con fecha 15 de marzo de 2022, se levantó Acta Fi-
nal, a folios del VDD1500004/2110-01 al VDD1500004/ 
21-10-0563, a través de la cual se le dieron a conocer 
a la contribuyente los hechos y omisiones observados 
como resultado de la visita domiciliaria, que se le prac-
ticó al amparo de la orden de visita domiciliaria número 
VDD1500004/21.
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20. Mediante oficio 500-36-01-03-02-2022-3726 de 
fecha 08 de abril de 2022, la Administración Descon-
centrada de Auditoría Fiscal de México “2”, con sede 
en México, de la Administración General de Auditoría 
Fiscal Federal del Servicio de Administración Tributaria, 
resolvió negar la solicitud de devolución con número 
de control DC152100012284, relativa al periodo fiscal 
comprendido del 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre 
de 2017, por concepto de saldo a favor del impuesto 
sobre la renta, en cantidad de $27´702,841.00. 

21. El 25 de mayo de 2022, la hoy actora interpuso re-
curso administrativo de revocación en contra del ofi-
cio 500-36-01-03-02-2022-3726 de fecha 08 de abril 
de 2022, al cual se le asignó el número de recurso 
RRL2022009060.

22. Ante la falta de respuesta expresa al escrito pre-
sentado el 25 de mayo de 2022 ante la Administración 
Desconcentrada de Auditoría Fiscal de México “2”, con 
sede en México, de la Administración General de Au-
ditoría Fiscal Federal del Servicio de Administración 
Tributaria; la hoy actora interpuso juicio contencioso 
administrativo federal, mediante escrito ingresado el 
26 de agosto de 2022 en la Oficialía de Partes Común 
de las Salas Regionales Norte-Este del Estado de Mé-
xico de este Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

23. A través del proveído de 19 de septiembre de 2022, 
dictado por el Magistrado Instructor de la segunda po-
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nencia de la Segunda Sala Regional Norte-Este del 
Estado de México de este Tribunal, se admitió a trá-
mite la demanda y se ordenó emplazar al Administra-
dor Desconcentrado de Auditoría Fiscal de México “2”, 
con sede en México, de la Administración General de 
Auditoría Fiscal Federal del Servicio de Administración 
Tributaria como autoridad demandada.

24. Mediante oficio 600-36-08-(47)-2022-14651 de 09 
de noviembre de 2022, ingresado el 11 de noviembre 
de 2022 en la Oficialía de Partes Común de las Salas 
Regionales Norte-Este del Estado de México de este 
Tribunal, la autoridad, dio contestación a la demanda 
y, por acuerdo de 14 de noviembre de 2022, se tuvo 
por admitida la misma. En tal virtud, se ordenó correr 
traslado a la parte actora para que, en el término ahí 
precisado, emitiera su ampliación de demanda.

Así, de lo expuesto se resalta que mediante acta par-
cial 3, de 5 de octubre de 2021, la autoridad entregó a 
la actora el oficio 500-36-01-03-02-2021-10630 de 4 de 
octubre de 2021, en el que le comunicó el plazo para la 
conclusión de la visita domiciliaria; mismo que se inserta 
a continuación para su conocimiento:

[N.E. Se omite imágenes]

De lo anterior se tiene que mediante oficio 500-36-01-
03-02-2021-10630 de 4 de octubre de 2021, la autoridad 
informó que inició visita domiciliaria a la contribuyente 
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********** por el ejercicio comprendido del 1 de enero de 
2017 al 31 de diciembre de 2017, con el objeto de verificar 
y comprobar todas aquellas operaciones que en su ca-
rácter de tercero llevó a cabo con la ahora actora, según 
consta en el acta parcial de inicio de aportación de datos 
por terceros levantada el 29 de septiembre de 2021; lo 
anterior, a efecto de verificar y comprobar la procedencia 
de la devolución solicitada por la hoy actora.

Así, como consecuencia del inicio de dicha compulsa, 
se le informó a la ahora actora que el plazo de la visita 
que se le estaba realizando sería de 180 días contados a 
partir del 8 de junio de 2021, fecha en que la autoridad le 
inició facultades de comprobación.

Ahora, la parte actora niega lisa y llanamente que se le 
hayan entregado o hecho de su conocimiento, los resul-
tados de la compulsa efectuada con ********** sin que sea 
suficiente que se le haya dado a conocer que se practi-
caría tal compulsa para justificar la ampliación de plazo, 
de conformidad con una interpretación amplia y en be-
neficio de los contribuyentes que solicita esta Juzgadora 
realice de la fracción III del artículo 22-D del Código Fis-
cal de la Federación.

[…]

Ahora, este Órgano Colegiado, concluye que no pro-
cede la aplicación del principio pro homine, toda vez 
que, es insuficiente que se invoque como argumento que 
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se debe de efectuar una interpretación amplia y en bene-
ficio de los contribuyentes, pues tal expresión no puede 
ser, por sí sola, suficiente para estimar que se violó un de-
recho humano, sino que es necesario que se vincule con 
la vulneración de un derecho de esa naturaleza conte-
nido en nuestra Constitución o en un tratado internacio-
nal que haya sido ratificado por nuestro país a efecto de 
que este Órgano Colegiado proceda a analizar si se da tal 
transgresión para, en su caso, proceder a realizar una in-
terpretación conforme o aplicar el control de convencio-
nalidad atendiendo a lo que más favorezca al agraviado.

Así, en virtud de que la actora es omisa en alegar una 
vulneración a un derecho humano derivado de la apli-
cación del numeral 22-D del Código Fiscal de la Fede-
ración, es que no es factible que esta Juzgadora efectué 
una interpretación conforme o aplique el control de con-
vencionalidad.

Sin que pase desapercibido que en su escrito de ale-
gatos la parte actora aduce que se le debió correr traslado 
con todas las actas y papeles de trabajo que se hubieren 
generado con motivo de la aludida compulsa, para res-
petar su garantía de audiencia —cuestión que no es ale-
gada en su primer escrito de ampliación de demanda—; 
sin embargo, la aplicación del citado numeral no trastocó 
su derecho de audiencia, conforme a lo siguiente:

El artículo 22-D del Código Fiscal de la Federación, 
prevé:
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[N.E. Se omite transcripción]

De lo dispuesto se tiene que en el artículo transcrito 
se indica:

	Que las facultades de comprobación para verificar 
la procedencia de la devolución a que se refiere el déci-
mo párrafo del artículo 22 del Código Fiscal de la Federa-
ción, se realizarán mediante el ejercicio de las facultades 
establecidas en las fracciones II o III del artículo 42 del 
mencionado Código Tributario. 

	La autoridad fiscal podrá ejercer las facultades de 
comprobación por cada solicitud de devolución presen-
tada por el contribuyente, aun cuando se encuentre re-
ferida a las mismas contribuciones, aprovechamientos y 
periodos, de conformidad con lo siguiente:

	El ejercicio de las facultades de comprobación de-
berá concluir en un plazo máximo de noventa días, con-
tados a partir de que se notifique a los contribuyentes el 
inicio de dichas facultades. 

	En el caso en el que la autoridad, para verificar la 
procedencia de la devolución, deba requerir información 
a terceros relacionados con el contribuyente, así como en 
el de los contribuyentes a que se refiere el apartado B del 
artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación, el plazo 
para concluir el ejercicio de facultades de comprobación 
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será de ciento ochenta días contados a partir de la fecha 
en la que se notifique el inicio de las facultades. 

	Los plazos se suspenderán en los mismos supues-
tos establecidos en el artículo 46-A de este Código.

	La facultad de comprobación contemplada en el 
artículo en estudio, se ejercerá únicamente para verificar 
la procedencia del saldo a favor solicitado o pago de lo 
indebido, sin que la autoridad pueda determinar un cré-
dito fiscal exigible a cargo de los contribuyentes con base 
en el ejercicio de la facultad a que se refiere esta fracción.

	En el caso de que la autoridad solicite información 
a terceros relacionados deberá hacerlo del conocimiento 
de este último.

	Si existen varias solicitudes del mismo contribuyen-
te respecto de una misma contribución, la autoridad fiscal 
podrá ejercer facultades por cada una o la totalidad de 
solicitudes y podrá emitir una sola resolución.

	En caso de que las autoridades fiscales no conclu-
yan el ejercicio de las facultades de comprobación en los 
plazos establecidos en la fracción I, quedarán sin efecto 
las actuaciones que se hayan practicado, debiendo pro-
nunciarse sobre la solicitud de devolución con la docu-
mentación que cuente.
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	Al término del plazo para el ejercicio de facultades 
de comprobación iniciadas a los contribuyentes, la auto-
ridad deberá emitir la resolución que corresponda y de-
berá notificarlo al contribuyente dentro de un plazo no 
mayor a veinte días hábiles siguientes. 

	En caso de ser favorable, la autoridad efectuará la 
devolución correspondiente dentro de los diez días si-
guientes a aquel en el que se notifique la resolución res-
pectiva.

	En el caso de que la devolución se efectúe fuera 
del plazo mencionado se pagarán los intereses que se 
calcularán conforme a lo dispuesto en el artículo 22-A del 
Código Fiscal de la Federación.

Así, de conformidad con el citado numeral, las faculta-
des de comprobación para verificar la procedencia de las 
solicitudes de devolución de cantidades pagadas indebida-
mente a la autoridad fiscal deben concluir en un máximo de 
90 días contados a partir de que se notifique a los contribu-
yentes el inicio de facultades; sin embargo, existen dos ex-
cepciones en las cuales el plazo será de 180 días, que son:

1.	 Cuando se requiera información a terceros relacio-
nados con el contribuyente.

2.	 Cuando se trate de los contribuyentes a los que se 
refiere el apartado B del artículo 46-A del Código 
Fiscal de la Federación.



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

134Tribunal Federal de Justicia Administrativa

Ahora, en caso de que se actualice la hipótesis identi-
ficada con el número 1, la autoridad debe hacer del co-
nocimiento del contribuyente que solicitó información a 
terceros relacionados con este; sin que dicho numeral o, 
algún otro, prevea la obligación de la autoridad de dar 
a conocer al contribuyente que está siendo fiscalizado 
para verificar la procedencia de devolución de un saldo a 
favor, las actuaciones que se realicen con un tercero.

Sin que pase desapercibido que la actora invoca para 
sostener su argumento, la jurisprudencia VII-J-2aS-98, 
publicada en la Revista que edita este Tribunal, Séptima 
Época, Año VI, Número 60, Julio 2016, página 109, de ru-
bro y texto siguientes:

“COMPULSAS A TERCEROS.- LAS ACTAS Y LOS PAPE-
LES DE TRABAJO QUE SE FORMULEN DEBEN DAR-
SE A CONOCER AL SUJETO RESPECTO DEL CUAL 
SE REALIZA ESE MEDIO INDIRECTO DE COMPROBA-
CIÓN.” [N.E. Se omite transcripción]

Sin embargo, dicha jurisprudencia parte de un supues-
to diverso al que nos ocupa, pues se refiere a la obligación 
de las autoridades de dar a conocer los datos obtenidos 
a través de compulsas a terceros cuando estas deter-
minen créditos con base en la información derivada de 
tales compulsas; lo anterior, con la finalidad de que el 
contribuyente pueda desvirtuar hechos que se le atribu-
yen; hipótesis que no se actualiza en el presente asunto, 
pues la autoridad no invoca como parte de la motivación 
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de las resoluciones controvertidas datos obtenidos de 
la compulsa efectuada con la empresa antes señalada, 
tal como es alegado por la autoridad demandada, cues-
tión que no es controvertida por la parte actora.

Así, si bien, en la jurisprudencia invocada se contem-
pla la importancia de la salvaguarda de la garantía de au-
diencia, dicha garantía no se ve vulnerada por el hecho 
de que no se le hayan dado a conocer a la hoy actora los 
papeles de trabajo o resultados derivados de la compul-
sa efectuada a ********** de conformidad con lo siguiente:

El artículo 14 de la Constitución Federal que tutela las 
formalidades esenciales del procedimiento, establece la 
garantía de audiencia, como se observa a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

Así, la garantía de audiencia es el derecho público sub-
jetivo mediante el cual, se permite al gobernado ser oído 
y vencido en juicio, antes del acto de privación definitivo, 
lo cual implica:

a) La notificación del inicio del procedimiento;

b) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas 
en que se finque la defensa;

c) La oportunidad de alegar lo que a su derecho con-
venga; y,
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d) El dictado del fallo que dirima las cuestiones deba-
tidas.

Dichas subgarantías son las que integran el debido 
proceso legal, protegido como derecho fundamental en 
la Constitución Federal.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia P./J. 
47/95, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo II, Diciembre de 1995, pá-
gina 133, la cual es del tenor siguiente:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIEN-
TO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.” 
[N.E. Se omite transcripción]

En este sentido, el derecho de audiencia consiste en 
otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previo al 
acto privativo y su debido respeto impone a las autorida-
des la obligación de que en el juicio que se siga se cum-
plan las formalidades esenciales del procedimiento; sin 
que sea condición ineludible que existan etapas o momen-
tos procesales independientes entre sí o plazos concretos 
para cada periodo, dado que esos extremos dependen del 
diseño legislativo propio de cada procedimiento.

En tal virtud, el legislador ordinario no se encuentra 
obligado a ceñirse a un modelo procesal concreto, sino 
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que, debe garantizar el respeto a los elementos inhe-
rentes al derecho de audiencia, esto es, establecer un 
procedimiento en el que se oiga al interesado y se le 
dé oportunidad para que se defienda, sin la necesidad de 
seguir un esquema procesal específico.

Es apoyo a lo anterior la tesis aislada 2a. LXXXVII/2012 
(10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XVI, Enero de 2013, Tomo 2, página 1685; cuyo rubro y 
texto indican: 

“DERECHO DE AUDIENCIA. EL ARTÍCULO 14 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS NO IMPONE AL LEGISLADOR EL DEBER 
DE CEÑIRSE A UN MODELO PROCESAL ESPECÍFICO 
PARA SU OBSERVANCIA.” [N.E. Se omite transcripción]

Asimismo, es aplicable la tesis con número de registro 
digital 340728, emitida por la entonces Tercera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Se-
manario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo 
CXXI, página 1610, que a la letra dice:

“DERECHO DE AUDIENCIA EN LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS.” [N.E. Se omite transcripción]

Así, en virtud de que en el presente asunto las resolu-
ciones impugnada y recurrida no fueron motivadas con 
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datos o información derivados de la compulsa llevada 
a cabo con la empresa tercera, es que la parte actora no 
ve afectado su derecho de audiencia por el hecho de 
que no le hayan dado a conocer lo ahí actuado, pues no 
requería de tener una oportunidad de defensa respecto 
de actos o hechos que no forman parte de la motivación de 
la negativa de devolución que se controvierte.

En consecuencia, resulta INFUNDADO el argumen-
to de la actora en el que sostiene que en términos de la 
fracción III del artículo 22-D del Código Fiscal de la Fe-
deración, la autoridad se encontraba obligada a darle a 
conocer el resultado de la compulsa efectuada con la 
empresa tercera, pues aunado a que dicho numeral no 
prevé tal obligación —como se ha puesto de manifies-
to—, la resolución impugnada no se encuentra motivada 
con información derivada de dicha compulsa y, en con-
secuencia, los resultados que se hayan obtenido deriva-
dos de la misma no causaron afectación alguna a la parte 
actora.

Estando la autoridad facultada para ampliar el pla-
zo para el ejercicio de sus facultades de comprobación 
siempre que, para verificar la procedencia de la devolu-
ción deba requerir información a terceros; sin que se en-
cuentre constreñida a motivar su resolución en aquella 
información que obtenga de la compulsa llevada a cabo 
con terceros.



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 139

Siendo suficiente para justificar la ampliación del plazo 
de la visita domiciliaria que la autoridad, para verificar la 
procedencia de la devolución, deba de requerir informa-
ción a terceros relacionados con el contribuyente, pues 
así se prevé en el artículo analizado.

[…]

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los 
artículos 49, 50, 51, fracción II y 52, fracción IV de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
es de resolverse y en efecto se;

R E S U E L V E :

PRIMERO. La parte actora probó parcialmente su pre-
tensión, en consecuencia;

SEGUNDO. Se declara la nulidad de las resoluciones 
impugnada y recurrida, únicamente por lo que hace a la 
determinación de la autoridad de considerar la cantidad 
de $72,000.00, registrados en la cuenta contable número 
412002 denominada “carga hacia afuera” como ingresos 
acumulables; lo anterior, de conformidad con los moti-
vos, fundamentos y, para los efectos, expuestos en el 
Considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO. Se reconoce la validez de las resoluciones 
impugnada y recurrida; por lo que hace a los restantes 
conceptos analizados por la autoridad.
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CUARTO. Notifíquese.

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de 
conformidad con los artículos 11, fracciones I y II, y 93, 
del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada de ma-
nera presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el 11 de abril de 2024, por unanimi-
dad de 4 votos a favor de los CC. Magistrados Doctora 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Maestro Rafael Estra-
da Sámano, Doctor Carlos Mena Adame y Maestra Luz 
María Anaya Domínguez.

Fue Ponente en el presente asunto la Magistrada 
Maestra Luz María Anaya Domínguez, cuya ponencia 
fue aprobada.

Se elaboró el presente engrose el día 22 de abril de 
2024, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
55, fracción III y 57, fracción III, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, fracciones 
I y II, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, publicado el 17 de julio de 2020 en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Firma la Magistrada Ponente y Presidenta de la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
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de Justicia Administrativa Luz María Anaya Domínguez, 
ante el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Ad-
junto de Acuerdos de la Segunda Sección, quien autoriza 
y da fe. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 113, fracciones I y III de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como 
el Trigésimo Octavo, fracción II, de los Lineamientos Generales en mate-
ria de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, fueron suprimidos de este documento 
la Denominación o Razón Social o Nombre Comercial de la parte actora y 
de terceros, información considerada legalmente como confidencial, por 
actualizar lo señalado en dichos supuestos normativos.
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GENERAL

IX-P-2aS-383

FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA POR RA-
ZÓN DE GRADO. NO RESULTA EXIGIBLE CUANDO LAS 
FACULTADES DE LA AUTORIDAD SE ENCUENTRAN ES-
TABLECIDAS DE MANERA DIRECTA.- La competencia 
por razón de grado se refiere a la competencia estruc-
turada piramidalmente, que deriva de la organización 
jerárquica de la administración pública, en la que las fun-
ciones se ordenan por grados y los órganos inferiores no 
pueden desarrollar materias reservadas a los superiores 
o viceversa. Bajo ese contexto, la fundamentación de la 
competencia por razón de grado, sólo es aplicable cuan-
do existen dos o más órganos administrativos, entre los 
cuales hay una relación jerárquica de subordinación. Ade-
más, tiene que darse el caso de que dichos órganos co-
nocen del mismo asunto, pero el de mayor jerarquía sólo 
interviene una vez que el de menor jerarquía terminó de 
actuar; o bien, cuando los órganos inferiores no cuentan 
con facultades para desarrollar las materias reservadas a 
los superiores. De manera tal que, no es exigible la fun-
damentación de la competencia por razón de grado, en 
aquellos casos en que la autoridad haya invocado como 
fundamento el precepto legal que establece de mane-
ra directa sus facultades ejercidas, en cuyo caso, basta 
con la cita del numeral, fracción e inciso que le otorguen 
competencia en su actuar, para cumplir a cabalidad con 
la exigencia constitucional de la debida fundamenta-
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ción de la competencia de la autoridad emisora del acto 
administrativo.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-366
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2516/13-03-01-
9/2090/14-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 29 de febrero de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 9 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 31. Julio 2024. p. 134

IX-P-2aS-371
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7901/22-07-01-
3/179/24-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 22 de mayo de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 22 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 348

IX-P-2aS-372
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 545/17-24-01-
3/223/20-S2-07-04[06].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
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Administrativa, en sesión de 6 de junio de 2024, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania María Espinosa 
Moore.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 348

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-383
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2186/19-17-02-
5/478/24-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 27 de junio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Ana-
ya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Patricia Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)

EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-384

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6873/17-03-01-
6/955/22-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 4 de julio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Mtra. Patricia Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de julio de 2024)
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LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

IX-P-2aS-385

INCIDENTE DE INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRI-
TORIO.- DEBE RESOLVERSE INFUNDADO SI LA MATE-
RIA DEL JUICIO PRINCIPAL VERSA SOBRE LA UBICACIÓN 
DEL DOMICILIO FISCAL DE LA ACTORA.- Conforme a lo 
dispuesto por el artículo 34 de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, para determinar 
la competencia territorial de las Salas Regionales, por 
regla general, deberá atenderse al domicilio fiscal de la 
actora y se presumirá que el domicilio señalado en la de-
manda es el fiscal, salvo que la demandada demuestre 
lo contrario. A su vez, el segundo párrafo del artículo 30 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, señala que en caso de duda, será competente 
por razón de territorio la Sala Regional ante quien se haya 
presentado el asunto. En esa tesitura, si de autos se ad-
vierte que la materia del juicio versa sobre la ubicación 
del domicilio fiscal de la actora, será hasta que se resuel-
va en definitiva el juicio cuando se conozca con certeza 
la ubicación del domicilio fiscal, por tanto, en dicho caso, 
será competente por razón de territorio la Sala Regional 
ante la cual se haya presentado la demanda.
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PRECEDENTE:

IX-P-2aS-126
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
15689/21-17-02-3/1559/21-S2-06-06.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 6 de octubre 
de 2022, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. 
Lourdes Alejandra Fernández Ortega.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de octubre de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 12. Diciembre 2022. p. 495

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-385
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio tra-
mitado mediante el Sistema de Justicia en Línea versión 
2.0: Núm. 0336-2023-02-C-30-01-01-01-L-CC-0043-2024.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
27 de junio de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. 
Rey David Soriano Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)
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EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-386

Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio Núm. 
1954/23-12-02-6/495/24-S2-10-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 8 de agosto de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Oscar Fabela 
Guzmán.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de agosto de 2024)
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REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

IX-P-2aS-387

SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA AMBIENTAL Y DE RE-
GULACIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA AD-
MINISTRATIVA. COMPETENCIA MATERIAL EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Si en el juicio conten-
cioso administrativo se impugnan cuestiones o actos, de 
los cuales alguno o algunos de ellos, en estricto sentido, 
actualizan la competencia material de la Sala Especiali-
zada en Materia Ambiental y de Regulación, enunciada 
en el artículo 50 del Reglamento Interior de este Tribu-
nal, los restantes actos o cuestiones impugnadas, aun y 
cuando por su propia naturaleza, no sean propios de esa 
Sala Especializada por ser competencia de una Sala Re-
gional, atendiendo a que tiene esa Sala Especializada las 
mismas facultades sustantivas de las Salas Regionales, 
también deberá conocer y resolver sobre la legalidad de 
los mismos, en atención al principio de continencia de la 
causa.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-772
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
2726/19-04-01-2/1634/20-EAR-01-7/875/20-S2-09-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
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13 de mayo de 2021, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: 
Lic. Ofelia Adriana Díaz de la Cueva.
(Tesis aprobada en sesión de 1 de julio de 2021)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 5. Mayo 2022. p. 460

IX-P-2aS-91
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
23184/20-17-11-4/780/22-S2-08-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de agosto de 
2022, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Emma 
Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de agosto de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 10. Octubre 2022. p. 289

IX-P-2aS-107
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
1258/22-06-01-2/1877/22-EAR-01-5/1234/22-S2-08- 
06.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión 
de 29 de septiembre de 2022, por unanimidad de 5 votos 
a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- 
Secretaria: Lic. Verónica Roxana Rivas Saavedra.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de septiembre de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 11. Noviembre 2022. p. 270
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-387
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3357/23-EAR-02-9/3297/24-17-14-7/509/24-S2-10-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
27 de junio de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: 
Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)

EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-388

Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
879/23-15-01-7/780/24-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 8 de agosto de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Po-
nente: Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia 
Arredondo Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de agosto de 2024)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-389

COMPETENCIA MATERIAL DE LA SALA REGIONAL ES-
PECIALIZADA EN MATERIA DEL JUICIO DE RESOLUCIÓN 
EXCLUSIVA DE FONDO. SE ACTUALIZA SU COMPETEN-
CIA CUANDO LA CONTROVERSIA PLANTEADA SATISFA-
CE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 58-17 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIO-
SO ADMINISTRATIVO.- El artículo 58-17, de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo establece 
que la competencia de la Sala Regional Especializada en 
Materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo ver-
sará únicamente sobre la impugnación de resoluciones 
definitivas que deriven del ejercicio de las facultades de 
comprobación a que se refiere el artículo 42, fracciones 
II, III o IX del Código Fiscal de la Federación y la cuantía 
del asunto sea mayor a doscientas veces la Unidad de 
Medida y Actualización, elevadas al año, vigente al mo-
mento de emisión de la resolución combatida. En esta te-
situra, si al analizarse los requisitos en cuestión, se advierte 
de autos que el monto del asunto al momento de emitirse 
la resolución que se reclama es menor que la Unidad 
de Medida de Actualización multiplicada por doscientas 
veces, debe concluirse que no se configura la competen-
cia material de la Sala Regional Especializada en Materia 
del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo en virtud de 
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no haberse cumplido con uno de los requisitos exigidos 
por el precepto de la Ley de la materia.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-327
Incidente de Incompetencia por Materia Núm. 25/17-ERF-
01-5/547/18-S2-09-06.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 5 de julio de 2018, por unanimidad 
de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado 
Loyo.- Secretaria: Lic. Ofelia Adriana Díaz de la Cueva.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de agosto de 2018)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año III. No. 26. Septiembre 2018. p. 256

VIII-P-2aS-767
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
388/21-EC1-01-8/688/21-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 28 de octubre de 
2021, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Gal-
dino Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de octubre de 2021)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 3. Marzo 2022. p. 521

IX-P-2aS-178
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
73/22-ERF-01-6/1642/22-S2-07-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
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Justicia Administrativa, en sesión de 16 de marzo de 2023, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Julián Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Mitzi Pala-
cios Galván.
(Tesis aprobada en sesión de 16 de marzo de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 17. Mayo 2023. p. 227

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-389
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
26/24-ERF-01-4/5308/24-17-10-9/533/24-S2-10-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
27 de junio de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Oscar Fabela Guzmán.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-390

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATE-
RIA. SUPUESTOS DE PROCEDENCIA PARA QUE SURTA 
LA COMPETENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA EN MA-
TERIA DEL JUICIO DE RESOLUCIÓN EXCLUSIVA DE FON-
DO.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 58-17 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra-



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

154Tribunal Federal de Justicia Administrativa

tivo para que surta la competencia de la Sala Regional 
Especializada en materia del juicio de resolución exclu-
siva de fondo, deben concurrir los siguientes supues-
tos: 1. Que la materia del juicio verse únicamente sobre 
la impugnación de resoluciones definitivas que deriven 
del ejercicio de las facultades de comprobación a que se 
refieren las fracciones II, III o IX del artículo 42, del Código 
Fiscal de la Federación y 2. Que la cuantía del asunto sea 
mayor a doscientas veces la Unidad de Medida y Actua-
lización, elevada al año, vigente al momento de emisión 
de la resolución combatida. De manera tal que, ante el 
planteamiento de un conflicto competencial por razón de 
materia, cuya litis se constriña en determinar si se actua-
liza la competencia de la Sala Especializada de mérito, 
será necesario que se actualicen los 2 supuestos previs-
tos en el artículo antes descrito, a efecto de que la Sala 
mencionada, se encuentre en condiciones de avocarse al 
conocimiento del juicio contencioso administrativo plan-
teado, pues ante la ausencia de alguno de los supuestos 
antes aludidos, no surtirá la competencia de la referida 
Sala Especializada.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-364
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
15538/23-17-08-3/94/23-ERF-01-7/1667/23-S2-10-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
8 de febrero de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
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Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: 
Lic. Maryli Quiroz Castañeda.- Secretario encargado de la 
elaboración de tesis: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 9 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 31. Julio 2024. p. 112

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-390
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
26/24-ERF-01-4/5308/24-17-10-9/533/24-S2-10-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
27 de junio de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Oscar Fabela Guzmán.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de junio de 2024)
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LEY ADUANERA

IX-P-2aS-391

IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. DETERMINACIÓN 
DE SU BASE GRAVABLE TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS 
USADOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA.- En términos 
de lo dispuesto por el artículo 64, de la Ley Aduanera, la 
base gravable del impuesto general de importación será 
el valor en aduana de las mercancías; es decir, el valor de 
transacción de esta y cuando dicho valor no pueda ser 
determinado, se aplicarán en orden sucesivo y por exclu-
sión, los métodos de valoración contemplados en el ar-
tículo 71 de la mencionada Ley. Sin embargo, tratándose 
de vehículos usados, el último párrafo del artículo 78 de 
la Ley Aduanera establece un procedimiento específico 
en materia de valoración, señalando que la base gra-
vable será la cantidad que resulte de aplicar al valor de 
un vehículo nuevo, de características equivalentes, del 
año modelo que corresponda al ejercicio fiscal en el que 
se efectúe la importación, una disminución del 30% por 
el primer año inmediato anterior, sumando una disminu-
ción del 10% por cada año subsecuente, sin que en nin-
gún caso exceda del 80%. Razón por la cual, en el caso en 
específico que se describe, la autoridad no se encuentra 
obligada a aplicar los métodos de valoración previstos en 
los artículos 64 y 71 de la Ley Aduanera, en orden suce-
sivo y por exclusión. No obstante lo anterior, la autoridad 
debe realizar de forma exhaustiva una comparación de 
las características del vehículo embargado (según las 
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descritas en el inventario correspondiente) con respec-
to a las características del vehículo nuevo que tome en 
consideración para determinar el valor del vehículo usa-
do, para arribar a la conclusión de que se trata de vehícu-
los equivalentes, debiendo considerar no sólo la marca y 
modelo, sino también otras características como las par-
ticularidades del equipamiento, es decir, sistema de en-
tretenimiento, pasajeros, asientos de piel, rines, sensor de 
detección en reversa, cámara de reversa, freno de mano 
eléctrico, monitor de asistencia de cambio de carril, bol-
sas de aire, asistencia a la estabilidad del vehículo, si era 
el de lujo o austero, y que sea comercialmente equiva-
lente en cuanto a calidad y precio, para que la valoración 
cumpla con la exigencia constitucional de la suficiente 
motivación del acto de autoridad.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-252
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 278/21-02-01-
6/1022/22-S2-10-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 16 de febrero de 2023, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 7 de septiembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 23. Noviembre 2023. p. 231
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-391
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4183/21-01-01-
8/1597/22-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 4 de julio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretaria: Lic. Edith Zayas Coleote.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de julio de 2024)

LEY ADUANERA

IX-P-2aS-392

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUA-
NERA. EL DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN ARANCELARIA 
Y VALOR EN ADUANA NO TRASCIENDE A LA DETERMI-
NACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA RESPECTI-
VA.- De la interpretación armónica a lo establecido en el 
artículo 144, fracción XIV, de la Ley Aduanera, se despren-
de que la autoridad cuenta con la facultad de establecer 
la naturaleza, características, clasificación arancelaria, ori-
gen y valor de las mercancías de importación y exporta-
ción, para lo cual podrá solicitar el dictamen que requiera, 
al agente aduanal, al dictaminador aduanero o a cualquier 
otro perito. De modo que, la emisión del dictamen de cla-
sificación arancelaria y valor en aduana, corresponde a 
una facultad discrecional por parte de la autoridad que no 
resulta vinculante para resolver en el sentido propuesto, 
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en tanto que se trata de una opinión técnica orientadora 
que no se encuentra dirigida al gobernado sino a la auto-
ridad que ordenó su emisión; por lo tanto, no constituye 
un acto de molestia y no es dable exigir que el mismo 
cumpla con los requisitos de debida fundamentación y 
motivación. Lo cual es acorde con lo sostenido por la Se-
gunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en las jurisprudencias 2a./J. 120/2007 y 2a./J. 16/2012 
(10a.), a través de las cuales, se precisó que el referido 
dictamen solamente constituye una opinión consultiva 
de carácter técnico que no trasciende en forma directa 
y determinante al resultado del procedimiento adminis-
trativo en materia aduanera, y que aún en el supuesto de 
que la resolución se apoye en la consulta, tal determina-
ción sólo es atribuible a la autoridad que la emitió.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-254
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 278/21-02-01-
6/1022/22-S2-10-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 16 de febrero de 2023, por una-
nimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 7 de septiembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 23. Noviembre 2023. p. 234
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-392
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4183/21-01-01-
8/1597/22-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 4 de julio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretaria: Lic. Edith Zayas Coleote.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de julio de 2024)
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REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO
 DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

IX-P-2aS-393

CERTIFICACIÓN DE COPIAS FOTOSTÁTICAS EFECTUA-
DA CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN 
XXIV DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE AD-
MINISTRACIÓN TRIBUTARIA. NO RESULTA NECESARIO 
QUE LA AUTORIDAD CERTIFICADORA ACREDITE TENER 
FACULTADES PARA DESPLEGAR LAS ATRIBUCIONES 
DE LAS QUE DERIVARON LOS ORIGINALES. [REGLA-
MENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA VIGENTE EN 2018].- El artículo 12, fracción 
XXIV del Reglamento Interior del Servicio de Administra-
ción Tributaria, prevé la facultad de los administradores 
generales del Servicio de Administración Tributaria para 
certificar copias, estableciendo tres hipótesis distintas 
que son: 1. Certificar copias de documentos que tengan 
en su poder u obren en sus archivos, incluso impresiones 
o reproducciones que deriven del microfilm, disco ópti-
co, medios magnéticos, digitales, electrónicos o magneto 
ópticos; 2. Certificar documentos, expedientes y hechos, 
inclusive la ratificación de firmas que realicen los parti-
culares en términos del Código Fiscal de la Federación, 
relativos a los asuntos de su competencia; y, 3. Expedir 
las constancias que se deban enviar a las autoridades 
fiscales de los países con los que se tengan celebrados 
convenios o tratados en materia fiscal o aduanera y, en 
su caso, solicitar previamente su legalización o apostilla-
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miento, así como llevar a cabo la compulsa de documen-
tos públicos o privados. En tal virtud, los administradores 
generales se encuentran facultados para certificar tanto 
copias de documentos y expedientes relativos a asuntos 
de su competencia, como, de aquellos que tengan en su 
poder u obren en sus archivos; por lo que, resulta innece-
sario que acrediten estar facultados para desplegar las 
atribuciones de las que derivaron los originales.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 484/16-17-13-
3/12-01-1/1098/19-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz 
María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena 
de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2024)

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

IX-P-2aS-394

CERTIFICACIÓN DE COPIAS FOTOSTÁTICAS EXHIBI-
DAS POR LA AUTORIDAD DEMANDADA. CONSTITUYEN 
PRUEBA PLENA CUANDO SE ACREDITA EL LUGAR, TIEM-
PO Y CIRCUNSTANCIAS EN QUE FUERON TOMADAS, ASÍ 
COMO QUE CORRESPONDEN A LO REPRESENTADO EN 
ELLAS.- De conformidad con los artículos 217 y 129 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, las fotografías 
de personas, lugares, edificios, construcciones, papeles, 
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documentos y objetos de cualquier especie, deberán 
contener la certificación correspondiente que acredite el 
lugar, tiempo y circunstancias en que fueron tomadas, así 
como que corresponden a lo representado en ellas, para 
que constituyan prueba plena; en cualquier otro caso, su 
valor probatorio queda al prudente arbitrio judicial; asi-
mismo, son documentos públicos aquellos cuya forma-
ción está encomendada por la ley, dentro de los límites 
de su competencia, a un funcionario público revestido de 
la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, 
en el ejercicio de sus funciones; demostrándose la cali-
dad de públicos por la existencia regular, sobre los do-
cumentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores 
que, en su caso, prevengan las leyes. En consecuencia, 
si la certificación de las copias exhibidas por la autoridad 
demandada, contiene: el nombre y firma del funcionario 
público que las expide, el carácter con el que se ostenta, 
los fundamentos legales con los que certifica, el tipo de 
documento con el que se coteja, la expresión de que los 
originales se tuvieron a la vista y constituyen copia fiel; 
y, la fecha y lugar en que fueron expedidas las copias; 
se concluye que se reúnen los requisitos suficientes para 
acreditar el lugar, tiempo y circunstancias en que fueron 
tomadas, así como que corresponden a lo representado 
en ellas; y, en consecuencia, constituyen prueba plena.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 484/16-17-13-
3/12-01-1/1098/19-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2024, por 
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unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz 
María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena 
de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2024)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

QUINTO.- […]

La litis a dilucidar en el presente considerando con-
siste en determinar si las copias exhibidas por la autori-
dad enjuiciada al formular su contestación de demanda 
se encuentran debidamente certificadas y, por lo tanto, 
si cumplió o no con la carga impuesta por el artículo 16, 
fracción II de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo.

Los conceptos de impugnación vertidos por la actora 
se califican de INFUNDADOS conforme a lo siguiente:

A efecto de resolver la litis descrita es necesario seña-
lar que la parte actora compareció a demandar la nulidad 
de la resolución contenida en el oficio 900 09 05-2014-
87213 de 28 de enero de 2014, emitida por el Subadminis-
trador de Fiscalización a Grandes Contribuyentes Diversos 
“19” de la Administración de Fiscalización a Grandes Con-
tribuyentes Diversos “5” de la Administración General Ju-
rídica del Servicio de Administración Tributaria, a través 



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 165

de la cual determinó a la ahora demandante un crédito 
fiscal en cantidad de $589’239,080.56, por concepto de 
impuesto al valor agregado, actualizaciones, recargos y 
multas; manifestando desconocer los motivos, conside-
raciones, hechos y actos que dieron origen a la determi-
nación de los créditos fiscales, así como su notificación.

En esa tesitura, resulta procedente imponernos del 
contenido del artículo 16 de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo aplicable, el cual es 
del tenor siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De lo anterior, podemos advertir que conforme a las 
reglas establecidas en el artículo 16 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, cuando 
la parte actora aduzca desconocer el acto que impugna 
y su notificación, al contestar la demanda, la autoridad 
acompañará constancia de la resolución administrativa y 
de su notificación, mismas que el actor deberá combatir 
mediante ampliación de demanda. 

Así, en el presente caso, la autoridad demandada ex-
hibió copias certificadas de diversas documentales, entre 
ellas, de la resolución impugnada y sus constancias de 
notificación, mismas que la parte actora manifestó des-
conocer.
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Ahora bien, la certificación controvertida por la actora 
se encuentra plasmada a folio 1272 reverso, de los autos 
del juicio de nulidad, la cual se reproduce a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

Así, lo cierto es que de la certificación realizada el 15 
de mayo de 2018, se aprecia que la Administradora de 
lo Contencioso de Grandes Contribuyentes “1”, de la Ad-
ministración Central de lo Contencioso de Grandes Con-
tribuyentes de la Administración General de Grandes 
Contribuyentes del Servicio de Administración Tributa-
ria, con fundamento en el artículo 13, fracción II, en relación 
con el 12, fracción XXIV, y 28, último párrafo, numeral 9, 
inciso a), del Reglamento Interior del Servicio de Admi-
nistración Tributaria, certificó diversas constancias en 
cantidad total de 130 fojas, correspondientes a las actua-
ciones realizadas dentro de la orden de visita domiciliaria 
VRM9600009/12, así como de la resolución determi-
nante contenida en el oficio 900 09 05-2014-87213 de 
28 de enero de 2014.

De igual forma, se señaló que las constancias certifi-
cadas se tuvieron a la vista, fueron cotejadas y son co-
pia fiel de los documentos originales que obran en los 
archivos de dicha autoridad.

En virtud de lo anterior, contrario a lo alegado por la 
actora, las copias exhibidas por la autoridad demandada 
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se encuentran debidamente certificadas de conformidad 
con lo siguiente:

Los artículos 129 y 217 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del 
artículo 1 de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo, prevén:

[N.E. Se omite transcripción]

Así, de conformidad con los dispositivos en cita, se tie-
ne lo siguiente:

	Son documentos públicos aquellos cuya formación 
está encomendada por la ley, dentro de los límites de su 
competencia, a un funcionario público revestido de la fe 
pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones.

	La calidad de públicos se demuestra por la exis-
tencia regular, sobre los documentos, de los sellos, fir-
mas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan 
las leyes.

	El valor de las pruebas fotográficas, taquigráficas y 
de otras cualesquiera aportadas por los descubrimien-
tos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio judicial.

	Las fotografías de personas, lugares, edificios, 
construcciones, papeles, documentos y objetos de cual-
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quier especie, deberán contener la certificación corres-
pondiente que acredite el lugar, tiempo y circunstancias 
en que fueron tomadas, así como que corresponden a lo 
representado en ellas, para que constituyan prueba plena.

	En cualquier otro caso, su valor probatorio queda al 
prudente arbitrio judicial.

De los citados artículos se desprende que son do-
cumentos públicos aquellos cuya formación está en-
comendada a un funcionario público revestido de la fe 
pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones; demostrándose la calidad de 
públicos por la existencia regular, sobre los documentos, 
de sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, 
prevengan las leyes.

Ahora, por lo que hace a la certificación de pruebas, 
estás deben de contener el lugar, tiempo y circunstan-
cias en que fueron tomadas, así como, que corresponden 
a lo representado en ellas, para que constituyan prueba 
plena.

Al respecto, resulta conveniente traer a contexto lo re-
suelto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
243/2015, en donde consideró que el artículo 217 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles prevé que, por 
regla general, la valoración de las pruebas ahí consig-
nadas quedará al prudente arbitrio judicial, salvo que se 
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emita certificación con los requisitos que también prevé, 
lo cual, en términos del artículo 129 del mismo ordena-
miento, le otorgará valor de prueba plena.

En esas condiciones nuestro Máximo Tribunal deter-
minó que cuando la copia está compulsada por un fun-
cionario público o por alguien con fe pública, significa 
que es una reproducción del original y, por tanto, que 
hace igual fe que el documento original; siempre y cuan-
do de la certificación se desprenda esa mención, para 
el efecto de crear convicción de que efectivamente 
las copias corresponden a lo representado en el cote-
jo; en caso contrario, su valoración quedará al prudente 
arbitrio judicial.

En este contexto, puso de manifiesto la importancia 
de que en el texto de la certificación se consigne expre-
samente la calidad de los documentos con los cuales 
se cotejaron las copias fotostáticas que se certifican, 
pues la certificación (como acto formal), por sí misma, no 
incorpora a las copias fotostáticas de que se trata nin-
gún elemento distinto al de su propia naturaleza, sino 
que éste debe verse en relación con el contenido de 
la certificación (como acto material), esto es, si en ella 
expresamente se asentó que son copia fiel de los origina-
les que se tuvieron a la vista; en caso contrario, su valora-
ción quedará al prudente arbitrio de la autoridad.

En este sentido, nuestro más Alto Tribunal ha esta-
blecido el criterio de que las copias fotostáticas tienen 
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pleno valor probatorio cuando son cotejadas con su 
original, o se encuentran certificadas por un funciona-
rio público con fe pública que manifieste haber tenido 
el original a la vista y que ambas concuerdan en todas 
sus partes; sin que sea suficiente con citar expresamen-
te, en la certificación, que los documentos cotejados, re-
lacionados con una orden de visita, ya sea constancias 
de notificación o actas parciales, entre otras, concuerdan de 
manera fiel y exacta con los que obran en el expedien-
te administrativo integrado por la autoridad respectiva, 
pues en todo momento los actos de las autoridades ad-
ministrativas deben otorgar certeza y seguridad jurídica a 
los gobernados.

Bajo ese orden de ideas, nuestro Máximo Tribunal lle-
gó a la convicción de que la expresión “corresponde a lo 
representado en ellas”, contenida en el artículo 217 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, implica que 
en la certificación, como acto jurídico material, se con-
tenga la mención expresa de que las copias certifica-
das concuerdan de forma fiel y exacta con el original 
que se tuvo a la vista, a fin de que se le pueda otorgar 
valor probatorio pleno, en términos del artículo 129 del 
propio Código, pues esa exigencia se justifica por la obli-
gación que tiene la autoridad administrativa de generar 
certeza y seguridad jurídica en los actos que emite.

Lo anterior, dio lugar a la jurisprudencia 2a./J. 2/2016 
(10a.) emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Se-



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 171

manario Judicial de la Federación, Libro 27, Tomo I, pági-
na 873, cuyo rubro y contenido es el siguiente:

“CERTIFICACIÓN DE COPIAS FOTOSTÁTICAS. AL-
CANCE DE LA EXPRESIÓN ‘QUE CORRESPONDEN A 
LO REPRESENTADO EN ELLAS’, CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 217 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDI-
MIENTOS CIVILES, TRATÁNDOSE DE LA EMITIDA POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN EJERCICIO DE 
SUS FUNCIONES.” [N.E. Se omite transcripción]

De conformidad con lo anterior, la certificación que 
nos ocupa sí crea convicción de que las copias corres-
ponden a lo representado en los originales, pues de ella 
se desprende:

1.	 El nombre del funcionario público que la expide y 
el carácter que tiene: Administradora de lo Conten-
cioso de Grandes Contribuyentes “1” del Servicio de 
Administración Tributaria.

2.	 Los fundamentos con los que se certifica: el ar-
tículo 13, fracción II, en relación con el 12, fracción 
XXIV, y 28, último párrafo, numeral 9, inciso a), del 
Reglamento Interior del Servicio de Administración 
Tributaria.

3.	 El tipo de documento con el que se coteja, estable-
ciéndose que se trata de los originales de:
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a)	 Actuaciones realizadas dentro de la orden de 
visita domiciliaria VRM9600009/12.

b)	 Resolución determinante del crédito fiscal, 
contenido en el oficio 900 09 05-2014-87213 de 
28 de enero de 2014.

4.	 La expresión de que los documentos referidos se tu-
vieron a la vista, fueron cotejados y son copia fiel de 
lo actuado dentro de la orden de visita domiciliaria.

5.	 El lugar: Ciudad de México.

6.	 La fecha: 15 de mayo de 2018.

Así, contrario a lo expuesto por la parte actora, lo cier-
to es que la certificación se efectuó por un funcionario 
público en ejercicio de sus funciones, quien fundamen-
tó su competencia para certificar las copias en lo dis-
puesto por el artículo 13, fracción II, en relación con el 12, 
fracción XXIV, y 28, último párrafo, numeral 9, inciso a), 
del Reglamento Interior del Servicio de Administración 
Tributaria, disposiciones legales que prevén lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De lo anteriormente citado, podemos concluir que:

	De conformidad con la fracción XXIV del artículo 
12, los administradores generales tendrán, entre otras, 
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la facultad de certificar copias de documentos que ten-
gan en su poder o de aquellos que obren en sus archivos, 
impresiones o reproducciones que deriven del microfilm, 
disco óptico, medios magnéticos, digitales, electrónicos 
o magneto ópticos; incluso pueden certificar la ratifica-
ción de firmas que realicen los particulares en términos 
del Código Fiscal de la Federación, así como, llevar a cabo 
la compulsa de documentos públicos o privados.

	Que los administradores centrales, los coordina-
dores y los administradores adscritos a las unidades ad-
ministrativas centrales, también tendrán, entre otras, la 
facultad prevista en la fracción XXIV del artículo 12 del 
Reglamento Interior del Servicio de Administración Tribu-
taria, es decir, la de certificar copias de documentos que 
tengan su poder.

	Que la Administración General de Grandes Contri-
buyentes estará a cargo de un Administrador General, el 
cual será auxiliado en sus funciones por diversos servi-
dores públicos, entre ellos, por el Administrador Central 
de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes, quien a su 
vez será apoyado por el Administrador de lo Contencioso 
de Grandes Contribuyentes “1”.

Así, de los preceptos normativos que fueron analiza-
dos con antelación, este Órgano Jurisdiccional conclu-
ye que la Administradora de lo Contencioso de Grandes 
Contribuyentes “1”, de la Administración Central de lo 
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Contencioso de Grandes Contribuyentes, de la Adminis-
tración General de Grandes Contribuyentes del Servicio 
de Administración Tributaria, sí fundó adecuadamente su 
competencia para certificar las copias exhibidas al for-
mular su contestación de demanda.

Ello pues las Administraciones de lo Contencioso de 
Grandes Contribuyentes del Servicio de Administración 
Tributaria, se encuentran facultadas para certificar copias 
de documentos que tengan en su poder u obren en sus 
archivos.

De ahí que la competencia material para certificar do-
cumentos de la Administradora de lo Contencioso de 
Grandes Contribuyentes “1”, se advierte del artículo 13, 
fracción II del Reglamento Interior del Servicio de Ad-
ministración Tributaria, relativo a que los administrado-
res adscritos a las unidades administrativas centrales, 
también tendrán la facultad prevista en la fracción 
XXIV del artículo 12 del multicitado Reglamento, es de-
cir, podrán realizar la certificación de copias de los docu-
mentos que tengan en su poder u obren en sus archivos.

En consecuencia, resulta infundado el argumento de 
la actora, en el que manifestó que no se precisó el pá-
rrafo, fracción, inciso o subinciso, que prevé que el fun-
cionario del Servicio de Administración Tributaria puede 
realizar la certificación de mérito, pues de manera precisa 
la autoridad indicó como fundamentos de la certificación 
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los numerales 13, fracción II, en relación con el 12, fracción 
XXIV y, 28, último párrafo, numeral 9, inciso a), del Regla-
mento Interior del Servicio de Administración Tributaria; 
existiendo precisión en la cita de los fundamentos en que 
sustentó su competencia.

De igual forma, se advierte que la Administradora de 
lo Contencioso de Grandes Contribuyentes “1”, plasmó 
su firma al final de dicha certificación, así como, un sello 
en el que se lee “Servicio de Administración Tributaria, 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Admon. Gral. 
De Grandes Contribuyentes, Admon. Central de lo Con-
tencioso de Grandes Contribuyentes”; advirtiéndose que 
en cada una de las copias certificadas obra sello del 
Servicio de Administración Tributaria y número de folio; 
cumpliendo cabalmente con lo previsto en el numeral 
129 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Aunado a ello también se cumple con los requisitos 
señalados en el artículo 217 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, pues se acredita el lugar, tiempo 
y circunstancias en que fueron tomadas, así como que 
corresponden a los originales que obran en los archivos 
de esa unidad administrativa, relativos a las actuacio-
nes realizadas dentro de la orden de visita domiciliaria 
VRM9600009/12, así como, a la resolución determinante 
del crédito fiscal que constituye la resolución ahora im-
pugnada.
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Por otra parte, no pasa inadvertido para esta Segunda 
Sección, el argumento planteado por la actora, en el sen-
tido de que las actuaciones realizadas dentro de la visita 
domiciliaria VRM9600009/12, así como la resolución con-
tenida en el oficio 900 09 05-2014-87213 de 28 de enero 
de 2014 y sus constancias de notificación, no constituyen 
documentos que hubiese tenido en su poder la autoridad 
que certificó las copias exhibidas en la contestación de 
demanda, pues únicamente pudo haberlas tenido en su 
poder la Administración Central de Fiscalización a Gran-
des Contribuyentes Diversos, al ser ésta la autoridad que 
sustanció el procedimiento y emitió la resolución impug-
nada; por lo que, la autoridad que certificó también debía 
justificar que era competente para desplegar el ejercicio 
de las facultades de comprobación y determinar el cré-
dito fiscal; argumento que resulta infundado.

Al respecto, resulta importante aclarar, en primer tér-
mino, que el numeral 12, fracción XXIV del Reglamento 
Interior del Servicio de Administración Tributaria, que sir-
vió de fundamento para efectuar la certificación que se 
analiza, prevé tres hipótesis distintas, separadas cada una 
de ellas con punto y coma, siendo estas las siguientes:

1.	 Certificar copias de documentos que tengan en su 
poder u obren en sus archivos, incluso impresio-
nes o reproducciones que deriven del microfilm, 
disco óptico, medios magnéticos, digitales, elec-
trónicos o magneto ópticos;
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2.	 Certificar documentos, expedientes y hechos, inclusi-
ve la ratificación de firmas que realicen los particula-
res en términos del Código Fiscal de la Federación, 
relativos a los asuntos de su competencia; y,

3.	 Expedir las constancias que se deban enviar a las 
autoridades fiscales de los países con los que se 
tengan celebrados convenios o tratados en materia 
fiscal o aduanera y, en su caso, solicitar previamen-
te su legalización o apostillamiento, así como llevar 
a cabo la compulsa de documentos públicos o pri-
vados.

Resultando que en el caso en estudio se aprecia como 
actualizada la primera de las hipótesis referidas; pues, la 
autoridad se encuentra certificando copias de documen-
tos que tuvo en su poder u obraron en sus archivos; al 
indicarse, en la misma certificación, que se trata de co-
pias que corresponden a los originales que se tuvieron a 
la vista.

Sin que exista razón alguna para suponer que se está 
ante la segunda de las hipótesis señaladas, pues la auto-
ridad no indica que se trate de la certificación de docu-
mentos, expedientes o hechos relativos a un asunto de 
su competencia.

Así, si bien es cierto que la autoridad que emitió la reso-
lución impugnada contenida en el oficio 900 09 05-2014-
87213 de 28 de enero de 2014, lo fue el Subadministrador 
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de Fiscalización a Grandes Contribuyentes Diversos 
“19” de la Administración Central de Fiscalización a Gran-
des Contribuyentes Diversos, en suplencia por ausencia 
del Administrador de Fiscalización a Grandes Contribu-
yentes Diversos “5” y de los Subadministradores de Fis-
calización a Grandes Contribuyentes Diversos “17” y “18”; 
también lo es que, tal como quedó precisado en párra-
fos precedentes, el Administrador de lo Contencioso de 
Grandes Contribuyentes “1”, de la Administración Central 
de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes del Servi-
cio de Administración Tributaria, tiene plena competen-
cia para certificar copias de documentos que tenga en 
su poder u obren en sus archivos; sin que la parte actora 
acredite, en su caso, que dicha autoridad no tuvo en su 
poder ni obraron en sus archivos, los originales que se 
indica se tuvieron a la vista.

Aunado a lo anterior no debe de pasar desapercibido, 
que el Administrador de Fiscalización a Grandes Contri-
buyentes Diversos “5”, el Subadministrador de Fiscaliza-
ción a Grandes Contribuyentes “17”, el Subadministrador 
de Fiscalización a Grandes Contribuyentes Diversos “18” 
y, el Subadministrador de Fiscalización a Grandes Contri-
buyentes Diversos “19”, autoridades emisoras de la orden 
de visita y la determinante del crédito fiscal, son autori-
dades adscritas a la Administración General de Grandes 
Contribuyentes, tal como también lo es la autoridad emi-
sora de la certificación que se analiza, esto es, la Admi-
nistradora de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes 
“1”; por lo que, no existe indicio alguno para suponer que 
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la autoridad emisora de la certificación no pudo tener 
acceso a los archivos originales de los documentos que 
certificó.

Así, en la certificación en estudio, la Administradora 
de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes “1” señaló 
que tuvo a la vista las constancias de las actuaciones rea-
lizadas dentro de la visita domiciliaria VRM9600009/12, 
así como de la resolución determinante del crédito fiscal, 
las cuales cotejó que fueran copia fiel de los documen-
tos originales que obran en sus archivos, sin que la parte 
actora haya desvirtuado tal situación, incumpliendo con 
la carga de la prueba que le correspondía, en términos 
de los artículos 40 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo y, 81 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles.

Bajo este orden de ideas, la autoridad que realizó la 
certificación de mérito no estaba obligada a justificar en 
ella que era competente para desplegar el ejercicio de 
facultades de comprobación y determinar un crédito fis-
cal a la ahora actora, pues esa no era la facultad que es-
taba ejerciendo sino la de certificación de copias, misma 
que fundó y motivó debidamente.

En consecuencia, la certificación en análisis sí genera 
certeza de que las copias de los documentos sí reflejan 
lo representado en los originales.

[…]
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Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en 
los artículos 49, 8, fracción IV y, 9, fracción II de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrativo, se;

R E S U E L V E :

PRIMERO. Ha resultado fundada la única causal de im-
procedencia y sobreseimiento hecha valer por la autori-
dad demandada; en consecuencia,

SEGUNDO. Es de sobreseerse y se sobresee el pre-
sente juicio contencioso administrativo, por los funda-
mentos y motivos expuestos en el Considerando Tercero 
de la presente sentencia. 

TERCERO. Notifíquese.

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de 
conformidad con los artículos 11, fracciones I y II, y 93, 
del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada de ma-
nera presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el 10 de julio de 2024, por unanimi-
dad de 4 votos a favor de los CC. Magistrados Doctora 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Maestro Rafael Estrada 
Sámano, Doctor Carlos Mena Adame y Maestra Luz Ma-
ría Anaya Domínguez.  
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Fue Ponente en el presente asunto la Magistrada 
Maestra Luz María Anaya Domínguez, cuya ponencia 
fue aprobada.

Se elaboró el presente engrose el día 05 de agosto de 
2024, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
27, fracción III y 48, fracción III, de la abrogada Ley Orgá-
nica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 06 
de diciembre de 2007, en relación con lo establecido en 
el Artículo Quinto Transitorio, sexto párrafo, del Decreto 
por el que se expide la Ley General del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción; la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2016. 

Firma la Magistrada Ponente y Presidenta de la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa Luz María Anaya Domínguez, 
ante el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Ad-
junto de Acuerdos de la Segunda Sección, quien autoriza 
y da fe.
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-395

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA UNA 
RESOLUCIÓN EMITIDA EN CUMPLIMIENTO DE UNA SEN-
TENCIA DE NULIDAD. EL ACTOR TIENE LA OPCIÓN DE 
INTERPONER UN NUEVO JUICIO O BIEN LA INSTANCIA 
DE QUEJA.- Conforme al artículo 58 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, la instancia 
de queja tiene como finalidad el puntual cumplimiento de 
las sentencias emitidas por este Tribunal; sin embargo, la 
interposición de la queja constituye una instancia opta-
tiva para el justiciable al que se le determine una nueva 
resolución administrativa que se emite en cumplimiento 
a una sentencia, por lo que si el actor decide interponer 
en su contra un nuevo juicio es claro que su acción es 
del todo procedente, ya que el nuevo acto administrativo 
le está determinando otra situación jurídica con la que 
no está de acuerdo y, por ello, tiene plena acción para 
controvertirlo en el juicio; además de que debe tenerse 
presente que lo que se resolverá en la instancia de que-
ja y en el juicio contencioso administrativo, es autónomo 
y distinto, a pesar de que se cuestione formalmente un 
mismo acto, pues la queja se ocupa de la juridicidad del 
cumplimiento de la sentencia previa y, el juicio, de los 
nuevos vicios de legalidad que el interesado considere 
como motivos de anulación.
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PRECEDENTE:

IX-P-2aS-326
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20741/19-17-02-
4/1031/22-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 29 de febrero de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Alma Rosa Navarro 
Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 161

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-395
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
1425/24-17-03-4/692/24-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2024, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azu-
cena de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2024)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-396

INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA DICTAR LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA O, PARA ORDENAR O TRA-
MITAR EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVE. SU ES-
TUDIO OFICIOSO SÓLO PUEDE EFECTUARSE EN EL 
MOMENTO PROCESAL OPORTUNO.- De conformidad con 
el artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, el Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa puede hacer valer de oficio, por ser de orden 
público, la incompetencia de la autoridad para dictar la 
resolución impugnada o para ordenar o, tramitar el pro-
cedimiento del que derive; cuestión que ha sido interpre-
tada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver la contradicción de tesis número 
44/2006-SS, como la obligación que tiene este Tribunal 
de analizar en todos los casos tales supuestos. No obs-
tante lo anterior, dicho estudio no puede efectuarse una 
vez que han transcurrido los plazos previstos en ley para 
impugnar tales actuaciones, pues la función jurisdiccio-
nal como manifestación del derecho de los gobernados 
al acceso efectivo a la justicia, se encuentra sujeta a los 
requisitos de procedencia previstos por el legislador, 
tales como los plazos y términos en que está se puede 
desarrollar; cuestión que asegura la protección de las ga-
rantías de seguridad jurídica y legalidad.
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Juicio Contencioso Administrativo Núm. 409/15-13-01-
1/198/16-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 8 de agosto de 2024, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de 
Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de agosto de 2024)

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-397

RESOLUCIÓN EMITIDA EN CUMPLIMIENTO A LO RE-
SUELTO EN UN RECURSO DE REVOCACIÓN EN EL QUE 
SE ORDENA A LA AUTORIDAD PRONUNCIARSE RESPEC-
TO DE UN TEMA CON PLENITUD DE JURISDICCIÓN Y EN 
USO DE SUS FACULTADES DISCRECIONALES. NO OTOR-
GA EL DERECHO A CONTROVERTIR ASPECTOS QUE NO 
FUERON CUESTIONADOS EN EL MOMENTO PROCESAL 
OPORTUNO.- De conformidad con lo previsto en los nu-
merales 133, fracción III y, 133-A, del Código Fiscal de la 
Federación, la resolución que pone fin a un recurso de 
revocación puede ordenar a la autoridad emitir una nue-
va determinación en la que se pronuncie respecto de un 
tema, con plenitud de jurisdicción y en uso de sus fa-
cultades discrecionales; lo que implica que la autoridad 
puede ejercer libremente su arbitrio para adoptar una de-
cisión respecto de dicha cuestión. Sin que con dicha de-
terminación se amplíen o modifiquen los plazos que tiene 



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

186Tribunal Federal de Justicia Administrativa

el particular para controvertir los motivos que sustentan 
la resolución primigenia, respecto de los cuales no se 
declaró la existencia de alguna ilegalidad; pues, al no re-
sultar aplicable el principio de litis abierta tratándose de ar-
gumentos esgrimidos en contra del cumplimiento de un 
recurso de revocación, estos debieron de plantearse a tra-
vés del recurso de revocación o, el juicio contencioso ad-
ministrativo promovido en contra de la misma.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 409/15-13-01-
1/198/16-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 8 de agosto de 2024, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de 
Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de agosto de 2024)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

SEXTO.- […]

De lo anterior se desprende lo siguiente:

	El recurso de revocación procederá contra las re-
soluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales 
federales que determinen contribuciones, accesorios o 
aprovechamientos.
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	La interposición del recurso de revocación será op-
tativa para el interesado antes de acudir ante este Tribu-
nal.

	Asimismo, el citado recurso deberá presentarse a 
través del buzón tributario, dentro de los 30 días siguien-
tes a aquél en que haya surtido efectos la notificación de 
la resolución controvertida, con excepción de lo dispues-
to en el artículo 127 del Código Fiscal de la Federación, en 
el que el escrito del recurso deberá presentarse dentro 
del plazo que ahí se señala.

	Que el promovente podrá optar por impugnar un 
acto a través del recurso de revocación o promover direc-
tamente juicio ante este Tribunal.

	El promovente deberá intentar la misma vía elegida 
si pretende impugnar un acto administrativo que sea an-
tecedente o consecuencia de otro.

	En caso de resoluciones dictadas en cumplimiento 
de las emitidas en recursos administrativos, el contribu-
yente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez a tra-
vés de la misma vía.

	Que, para el trámite, desahogo y valoración de las 
pruebas ofrecidas y admitidas, serán aplicables las dis-
posiciones legales que rijan para el juicio contencioso 
administrativo federal, en tanto no se opongan a lo dis-
puesto en el Código Fiscal de la Federación.
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	La autoridad deberá dictar resolución y notificarla 
en un término que no excederá de 3 meses contados a 
partir de la interposición del recurso de revocación.

	Si la autoridad no dicta la resolución en el plazo 
de 3 meses, significará que se ha confirmado el acto re-
currido, por lo que el recurrente podrá decidir si espera 
la resolución expresa o impugnar en cualquier tiempo la 
confirmación del acto.

	En la resolución del recurso se podrán revocar los 
actos administrativos cuando se advierta una ilegalidad 
manifiesta y los agravios sean suficientes, debiendo fun-
dar los motivos por los que se consideró ilegal el acto y 
precisar el alcance de la resolución.

	Por otra parte, no se podrán revocar o modificar los 
actos administrativos en la parte que no fue impugnada 
por el recurrente.

	La resolución emitida en el recurso deberá expre-
sar con claridad los actos que se modifiquen y, si dicha 
modificación es parcial, se indicará el monto del crédito 
fiscal.

	Que en la resolución deberán señalarse los plazos 
en que la misma puede ser impugnada en el juicio con-
tencioso administrativo y en caso de que se omita este 
señalamiento, el contribuyente contará con el doble del 
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plazo que establecen las disposiciones legales para la in-
terposición del juicio.

	La resolución que ponga fin al recurso podrá, entre 
otras cuestiones, ordenar reponer el procedimiento ad-
ministrativo o que se emita una nueva resolución.

	Las autoridades fiscales que hayan emitido los ac-
tos o resoluciones recurridas están obligadas a cumplir 
con las resoluciones dictadas en el recurso de revoca-
ción.

	En el caso de que se deje sin efectos la resolución 
recurrida por un vicio de forma, se podrá subsanar el vicio 
que produjo su revocación.

	Si la resolución recurrida se revoca por vicios de 
procedimiento, se podrá reanudar reponiendo el acto vi-
ciado y a partir del mismo.

	En los dos supuestos descritos con anterioridad, la 
autoridad que deba cumplir la resolución firme contará 
con un plazo de cuatro meses para reponer el procedi-
miento y dictar una nueva resolución.

	Si la autoridad tiene facultades discrecionales para 
iniciar el procedimiento o dictar una nueva resolución, 
podrá abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al 
contribuyente que obtuvo la revocación.
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	Asimismo, se establece que los efectos previstos 
por la fracción I del artículo 133-A del Código Fiscal de 
la Federación se producirán sin que sea necesario que la 
resolución del recurso los establezca, aun cuando en 
la misma se revoque el acto sin señalar efectos.

	Que cuando la resolución recurrida esté viciada en 
cuanto al fondo, no se podrá dictar una nueva resolución 
sobre los mismos hechos, salvo que se señalen efectos 
que le permitan volver a emitir el acto.

	De igual forma, se prevé que en ningún caso el nue-
vo acto administrativo puede perjudicar más al particular 
que la resolución recurrida, ni puede dictarse después de 
haber transcurrido 4 meses.

	Cuando se interponga un medio de impugnación 
se suspenderá el efecto de la resolución del recurso has-
ta que se dicte la sentencia definitiva.

	Los plazos para el cumplimiento de la resolución 
del recurso de revocación comenzarán a correr a partir de 
que hayan transcurrido los quince días para impugnar-
la, salvo que el recurrente demostrara haber interpuesto 
medio de defensa.

[…]

SÉPTIMO.- […]
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En virtud de lo anterior la actora interpuso recurso 
de revocación mediante escrito de 16 de mayo de 2013, 
mismo que se identificó bajo el número RR00044/13; sin 
embargo, al resolver el recurso, la autoridad calificó de 
inatendibles e inoperantes los agravios formulados; 
habiendo prosperado únicamente el agravio en el que la 
actora adujo que no se valoraron los oficios 600-04-04-
2010-67098 de 29 de marzo de 2010, 600-04-04-2010-
69870 de 6 de diciembre de 2010 y 600-04-04-2012-536 
74 de 24 de febrero de 2012; respecto del cual la autori-
dad determinó dejar sin efectos la resolución contenida 
en el oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 de fecha 28 
de febrero de 2013, para el efecto de que la autoridad, 
con plenitud de jurisdicción y, en uso de sus facultades 
discrecionales, valorara los oficios antes citados.

En este sentido, del contenido del oficio 600-72-00-01-
00-2014-0101 de 18 de febrero de 2014 se hace evidente 
que la ahora actora, al interponer el recurso RR00044/13, 
sí formuló diversos agravios tendientes a controvertir lo 
resuelto en el oficio 500-62-00-02-02-2013-001707; no 
obstante, estos no controvirtieron los motivos y funda-
mentos en los que se sustentó la determinante de cré-
dito fiscal; por lo que, se calificaron de inatendibles e 
inoperantes.

Al respecto, es importante señalar que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha indicado que los agra-
vios resultan inoperantes, entre otros supuestos, cuando: 
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a) No combaten todas y cada una de las consideracio-
nes en las que se sustenta el acto controvertido.

b) Su construcción parte de premisas falsas.

c) Su construcción parte de premisas desestimadas

d) No se invocan en el momento procesal oportuno 
para ello

e) No controvierten el sustento principal de la determi-
nación que se impugna.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia PR.L.CN. 
J/21 L (11a.) emitida por Pleno Regional en Materia de 
Trabajo de la Región Centro-Norte, con Residencia en 
Monterrey, Nuevo León, consultable en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 33, Enero de 
2024, Tomo IV, página 3894, cuyo rubro y contenido es el 
siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON 
SI CON MOTIVO DEL SEGUNDO O ULTERIOR JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO, SE HACEN VALER VIOLACIO-
NES PROCESALES PREEXISTENTES, QUE NO FUERON 
IMPUGNADAS OPORTUNAMENTE, NI ADVERTIDAS 
EN SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE POR EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.” [N.E. Se omite 
transcripción]
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También se considera lo dispuesto en la jurispru-
dencia 2a./J. 115/2019 (10a.) sustentada por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publi-
cada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, página 2249, de 
rubro y contenido siguiente:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA RECLAMACIÓN. LA 
DESESTIMACIÓN DE LOS ENCAMINADOS A COMBA-
TIR UNA RAZÓN QUE POR SÍ MISMA SUSTENTA EL 
SENTIDO DEL ACUERDO RECURRIDO, HACE INNE-
CESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMÁS.” [N.E. Se omite 
transcripción]

De igual forma es de observarse la jurisprudencia 
1a./J. 121/2013 (10a.) emitida por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 
2, Enero de 2014, Tomo II, página 786, la cual es del tenor 
siguiente:

“RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INOPERANTES 
LOS AGRAVIOS QUE NO CONTROVIERTEN LO RE-
SUELTO POR EL ÓRGANO DE AMPARO EN RELACIÓN 
CON EL CUMPLIMIENTO DEL FALLO PROTECTOR.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Por último, se atiende lo previsto en la jurispruden-
cia 2a./J. 108/2012 (10a.) sustentada por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pu-
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blicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326, 
de rubro y contenido siguiente:

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE 
SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS.” [N.E. Se omite 
transcripción]

De las tesis expuestas se destaca:

	Que el principio de concentración conlleva el ideal 
constitucional y legal, que desde el primer juicio de am-
paro directo se logren concentrar todas las afectacio-
nes procesales ocurridas en el procedimiento de origen 
como regla dominante de trato, sea que se invoquen por 
las partes o bien las que se tengan que apreciar en su-
plencia de la queja.

	Que, aunque la parte interesada acuda al segundo 
o ulterior juicio para alegar esas afectaciones procesales 
cometidas en su contra, como las mismas eran ya exis-
tentes desde el primer amparo, los conceptos de viola-
ción de índole procesal deben declararse inoperantes, 
por haber perdido la oportunidad de hacerlas valer, esto 
es, por operar la sanción de la preclusión procesal.

	Que, si de algún acuerdo de presidencia recurrido 
se advierte que se expusieron varias razones para soste-
ner su sentido y de su estudio se aprecia que cada una, 
por sí misma, es suficiente para justificarlo, es inconcu-
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so que al desestimarse los agravios dirigidos a combatir 
una de ellas, tal circunstancia hace innecesario el estudio 
de los demás, pues ni resultando fundados cambiarían el 
sentido del acuerdo impugnado.

	Que los agravios expuestos resultan inoperantes 
cuando no controvierten lo resuelto en relación con el 
cumplimiento del fallo dictado en el juicio.

	Que los agravios cuya construcción parte de pre-
misas falsas son inoperantes.

Así, es evidente que para la calificación de inoperancia 
de los agravios implica:

1. Que los agravios sí se formularon.

2. Que no es factible entrar al estudio de lo que en ellos 
se sostiene, en virtud de que:

a. Resultan insuficientes para el fin que se pretende.

b. A ningún fin práctico conduce su análisis o resolu-
ción, pues son ineficaces para obtener la revocación o 
declaración de ilegalidad del acto que se combate; o,

c. Precluyó el derecho para hacerlos valer pues no 
fueron formulados en el momento procesal oportu-
no; por lo que, ya no es factible efectuar su estudio 
atendiendo a la figura de preclusión.



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

196Tribunal Federal de Justicia Administrativa

Por lo que, al ser inatendibles e inoperantes los agra-
vios formulados en el primer recurso de revocación, ya 
existió un pronunciamiento por parte de la autoridad 
al respecto, habiéndose declarado la nulidad del oficio 
500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 2013, 
para el efecto de que la autoridad valorara los oficios 
600-04-04-2010-67098 de 29 de marzo de 2010, 600-
04-04-2010-69870 de 6 de diciembre de 2010 y 600-04-
04-2012-53674 de 24 de febrero de 2012.

En cumplimiento a lo resuelto en el aludido recurso 
RR00044/13, la autoridad demandada emitió el oficio 
500-62-00-07-00-2014-00006617 de 28 de agosto de 
2014, a través del cual se volvió a determinar a la actora 
un crédito fiscal por la cantidad total de $262’654,599.77 
por concepto de impuesto sobre la renta, impuesto em-
presarial a tasa única, impuesto al valor agregado, ac-
tualizaciones, multas y recargos por el ejercicio fiscal de 
2008.

En este sentido, la jurisprudencia VII-J-1aS-18 emitida 
por la Primera Sección de la Sala Superior de este Tribu-
nal, publicada en su Revista, Séptima Época, Año II, Nú-
mero 10, Mayo 2012, página 36, prevé:

“LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI-
NISTRATIVO FEDERAL. SU ALCANCE Y FINALIDAD.” 
[N.E. Se omite transcripción]
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De dicho criterio se puede advertir que se ha deno-
minado “principio de litis abierta”, consistente en que el 
demandante que impugne una resolución recaída a un 
recurso administrativo, simultáneamente está impug-
nando la resolución combatida en sede administrativa, 
en la parte que continúa afectándolo, con la posibilidad 
de hacer valer conceptos de nulidad en contra de la re-
solución combatida en el recurso y de la recaída a éste; 
y, además, respecto de la primera puede introducir ar-
gumentos diferentes a los que hizo valer en el recurso 
administrativo, pero tal posibilidad de hacer valer agra-
vios novedosos y ofrecer pruebas distintas a los expues-
tos ante la autoridad en sede administrativa, siempre 
y cuando estén relacionados con aquellos argumentos y 
elementos probatorios que fueron objeto de análisis por 
parte de la autoridad en la instancia que precede al juicio 
contencioso administrativo.

En virtud de que el principio en comento no tiene el 
alcance de ampliar el procedimiento administrativo, o 
instaurar un segundo procedimiento para dar una nueva 
oportunidad al demandante para que demuestre en el 
juicio de nulidad los hechos que debió demostrar en 
el procedimiento administrativo; y esto es así, en virtud 
de que el principio en comento no fue instituido con el 
objeto de variar, sin justificación alguna, los hechos que 
fueron tomados en cuenta al emitir el acto administra-
tivo original, de modo que no tiene por finalidad que el 
particular cumpla con obligaciones previstas en la nor-
matividad que rige el procedimiento del que deriva ese 
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acto, cuando tal procedimiento ya fue agotado, previa y 
formalmente por la autoridad.

En ese mismo orden de ideas, el Pleno Jurisdiccional 
de este Tribunal, también ha determinado mediante el 
precedente VI-P-SS-434, consultable en la Revista que 
edita este Órgano Jurisdiccional, Sexta Época, Año IV, 
Número 38, Febrero 2011, página 65, de rubro y conteni-
do siguiente:

“LITIS ABIERTA. NO LA HAY TRATÁNDOSE DE ARGU-
MENTOS ESGRIMIDOS EN CONTRA DEL CUMPLI-
MIENTO DE UN RECURSO DE REVOCACIÓN.” [N.E. Se 
omite transcripción]

Del criterio antes transcrito, se desprende que el Pleno 
Jurisdiccional de este Tribunal ha determinado que no 
existe litis abierta, tratándose de argumentos esgrimidos 
en contra del cumplimiento de un recurso de revocación; 
es decir, cuando la parte actora conoce los motivos de 
la determinación del crédito fiscal y no los combate 
a través del recurso de revocación o mediante juicio 
contencioso administrativo, siendo éstos los momentos 
procesales oportunos para hacerlo, está consintiendo 
tales motivos, ya que no obstante tener dichos medios 
legales de defensa, si los combate hasta que impugna 
la resolución que se emite en cumplimiento al recurso de 
revocación, tales argumentos resultan inoperantes por 
inoportunos, al haber precluido su derecho para plan-
tearlos; sin que sea dable considerar que lo puede ha-
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cer en términos de los artículos 1°, segundo párrafo y 50, 
penúltimo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, en virtud de que no hay li-
tis abierta cuando la resolución controvertida se dictó en 
cumplimiento a la resolución del recurso de revocación, 
porque dichos argumentos pudo plantearlos desde el re-
curso de revocación o en el juicio contencioso adminis-
trativo que estuvo en posibilidad de promover en contra 
de la primera determinación del crédito fiscal.

Asimismo, es aplicable la tesis III.1o.A.37 A (10a.) sus-
tentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Tercer Circuito, publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Libro 45, Agosto 
de 2017, Tomo IV, página 2921, de contenido siguiente:

“LITIS ABIERTA EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIO-
SO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ACTOR NO PUE-
DE, CON BASE EN DICHO PRINCIPIO, IMPUGNAR EN 
EL JUICIO PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE CUMPLIMENTÓ EL PRIMIGENIO, LAS DETERMI-
NACIONES CONSENTIDAS DEL PRIMER RECURSO 
EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE LE RESULTÓ FAVO-
RABLE EN PARTE, AL HABER OPERADO LA PRECLU-
SIÓN.” [N.E. Se omite transcripción]

También resulta aplicable la tesis IV.2o.A.143 A (10a.) 
emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito, visible en la Gaceta del 
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Semanario Judicial de la Federación, Libro 51, Febrero de 
2018, Tomo III, página 153, de rubro y contenido siguiente:

“RESOLUCIÓN DEL RECURSO ADMINISTRATIVO 
PARCIALMENTE FAVORABLE A LOS INTERESES DEL 
PARTICULAR. LA OMISIÓN DE IMPUGNARLA PRO-
DUCE, POR UNA PARTE, EL CONSENTIMIENTO DE 
LOS ASPECTOS DESFAVORABLES DE LA DECISIÓN Y, 
POR OTRA, LA PRECLUSIÓN DEL DERECHO A CON-
TROVERTIRLOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI-
NISTRATIVO QUE SE INTENTE CONTRA LA NUEVA 
DETERMINACIÓN DICTADA EN CUMPLIMIENTO DE 
LO RESUELTO EN DICHO RECURSO.” [N.E. Se omite 
transcripción]

Precisado lo anterior, conviene destacar, en primer lu-
gar, los términos en que ha sido sustentado por nuestro 
más alto Tribunal el sentido del principio de litis abierta, 
planteándolo como una simplificación en el terreno jurí-
dico, cuyo alcance es permitir que en el juicio de nulidad, 
puedan hacerse valer conceptos de impugnación no-
vedosos o reiterativos, no planteados en el recurso que 
previamente se haya interpuesto ante la propia autoridad 
fiscal; sin embargo, dicho principio solo cobra aplicación 
cuando se impugna la resolución dictada en un proce-
dimiento administrativo, antes de acudir ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, sin que ello implique 
que habiéndose emitido la resolución respectiva en sede 
administrativa en cumplimiento de un recurso adminis-
trativo precedente, sin satisfacer el interés jurídico del 
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recurrente, esos aspectos que debieron haber sido recu-
rridos en la vía del juicio contencioso administrativo, pue-
dan ser planteados nuevamente en el juicio de nulidad 
que se promueva contra una nueva resolución que con-
firma la legalidad de la primera resolución administrativa, 
pues permitir que la instancia jurisdiccional examine di-
chos tópicos, significaría otorgar una nueva oportunidad 
a los demandantes para demostrar situaciones, respec-
to de las cuales la ley establece el momento procesal 
oportuno para hacerlo y en consecuencia su omisión de 
impugnarlos, implica su consentimiento y genera la pre-
clusión del derecho a cuestionarlos nuevamente al haber 
sido consentidos.

De ahí que, si los argumentos formulados por la ac-
tora en su primer recurso de revocación fueron de-
clarados inoperantes e inatendibles, sin que haya 
controvertido tal determinación, es que precluyó su 
derecho para controvertir tanto dicha calificativa —ino-
perantes e inatendibles—, así como, los motivos y funda-
mentos en los que sustentó la determinante del crédito 
fiscal, de los que tuvo conocimiento desde la emisión del 
oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 
2013; resultando legal lo determinado por la autoridad.

Sin que pase desapercibido que al resolver el recurso 
RR00044/13, la autoridad dejó sin efectos el oficio 500-
62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 2013, para 
el efecto de que, con plenitud de jurisdicción y en el uso 
de facultades discrecionales, la Administración Local de 
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Auditoría Fiscal de Tuxpan del Servicio de Administración 
Tributaria valorara los oficios 600-04-04-2010-67098 
de 29 de marzo de 2010, 600-04-04-2010-69870 de 6 de 
diciembre de 2010 y 600-04-04-2012-53674 de 24 de fe-
brero de 2012; sin embargo, dicha plenitud de jurisdic-
ción y uso de facultades discrecionales implican que la 
autoridad podía valorar a su libre arbitrio las aludidas 
pruebas; mas no, como lo pretende la actora, prorrogar 
su derecho a impugnar motivos y fundamentos de los 
que tenía conocimiento desde la emisión del señalado 
oficio.

Así, la plenitud de jurisdicción y uso de facultades dis-
crecionales, implica que se concede a la autoridad un am-
plio margen de apreciación del tema respecto del cual se 
le devuelve la plenitud de jurisdicción, pues puede ejer-
cer libremente su arbitrio para adoptar una decisión; sin 
embargo, lo anterior, es independiente de los plazos que 
tiene el particular para controvertir un acto de autoridad; 
por lo que en nada interfiere con los mismos ni ocasiona 
que estos sean nugatorios.

Bajo este orden de ideas se debe de considerar que si 
bien es cierto que se indicó que la autoridad debía, con 
plenitud de jurisdicción y, en uso de sus facultades dis-
crecionales, valorar las pruebas ya señaladas; también lo 
es que el restante de los argumentos hechos valer por 
la parte actora se declararon inatendibles e inoperantes; 
cuestión que no fue controvertida por la ahora actora.
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En este sentido es que la autoridad al emitir la reso-
lución contenida en el oficio 500-62-00-07-00-2014-
00006617 de 28 de agosto de 2014 sí valoró con plenitud 
de jurisdicción los oficios 600-04-04-2010-67098 de 29 de 
marzo de 2010, 600-04-04-2010-69870 de 6 de diciem-
bre de 2010 y 600-04-04-2012-53674 de 24 de febre-
ro de 2012, pues no se encontró constreñida a otorgar 
a dichas pruebas cierto valor probatorio, sino que rea-
lizó la valoración según su arbitrio; sin embargo, indicó 
que eran resoluciones emitidas en virtud de solicitudes 
de confirmación de criterios respecto de transferencias 
efectuadas en los ejercicios 2009, 2010 y 2011; en las que 
se determinó que del análisis efectuado a las resolu-
ciones exhibidas en el recurso de revocación número 
RR00044/13, se conoció que su contenido no desvirtuó 
las irregularidades señaladas en la resolución contenida 
en el oficio número 500-62-00-02-02-2013-001707 de 
fecha 28 de febrero de 2013.

Lo anterior, toda vez que de las resoluciones de la 
Administración Central de la Administración General Ju-
rídica se confirmó su criterio respecto a que las transfe-
rencias de obras de infraestructura portuaria que realiza 
al Gobierno Federal, son partidas deducibles, en el ejer-
cicio en el que se transmiten los activos, de la base de 
impuesto sobre la renta hasta por el monto invertido y no 
deducido con anterioridad, esto es por tratarse de bienes 
cuya propiedad es transmitida al Gobierno Federal, que 
las erogaciones realizadas por la ahora demandante en 
obras de infraestructura portuaria corresponden a eroga-
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ciones deducibles para efectos del impuesto empresa-
rial a tasa única y que las obras e instalaciones adheridas 
de manera permanente a los bienes del dominio público 
concesionados, incluidas las marítimas, pasarán al domi-
nio de la Nación, sin costo alguno y libres de todo grava-
men, se confirmó que la hoy actora no obtendrá ingresos 
acumulables para efectos del impuesto sobre la renta e 
impuesto empresarial a tasa única en la transferencia.

No obstante la autoridad indicó que el crédito fiscal 
determinado no puso en duda la constitución y objeto de 
la ahora actora, ni que necesitara la obtención de recur-
sos del Gobierno Federal para el desarrollo de sus acti-
vidades; sino que, fue determinado por el hecho de que 
no fue aclarado el origen de los depósitos en cantidad de 
$144’700,000.00, por no haber proporcionado el respaldo 
documental que amparara las operaciones celebradas 
por las partes en el momento de haber sido realizadas; 
siendo insuficiente para acreditar lo anterior el acta de 
asamblea de 19 de mayo de 2009.

Así, la autoridad vertió nuevamente las consideracio-
nes que quedaron expuestas desde la emisión del ofi-
cio 500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 
2013, bajo las cuales volvió a determinar un crédito fiscal 
con cifras actualizadas hasta el 28 de febrero de 2013, en 
cantidad total de $262’654,599.77 por concepto de im-
puesto sobre la renta, impuesto empresarial a tasa única, 
impuesto al valor agregado, actualizaciones, multas y re-
cargos por el ejercicio fiscal de 2008.
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En este sentido, la posibilidad que tuvo la autoridad 
para ejercer su arbitrio y adoptar una decisión en rela-
ción con las aludidas pruebas, no resultó suficiente para 
desacreditar las consideraciones que ya se le habían dado 
a conocer a la parte actora desde la emisión de la de-
terminante de 28 de febrero de 2013; pues con dichos 
oficios la parte actora no aclaró el origen de los depósitos 
en cantidad de $144’700,000.00 al no constituir el respal-
do documental que amparara las operaciones celebra-
das respecto de dicha cantidad, en el momento de haber 
sido realizadas; sino que se trataba de confirmaciones 
de criterio respecto de transferencias efectuadas en los 
ejercicios 2009, 2010 y 2011.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis 1a. 
CX/2015 (10a.) sostenida por la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, 
Marzo de 2015, Tomo II, página 1115, la cual es del tenor 
siguiente:

“SENTENCIAS DE AMPARO. PARÁMETROS QUE DE-
BERÁN SATISFACER LAS AUTORIDADES RESPONSA-
BLES PARA SU CUMPLIMIENTO A PESAR DE QUE SE 
LES HAYA CONCEDIDO PLENITUD DE JURISDICCIÓN.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Asimismo, resulta aplicable la jurisprudencia P./J. 
136/2000 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial 
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de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 
2000, página 993, de rubro y contenido siguiente:

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES PROCEDEN-
TE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DICTADA EN 
ACATAMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN EL ASPECTO 
EN QUE SE DEVOLVIÓ PLENITUD DE JURISDICCIÓN 
A LA AUTORIDAD DEMANDADA.” [N.E. Se omite trans-
cripción]

Por lo anterior, resulta conforme a derecho que la au-
toridad haya calificado de inatendibles e inoperantes los 
agravios hechos valer, pues estos se encontraban en-
caminados a controvertir cuestiones que fueron de su 
conocimiento desde la emisión del oficio 500-62-00-
07-00-2014-00006617 de 28 de febrero de 2013; lo que 
es evidente de los conceptos de impugnación primero, 
segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octa-
vo, noveno, décimo, décimo primero, décimo segundo, 
décimo tercero, décimo cuarto, décimo quinto, décimo 
sexto, décimo séptimo, décimo octavo, décimo no-
veno, vigésimo, vigésimo primero, vigésimo segundo 
[primer vigésimo segundo], vigésimo cuarto y, vigési-
mo quinto; formulados en su demanda, pues, en todos 
ellos hace valer la omisión de estudio de sus agravios ar-
gumentando que las pruebas aportadas ante la autoridad 
fiscalizadora eran suficientes para acreditar el origen de 
los depósitos bancarios observados, careciendo de fun-
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damentación la determinación de la autoridad de tener 
por precluido su derecho para formular tales agravios.

En este sentido, lo cierto es que, legalmente la auto-
ridad se encontraba impedida para analizar los agravios 
esgrimidos pues en ninguno de ellos la actora hizo va-
ler argumentos en contra de la valoración de los oficios 
600-04-04-2010-67098 de 29 de marzo de 2010, 600-04-
04-2010-69870 de 6 de diciembre de 2010 y 600-04-04-
2012-53674 de 24 de febrero de 2012, que se efectuó en 
cumplimiento a lo resuelto en el recurso RR00082/2014; 
sino que, pretendió controvertir aquellos motivos y 
fundamentos que ya se le habían dado a conocer median-
te oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 
2013; como se advierte de la lectura de sus conceptos 
de impugnación, cuyo resumen ya ha quedado transcrito.

Sin que pase desapercibido que la actora alude que la 
resolución recurrida al ser emitida con plena jurisdicción 
es recurrible en todo su contexto pues no le es aplicable 
la interpretación errónea invocada por la autoridad del ar-
tículo 15 del Código Fiscal de la Federación; no obstan-
te, lo cierto es que, como ya ha quedado evidenciado la 
autoridad no cita como fundamento de su determinación 
dicho numeral; por lo que, dicho concepto de impugna-
ción deviene de inoperante por partir de una premisa falsa.

Indicándose, a mayor abundamiento, que el artículo 15 
del Código Fiscal de la Federación, vigente al momento de 
la emisión de la resolución impugnada refiere:
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[N.E. Se omite transcripción]

Por lo que, el numeral cuya interpretación errónea alu-
de la actora, hace referencia al contrato de arrendamien-
to financiero y, en tal virtud, no se encuentra relacionado 
con la litis que nos ocupa.

Tampoco pasa desapercibido que la actora refiere en 
sus conceptos de impugnación que sin conceder que 
sobre la cantidad de $144´700,000.00, se haya omiti-
do el entero de contribuciones, lo cierto es que se puso 
a disposición de la Tesorería de la Federación la cantidad 
de $5´900,000.00 lo que acredita con copia certificada del 
oficio ********** 1426 de 17 de octubre de 2008; firma-
do por el Director General de ********** y la cantidad de 
$13´000,000.00 como consta en los estados financieros 
dictaminados que se encuentran registrados como pa-
sivo, recursos que mediante autorización del Consejo de 
Administración fueron autorizados para ejercerse en el 
capítulo 3000 para el dragado de mantenimiento como 
se aprecia con la copia certificada del acta de consejo 
de fecha 23 de noviembre de 2008, lo que justifica que 
la capitalización de los ingresos recibidos de la Tesorería 
de la Federación sea por la cantidad de $125´800,000.00, 
que se consignan en el acta AO/E-XXXIX de asamblea 
de accionistas de 19 de mayo de 2009, pues el 17 de 
octubre de 2008 se reintegró a la Tesorería de la Federa-
ción la cantidad de $5´900,000.00 como se acredita con la 
copia certificada el aviso de reingreso ********** 1433/2008 
de misma fecha, habiéndose destinado la cantidad de 
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$13’000,000.00 para atender la medida emergente para 
el restablecimiento del dragado en el canal de navega-
ción como se acredita con la copia certificada del acuer-
do CA-LC-7 (23-IX-08).

Sin embargo, estos también son argumentos que, en 
su caso, debieron hacerse valer desde la impugnación 
del oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febre-
ro de 2013, ya sea a través de recurso de revocación o 
juicio de nulidad; pues con ellos pretende desvirtuar que 
los depósitos determinados por la autoridad constituye-
ron ingresos.

Máxime que desde la emisión de la resolución del pri-
mer recurso de revocación interpuesto RR00044/13, la 
autoridad le indicó con claridad a la ahora actora que “[…] 
la Administración Local de Auditoría Fiscal de Tuxpan en 
el caso sujeto a estudio, fundó y asentó las razones por 
las cuales consideró que la promovente tuvo ingresos 
derivados de depósitos bancarios registrados en su con-
tabilidad como aportaciones del Gobierno Federal durante 
el ejercicio de 2008 sujeto a revisión, al no aportarse do-
cumentos que ampararan las operaciones celebradas 
por las partes al momento de haber sido realizadas y en 
las cuales se pudiera observar que las cantidades depo-
sitadas en las cuentas de la contribuyente, efectivamente 
correspondían a las Aportaciones del Gobierno Federal a 
que hace mención en sus agravios […]”.
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Insistiéndose que entre el contenido de la determi-
nante del crédito fiscal emitida mediante oficio de 28 de 
febrero de 2013 y, aquella constante en el oficio de 28 
de agosto de 2014; la diferencia existente en su moti-
vación y fundamentación es la valoración de los oficios 
600-04-04-2010-67098 de 29 de marzo de 2010, 600-
04-04-2010-69870 de 6 de diciembre de 2010 y 600-04-
04-2012-53674 de 24 de febrero de 2012; por lo que, los 
restantes motivos y fundamentos eran del conocimiento 
de la ahora actora desde la notificación del oficio de 28 de 
febrero de 2013.

En este sentido, al haberse anulado la resolución im-
pugnada controvertida de 28 de febrero de 2013, úni-
camente para el efecto de que la autoridad valorara los 
oficios 600-04-04-2010-67098 de 29 de marzo de 2010, 
600-04-04-2010-69870 de 6 de diciembre de 2010 y 600-
04-04-2012-53674 de 24 de febrero de 2012, declarando 
inatendibles e inoperantes el restante de los argumen-
tos hechos valer en el recurso RR00044/13; es que, si la 
ahora actora consideraba que existía alguna porción de 
dicha determinación que continuaba causándole afecta-
ción debía promover juicio de nulidad ante este Tribu-
nal de conformidad con lo dispuesto en los numerales 
125 del Código Fiscal de la Federación, 2, 8, fracción IV y, 
13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo; 14 fracciones I y XII de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, vigentes al 
momento de la emisión de la resolución contenida en 
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el oficio 600-72-00-01-00-2014-0101 de 18 de febrero de 
2014; los cuales prevén:

[N.E. Se omite transcripción]

De los preceptos legales antes transcritos se despren-
de lo siguiente:

	El interesado tiene la opción de impugnar un acto 
administrativo mediante la interposición del recurso de 
revocación o mediante juicio de nulidad promovido ante 
este Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

	En caso de que el acto que se pretenda impugnar 
sea antecedente o consecuente de otro, se deberá inten-
tar la misma vía elegida.

	Tratándose de resoluciones dictadas en cumpli-
miento de las emitidas en recursos administrativos, el 
contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola 
vez, a través de la misma vía.

	Cuando la resolución dictada en el recurso de re-
vocación se impugne ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo 
deberá hacerse valer ante la sala regional del Tribunal 
que conozca del juicio respectivo.

	En el supuesto de los procedimientos de resolu-
ción de controversias previstos en los tratados para evitar 
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la doble tributación de los que México sea parte, estos 
son optativos y podrán ser solicitados por el interesado 
con anterioridad o posterioridad a la resolución de los 
medios de defensa previstos en el Código Fiscal de la 
Federación; asimismo, dichos procedimientos son impro-
cedentes contra las resoluciones que ponen fin al recurso 
de revocación o al juicio seguido ante este Tribunal.

	Por su parte, el artículo 2° de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo establece que el 
juicio contencioso administrativo federal será procedente 
contra las resoluciones administrativas definitivas esta-
blecidas en la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justi-
cia Fiscal y Administrativa.

	De igual manera, el juicio contencioso adminis-
trativo federal procede contra los actos administrativos, 
Decretos y Acuerdos de carácter general, diversos a los 
Reglamentos, cuando éstos sean autoaplicativos o cuan-
do el interesado los controvierta en unión del primer acto 
de aplicación.

	Además, que las autoridades de la Administración 
Pública Federal tienen acción para controvertir una reso-
lución administrativa favorable a un particular cuando se 
estime que dicho acto es contrario a la ley.

	El numeral 8, fracción II, prevé que es improceden-
te el juicio cuando exista consentimiento, entendiéndose 
que este existe en aquellos casos en que no se promue-
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ve algún medio de defensa en los términos de las leyes 
respectivas o, juicio ante el Tribunal en los plazos que se-
ñala la ley.

	La demanda de nulidad puede ser presentada me-
diante juicio en la vía tradicional, por escrito ante la sala 
regional competente o, en la vía en línea, a través del Sis-
tema de Justicia en Línea de este Tribunal, caso en el que 
deberá manifestar que opta por dicha opción al momen-
to de presentar la demanda.

	Una vez que el demandante haya elegido su opción 
para controvertir el acto de molestia no podrá variarla.

	Cuando la autoridad controvierta una resolución 
administrativa a través del juicio de nulidad, la demanda 
deberá de presentarse en todos los casos, en la vía en 
línea a través del Sistema de Justicia en Línea.

	Cuando el demandante no manifieste su opción al 
momento de presentar su demanda se entenderá que 
eligió tramitar el juicio en la vía tradicional.

	Asimismo, el artículo 13 de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo establece los 
plazos en que se debe presentar la demanda de nulidad, 
siendo estos:

	Cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el que 
haya surtido efectos la notificación de la resolución 
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impugnada, lo que se determinará conforme a la ley 
aplicable a ésta, incluso cuando se controvierta si-
multáneamente como primer acto de aplicación una 
regla administrativa de carácter general, o cuando 
haya iniciado su vigencia el decreto, acuerdo, acto 
o resolución administrativa de carácter general im-
pugnada cuando esta sea autoaplicativa.

	Cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el que 
surta efectos la notificación de la resolución de la 
Sala o Sección que determine que la queja promo-
vida es improcedente y consecuentemente, deba 
tramitarse como juicio; caso en que se deberá pre-
venir al promovente para que presente demanda en 
contra de la resolución administrativa que tenga ca-
rácter definitivo.

	Cinco años en el caso de que las autoridades de-
manden la modificación o nulidad de una resolu-
ción favorable a un particular, plazo que se contará 
a partir del día siguiente a la fecha en que el acto 
controvertido se haya emitido, salvo que éste haya 
producido efectos de tracto sucesivo, caso en el 
que se podrá demandar la modificación o nulidad 
en cualquier época sin exceder de los cinco años 
posteriores al último efecto, considerando que los 
efectos de la sentencia, en caso de ser total o par-
cialmente desfavorable para el particular, sólo se 
retrotraerán a los cinco años anteriores a la presen-
tación de la demanda.



SEGUNDA SECCIÓN
Precedente

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 215

	Cuando el demandante resida fuera de la pobla-
ción donde se encuentre la sede de la Sala que deba 
conocer del juicio, la demanda podrá enviarse a través 
de Correos de México o correo certificado con acuse de 
recibo, siempre que el envío se realice en el lugar en que 
resida el demandante, pudiendo señalar como domicilio 
para recibir notificaciones, el ubicado en cualquier parte 
del territorio nacional, salvo cuando su domicilio se en-
cuentre dentro de la jurisdicción de la Sala competente, 
en cuyo caso, el señalado para tal efecto, deberá estar 
ubicado dentro de la circunscripción territorial de la Sala.

	Si el interesado fallece durante el plazo para iniciar 
juicio, éste se suspenderá hasta por un año, si antes no 
se ha aceptado el cargo de representante de la sucesión.

	El plazo para interponer la demanda se suspende-
rá si el particular solicita a las autoridades fiscales iniciar 
el procedimiento de resolución de controversias conteni-
do en un tratado para evitar la doble tributación, incluyendo 
el procedimiento arbitral, supuestos en los que cesará la 
suspensión cuando se notifique la resolución que da por 
terminado dicho procedimiento, inclusive en el caso de 
que se dé por terminado a petición del interesado.

	También se suspenderá el plazo para interponer 
el juicio contencioso administrativo federal, hasta por un 
año, en los casos de incapacidad o declaración de au-
sencia, decretadas por autoridad judicial, suspensión que 
cesará tan pronto como se acredite que se ha aceptado 
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el cargo de tutor del incapaz o representante legal del au-
sente, siendo en perjuicio del particular si durante el plazo 
antes mencionado no se provee sobre su representación.

	Por su parte, el artículo 14 de la Ley Orgánica del en-
tonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
establece que este Tribunal es competente para conocer 
de los juicios que se promuevan, entre otros supuestos, 
contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y 
procedimientos, siguientes:

	Dictadas por autoridades fiscales federales y orga-
nismos fiscales autónomos, en los que se determine 
la existencia de una obligación fiscal, se fije en canti-
dad líquida o se den las bases para su liquidación; y

	Las que decidan los recursos administrativos en 
contra de las resoluciones descritas en las demás 
fracciones del referido artículo 14 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva, señaladas como competencia de este Tribunal.

Así, al no haber ejercido la actora su derecho de im-
pugnar la determinación contenida en el oficio 600-72-
00-01-00-2014-0101 de 18 de febrero de 2014, perdió su 
oportunidad procesal para hacer valer los argumentos 
que estimara conducentes a controvertir tanto el con-
tenido del oficio 600-72-00-01-00-2014-0101; como el 
de la determinante de crédito fiscal de 28 de febrero de 
2013, pues no se observó la oportunidad dada por la ley 
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para la realización de dicha impugnación; ello, no obs-
tante que en 600-72-00-01-00-2014-0101 se le indicó a la 
ahora actora que dicha determinación era susceptible de 
impugnarse mediante juicio contencioso administrativo.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia 
1a./J. 21/2002 emitida por la Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, 
Abril de 2002, página 314, cuyo rubro y contenido es el 
siguiente: 

“PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTIN-
GUE O CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE 
REALIZAR UN ACTO.” [N.E. Se omite transcripción]

Por lo que, en virtud de que sus agravios se encuentran 
encaminados a acreditar que los depósitos considerados 
por la autoridad como ingresos no tienen dicha natura-
leza, al ser aportaciones del Gobierno Federal, alegando 
que las pruebas que aportó son suficientes para acreditar 
ello; es que devienen de inoperantes pues estos debie-
ron de hacerse valer en el momento procesal oportuno, 
esto es, mediante la impugnación del oficio 600-72-00-
01-00-2014-0101 de 18 de febrero de 2014.

No siendo óbice que la actora aduce que no es cier-
to que los agravios sólo se refieran a las cuentas banca-
rias, pues en ellos se hicieron valer diversos temas; sin 
embargo, con ello no acredita la ilegalidad de la reso-
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lución impugnada; toda vez que, en esta se indicó que 
todos los agravios estaban estrechamente vinculados 
entre sí pues en ellos se refería que los depósitos en 
las cuentas bancarias de la ahora actora correspondían 
a aportaciones del Gobierno Federal conforme al acta 
AO/EXXX de 19 de mayo de 2009 y, a la aplicación de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; siendo 
que, de la lectura a sus conceptos de impugnación, en 
los cuales hace referencia a los agravios vertidos en su 
recurso de revocación, se evidencia que, la finalidad de 
todos sus agravios es acreditar que los depósitos ob-
servados por la autoridad no son ingresos sino aporta-
ciones del Gobierno Federal.

Poniéndose de manifiesto que a foja 44 de la resolución 
impugnada, la autoridad señala expresamente que la ac-
tora NO exhibe documentación con la que acredite el 
origen de los depósitos bancarios, DIVERSA A LA YA EX-
HIBIDA ANTE LA AUTORIDAD REVISORA; circunstancia 
que, una vez más, permite afirmar que la indebida valora-
ción u omisión de valoración de pruebas efectuada por la 
autoridad al emitir el oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 
de 28 de febrero de 2013, debió hacerse valer mediante 
recurso de revocación o juicio de nulidad; no obstante, 
de la resolución al recurso RR00044/13, se advierte que 
la única omisión de valoración que hizo valer por la ahora 
actora fue respecto de los oficios 600-04-04-2010-67098 
de 29 de marzo de 2010, 600-04-04-2010-69870 de 6 de 
diciembre de 2010 y 600-04-04-2012-53674 de 24 de fe-
brero de 2012, que exhibió en la instancia de recurso de 
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revocación; argumento por el que se ordenó a la autori-
dad la valoración de dichas probanzas.

Así, lo cierto es que si la actora consideraba que en 
el oficio 500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero 
de 2013 o, en el oficio 600-72-00-01-00-2014-0101 de 18 de 
febrero de 2014 —mediante el cual se resolvió su recur-
so de revocación RR00044/13—; la autoridad había sido 
omisa en valorar sus pruebas o, las había valorado indebi-
damente; siendo estas suficientes para acreditar que los 
depósitos observados por la autoridad no eran ingresos 
sino aportaciones del Gobierno Federal; así debió hacerlo 
valer mediante la impugnación de dichas determinacio-
nes en el momento procesal oportuno.

[…]

Ahora, por lo que hace a los argumentos vertidos en 
los alegatos identificados como primero, segundo, terce-
ro, cuarto, quinto y, sexto; en los que la actora hace va-
ler supuestos argumentos de incompetencia o, indebida 
fundamentación de competencia, de los visitadores que 
actuaron durante la visita que dio origen al crédito fiscal 
impugnado, se determina lo siguiente:

En principio es menester destacar que de acuerdo a los 
artículos 14 y 16 constitucionales, los actos de molestia y 
privación requieren, para ser legales, entre otros requisi-
tos, que sean emitidos por autoridad competente cum-
pliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia 
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jurídica; lo que significa que todo acto de autoridad ne-
cesariamente debe emitirse por quien para ello esté le-
gitimado, expresándose, como parte de las formalidades 
esenciales, el carácter con que la autoridad respectiva lo 
suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue 
tal legitimación, pues de lo contrario se dejaría al afectado 
en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo 
que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter 
con que lo emite, es evidente que no se le otorga la opor-
tunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o 
no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es 
o no conforme a la ley o a la Constitución, para que, en su 
caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del 
acto, en que se funde la autoridad para emitirlo con el ca-
rácter con que lo haga, pues bien puede acontecer que su 
actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo 
o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradic-
ción con la ley secundaria o con la ley fundamental.

Así, las garantías de legalidad y seguridad jurídica con-
tenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, 
tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya 
sea de molestia o de privación a los gobernados, deba 
emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, se-
ñalando en el propio acto, como formalidad esencial que 
le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen 
la competencia de quien lo emita y el carácter con que 
este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por 
ausencia del titular de la dependencia correspondiente o 
por delegación de facultades.
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Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia P./J. 10/94, 
emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de rubro: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTA-
CIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD”.

En esas condiciones, es dable concluir que la autoridad, 
para cumplir con la obligación que le impone el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, debe indicar con exactitud y precisión las normas 
legales que la facultan para emitir el acto de molestia de 
que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido 
por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de 
otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a 
los actos de las autoridades que afecten o lesionen su 
interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de 
su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos 
legales necesarios.

Bajo este orden de ideas, el artículo 51 de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo, en su 
fracción I y, en su antepenúltimo párrafo, prevé que:

[N.E. Se omite transcripción]

De lo anterior se tiene que:

	Este Tribunal puede hacer valer de oficio, por ser 
de orden público:
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1. La incompetencia de la autoridad para dictar la re-
solución impugnada o para ordenar o, tramitar el pro-
cedimiento del que derive.

2. La ausencia total de fundamentación o motivación 
de la resolución impugnada.

	En caso de que se determine la incompetencia del 
funcionario que dictó, ordenó o tramitó el procedimiento 
del que derivó la resolución, se decretará la ilegalidad de 
la misma.

Al respecto, al resolver la contradicción de tesis nú-
mero 44/2006-SS, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que de conformidad 
con lo señalado en el artículo 238, penúltimo párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación, este Tribunal, para ana-
lizar de oficio la incompetencia de la autoridad que emi-
tió el acto impugnado, necesariamente debía de llevar 
a cabo un análisis de los preceptos que le sirvieron de 
fundamento a la autoridad demandada para emitir la 
resolución que se impugna, pues si bien el legislador en 
el precepto cuestionado estableció el verbo “podrá”, ello, 
no necesariamente implicaba una facultad discrecional 
por parte de las autoridades, para que sólo en unos casos 
la ejerciera y, en otros no.

En tales condiciones nuestro Máximo Tribunal con-
sideró que si el legislador estableció a favor de las au-
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toridades fiscales la facultad de hacer valer de oficio la 
incompetencia de la autoridad que emitió la resolución 
impugnada, así como la ausencia total de fundamenta-
ción o motivación, se trata de una modalidad específica 
de “suplencia de la queja deficiente” en materia fiscal, que 
sólo opera en dos supuestos, siendo el primero, pre-
cisamente cuando se advierta la incompetencia de 
la autoridad emisora de la resolución impugnada, y 
el segundo, cuando ésta carezca de fundamentación o 
motivación, entonces, para cumplir con lo anterior, este 
Tribunal en todos los casos debía examinar esos su-
puestos y declarar, bien que la resolución no adolecía 
de alguno de ellos, lo cual no requería de un estudio ex-
haustivo, o bien, que en el caso se surtía la causal de nuli-
dad correspondiente, debiendo expresar, entonces sí, de 
una manera fundada y motivada las consideraciones que 
le dieran sustento a esta determinación.

Las consideraciones expuestas aparecen plasmadas 
en la tesis jurisprudencial 2a./J. 99/2006, que derivó de 
la referida contradicción, que aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXIV, Julio de 2006, página 345, bajo el te-
nor literal siguiente:

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA 
EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN 
TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.” [N.E. Se omite 
transcripción]
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Así, de conformidad con lo previsto en el artículo 51 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo y lo dispuesto por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, este Órgano Jurisdiccional tiene la obliga-
ción de examinar en forma oficiosa la incompetencia de 
la autoridad para dictar la resolución impugnada o, para 
ordenar o tramitar el procedimiento del que deriva.

Sin que lo anterior implique que se esté introduciendo 
un elemento ajeno a la litis o, incurriendo en una infrac-
ción al principio de congruencia externa que debe conte-
ner toda sentencia, dado que se está en presencia de una 
modalidad específica de “suplencia de la queja deficiente” 
en materia fiscal que, como lo indicó la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, opera precisa-
mente cuando se advierta la incompetencia de la autori-
dad emisora de la resolución impugnada, o bien, cuando 
ésta carezca de fundamentación o motivación.

Así, sin desconocer lo anterior, esta Segunda Sección 
de la Sala Superior se encuentra imposibilitada para en-
trar al análisis de los argumentos planteados por la actora 
en su oficio de alegatos, pues, en todos ellos hace valer la 
supuesta incompetencia de las autoridades que partici-
paron en el procedimiento de fiscalización derivado de 
la orden de visita domiciliaria número RDD3400002/12, 
contenida en el oficio 500-62-00-05-00-2012-284 de fe-
cha 19 de enero de 2012; siendo que, ha precluido su de-
recho para tal efecto.
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Lo anterior en virtud de que, como se ha hecho cons-
tar, derivado de dicha orden de visita, se emitió el oficio 
500-62-00-02-02-2013-001707 de 28 de febrero de 2013, 
a través del cual se notificó a la parte actora un crédito 
fiscal en cantidad total de $239’216,756.18, en materia de 
impuesto sobre la renta, impuesto empresarial a tasa úni-
ca e, impuesto al valor agregado, recargos y multas, por 
el ejercicio fiscal comprendido del 1 de enero de 2008 al 
31 de diciembre de 2008.

Determinación que fue controvertida mediante el Re-
curso de Revocación RR00044/13, en el que sus agravios 
se declararon, por una parte, inatendibles e inoperantes, 
al no atacar de manera frontal la resolución recurrida; y, 
por otra de fundados, al no haberse valorado los oficios 
que ya han quedado señalados.

Así, desde la interposición de dicho Recurso de Revo-
cación es que la ahora actora podía haber hecho valer las 
ilegalidades que estimara que acontecieron durante la vi-
sita domiciliaria, incluyendo la incompetencia o indebida 
fundamentación de la competencia de las autoridades 
que participaron; sin que se advierta que así lo haya hecho.

Aunado a ello, la parte actora contaba con el derecho 
de controvertir la resolución recaída a dicho recurso, me-
diante juicio contencioso administrativo ante este Tribunal, 
en cuyo caso, la Sala o Sección encargada de emitir sen-
tencia, hubiera procedido de conformidad con el artículo 
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51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo y, los criterios jurisprudenciales aplicables.

No obstante, al no haberse traído a juicio de nulidad, 
las resoluciones contenidas en los oficios 500-62-00-02-
02-2013-001707 de 28 de febrero de 2013 y, 600-72-00-
01-00-2014-0101, de 18 de febrero de 2014; es que, este 
Tribunal no tuvo la oportunidad de ejercer su facultad de 
analizar, en el momento procesal oportuno, de oficio o, 
a petición de parte, la incompetencia de la autoridad para 
dictar la resolución impugnada o para ordenar o, tramitar 
el procedimiento del que derivó.

Así, analizar los argumentos planteados en su oficio de 
alegatos iría en contra del principio de seguridad jurídica, 
conforme al cual el legislador debe redactar las normas 
de forma tal que permitan, por un lado, que el goberna-
do conozca cuál será la consecuencia jurídica de los 
actos que realice u omita realizar; y, por otro, que el ac-
tuar de la respectiva autoridad se encuentre limitado y 
acotado, de manera que la posible afectación a la es-
fera jurídica de los gobernados no resulte caprichosa 
o arbitraria; lo que revela que, además, entre las normas 
generales de la misma jerarquía no debe existir alguna 
inconsistencia que se traduzca en una verdadera con-
tradicción que genere incertidumbre a los particulares 
sobre cuál es la conducta que deben asumir o, en su de-
fecto, las consecuencias, pues, en el caso de que exista 
oposición frontal, se deja en igual estado de inseguridad 
derivado de la confusión de los supuestos normativos.
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Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 
144/2006 emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Octu-
bre de 2006, página 351, la cual se cita a continuación:

“GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCAN-
CES.” [N.E. Se omite transcripción]

En este sentido, si, como se ha puesto de manifiesto, 
la normatividad aplicable, preveía la conducta que debía 
realizar la ahora actora en caso de querer impugnar las ac-
tuaciones verificadas durante el procedimiento de fiscali-
zación, así como, la consecuencia derivada de su omisión, 
misma que está obligada a acatar la autoridad; es que no es 
factible el análisis de argumentos que debieron de ser lle-
vados a juicio en el momento procesal oportuno para ello.

Sin que con lo anterior se contravenga el derecho de 
acceso a la justicia contemplado en el artículo 17, se-
gundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual establece:

[N.E. Se omite transcripción]

Precepto del que se desprende el derecho del go-
bernado al acceso efectivo a la justicia, se concreta en la 
posibilidad de ser parte de un proceso y de la actividad 
judicial, una vez cumplidos los requisitos procesales 
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que permitan obtener una decisión de los órganos juris-
diccionales sobre las pretensiones deducidas. 

Así, la función jurisdiccional es una potestad atribuida 
a determinados órganos para dirimir cuestiones conten-
ciosas entre los gobernados, pero al mismo tiempo, es un 
deber impuesto a los entes encargados de la impartición 
de justicia de escuchar y pronunciarse sobre las cuestio-
nes que se le sometan a su consideración, a través del 
uso de los mecanismos jurídicos establecidos por el le-
gislador para el ejercicio de la función jurisdiccional.

Por tanto, la función jurisdiccional como manifestación 
del derecho de los gobernados al acceso efectivo a la 
justicia, no es una actividad incondicionada o absoluta 
a la pretensión del particular, pues la misma debe es-
tar sujeta a los cauces establecidos por el legislador; 
es decir, a los requisitos de procedencia que fije, como 
plazos y términos en que se desarrollará la actividad ju-
risdiccional, atribución que se ajustará a los límites cons-
titucionales.

Robustece lo anterior, la jurisprudencia P./J. 113/2001, 
emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Septiembre 
de 2001, página 5, cuyo rubro y contenido es del tenor 
siguiente: 
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“JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTOR-
GA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONS-
TITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR 
LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES 
AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR 
LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGA-
LES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE 
UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO 
DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN 
CONSTITUCIONAL.” [N.E. Se omite transcripción]

En ese contexto, no sólo los órganos jurisdiccionales 
tienen el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos 
establecidos por el legislador para el ejercicio de la fun-
ción jurisdiccional, sino que también los gobernados de-
ben acatar esos mecanismos al momento de pretender 
ejercer su derecho a la jurisdicción.

Por tanto, ante los derechos de acceso a la justicia y 
tutela judicial efectiva, el Estado se compromete a ga-
rantizar el derecho a un recurso judicial y a que se cumpla 
la decisión alcanzada en el mismo; mientras que, los go-
bernados deben someterse a las formas y plazos que 
el legislador previó en las disposiciones normativas vi-
gentes, ello con el objeto de garantizar las garantías de 
seguridad jurídica y legalidad en los procedimientos.

[…]
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Por lo expuesto, con fundamento en los artículos 49, 
50 y, 52, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se

R E S U E L V E :

PRIMERO. La parte actora no acreditó los extremos de 
su acción, en consecuencia;

SEGUNDO. Se reconoce la validez de la resolución im-
pugnada descrita en el Resultando 1° de este fallo, por 
los fundamentos y motivos expuestos en el Consideran-
do Quinto del mismo.

TERCERO. NOTIFÍQUESE

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de 
conformidad con los artículos 11, fracciones I y II, y 93, 
del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada de 
manera presencial y transmitida por medios electróni-
cos al público en general el 8 de agosto de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor de los CC. Magistrados 
Doctora Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Maestro Rafael 
Estrada Sámano, Doctor Carlos Mena Adame y Maestra 
Luz María Anaya Domínguez.
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Fue Ponente en el presente asunto la Magistrada 
Maestra Luz María Anaya Domínguez, cuya ponencia 
fue aprobada.

Se elaboró el presente engrose el día 14 de agosto de 
2024, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
27, fracción III y 48, fracción III, de la abrogada Ley Orgá-
nica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 06 
de diciembre de 2007, en relación con lo establecido en 
el Artículo Quinto Transitorio, sexto párrafo, del Decreto 
por el que se expide la Ley General del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción; la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2016. 

Firma la Magistrada Ponente y Presidenta de la Segun-
da Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa Luz María Anaya Domínguez, ante el 
Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de 
Acuerdos de la Segunda Sección, quien autoriza y da fe. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 113, fracciones I y III de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como 
al Trigésimo Octavo, fracción II, de los Lineamientos Generales en mate-
ria de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, fueron suprimidos de este documento 
la Denominación o Razón Social o Nombre Comercial de la parte actora 
y las siglas, información considerada legalmente como confidencial, por 
actualizar lo señalado en dichos supuestos normativos.
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-398

CONFLICTO DE COMPETENCIA.- NO EXISTE Y POR LO 
TANTO ES IMPROCEDENTE CUANDO UNA SALA DE-
CLINA SU COMPETENCIA ADUCIENDO QUE NO LE 
CORRESPONDE EL CONOCIMIENTO DE UN JUICIO POR-
QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA FUE EMITIDA EN 
CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA DEFINITIVA DICTA-
DA POR OTRA SALA.- El artículo 58, último párrafo, de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, prevé el supuesto específico en el que al resolverse 
improcedente una queja, por plantearse en ella cuestio-
nes que no fueron materia de la sentencia definitiva, se 
dé oportunidad al quejoso de plantear un nuevo juicio, 
respecto del cual deberá conocer la misma Sala Regio-
nal que conoció del primer juicio, incluso debiendo tur-
narse al mismo instructor de la queja; observándose de 
lo anterior que no se previene una regla que fije compe-
tencia territorial o material de las diversas Salas Regiona-
les del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; luego 
entonces, resulta improcedente el conflicto de compe-
tencia que proponga una Sala Regional, fundándose en 
dicha disposición jurídica y bajo el argumento de que no 
le corresponde el conocimiento del asunto en que la re-
solución impugnada se emitió en cumplimiento de una 
sentencia, al no ser ella la que originalmente conoció del 
primer juicio; máxime cuando ninguna de las Salas invo-
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lucradas alegan aspectos territoriales o materiales para 
el conocimiento del caso, de forma que en ese sentido 
no existe propiamente un conflicto y por ello resulta im-
procedente la incidencia planteada.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-68
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
17408/20-17-08-6/4804/21-17-01-2/529/21-S2-07-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
26 de agosto de 2021, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Se-
cretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de agosto de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 9. Septiembre 2022. p. 301

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-398
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3535/24-17-08-9/5060/21-17-09-9/698/24-S2-09-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
8 de agosto de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Se-
cretaria: Lic. Edith Zayas Coleote.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de agosto de 2024)
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

IX-P-2aS-399

ESTÍMULO FISCAL. ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 
225 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SEÑA-
LA DETERMINADOS REQUISITOS QUE SE DEBEN CUM-
PLIR SIEMPRE.- Los contribuyentes que se dediquen a la 
construcción y enajenación de desarrollos inmobiliarios, 
y conforme al artículo 225 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, opten 
por deducir el costo de adquisición de los terrenos que 
obtengan en ese ejercicio, deberán cumplir siempre con 
los requisitos establecidos en el precepto legal referido; 
a saber. 1) Que los terrenos adquiridos se destinen a la 
construcción de desarrollos inmobiliarios para su ena-
jenación; 2) Los ingresos acumulables del ejercicio en 
que se efectúe la deducción provengan al menos en un 
85% de la realización de desarrollos inmobiliarios; 3) Que 
se consideren al momento de la enajenación del terreno 
como ingreso acumulable el valor total de este, en lu-
gar de la ganancia a que se refiere el artículo 20 fracción V, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta; 4) Adicionalmente 
se consideren como ingreso acumulable un monto equi-
valente al 3% del monto deducido, en cada uno de los 
ejercicios que transcurran desde el ejercicio en el que se 
adquiera el terreno, hasta el inmediato anterior a aquel en 
el que se enajene el mismo; 5) Que el “costo” de adquisi-
ción de los terrenos no se incluya en la estimación de los 
costos directos e indirectos a que se refiere el artículo 36 
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de la mencionada ley; 6) En la escritura pública en la que 
conste la adquisición de dichos terrenos, se asiente la in-
formación que establezca el Reglamento de la materia; 
y, 7) La aplicación de dicha deducción se realice respec-
to de todos los terrenos que formen parte de su activo 
circulante, por un periodo mínimo de 5 años contados a 
partir del ejercicio en el que ejerza la opción. Motivo por 
el cual, si los contribuyentes incumplen con alguno de 
los requisitos antes señalados, la aplicación del estímulo 
fiscal, es improcedente, en razón de que el precepto le-
gal en mención hace la acotación de que siempre se de-
ben cumplir estos. Esto es así, ya que el estímulo fiscal 
es un beneficio económico concedido por la ley al sujeto 
pasivo de un impuesto con el objeto de obtener de él, 
ciertos fines de carácter parafiscal como en el de que los 
particulares puedan tener un acceso digno a la vivienda.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-25
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14/7550-08-01- 
03-06-OT/1014/15-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 18 de octubre de 2016, 
por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Ma-
gistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. 
Judith Olmos Ayala.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de octubre de 2016)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 6. Enero 2017. p. 312
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VIII-P-2aS-110
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 33347/15-17-13-
1/2976/16-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 16 de mayo de 2017, por una-
nimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretaria: Lic. Faviola Chávez 
Martínez.
(Tesis aprobada en sesión de 16 de mayo de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 12. Julio 2017. p. 138

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-399
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2016/18-09-01- 
7-OT/774/23-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 15 de agosto de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz 
María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Sofía Azucena 
de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de agosto de 2024)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-400

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. CONFORME AL AR-
TÍCULO 139 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
LA PUBLICACIÓN DEL DOCUMENTO A NOTIFICAR DEBE 
REALIZARSE DE DOS FORMAS, TANTO EN EL SITIO 
ABIERTO DE LAS OFICINAS DE LA AUTORIDAD COMO 
EN LA PÁGINA ELECTRÓNICA CORRESPONDIENTE (LE-
GISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 09 DE DICIEMBRE 
DE 2013).- El artículo 139 del Código Fiscal de la Fede-
ración, regula las formalidades que deben cumplir las 
notificaciones por estrados de los actos administrativos, 
las cuales se realizarán fijando durante quince días con-
secutivos el documento que se pretenda notificar, en 
un sitio abierto al público de las oficinas de la autoridad 
que efectúe la notificación y publicando el documento 
citado, durante el mismo plazo, en la página electrónica 
que al efecto establezcan las autoridades fiscales, de-
jando constancia de ello, en el expediente respectivo. Lo 
anterior, cobra relevancia pues como se advierte de la 
exposición de motivos que dio origen a la reforma pu-
blicada el 09 de diciembre de 2013, en las notificaciones 
que realizan las autoridades fiscales a través de estrados, 
se obliga a la autoridad a actuar de ambas maneras y no 
como opciones para que seleccione la que considere 
pertinente, pues en la redacción del contenido del ar-
tículo 139 del Código Fiscal de la Federación se utilizó el 
nexo copulativo “y” que es conjuntivo, con lo cual que-
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da en evidencia que la intención del legislador al refor-
mar el precepto de mérito, fue acotar la discrecionalidad 
de las autoridades fiscales para ordenar una notificación 
como más les conviniera, otorgando certeza jurídica en 
las notificaciones realizadas por las autoridades fiscales 
a través de estrados. Destacándose el señalamiento en 
el sentido de que la autoridad dejaría constancia de ello 
en el expediente respectivo, lo cual implica la existencia 
de un documento en el que se asienten los datos que 
den certeza de que el acto a notificar además de ser fi-
jado en un sitio abierto al público de las oficinas de la 
autoridad, fue también publicado durante quince días 
consecutivos en el sitio web correspondiente.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-327
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 433/23-04-01-
8/1730/23-S2-08-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 6 de marzo de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho 
Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 170
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-400
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2822/18-04-01-
5/220/21-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 15 de agosto de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de agosto de 2024)

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-401

OFICIO POR EL QUE LA AUTORIDAD FISCAL INFORMA 
AL CONTRIBUYENTE QUE PUEDE ACUDIR A SUS OFICINAS 
A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES DETECTADOS EN 
EL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN. AL NO CONSTI-
TUIR UN ACTO DE MOLESTIA, NO REQUIERE LA FUNDA-
MENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA AUTORIDAD EMISORA 
DEL MISMO.- En términos de lo dispuesto por el quinto 
párrafo, del artículo 42, del Código Fiscal de la Federación, 
las autoridades fiscales que estén ejerciendo alguna de las 
facultades de comprobación y detecten hechos u omisio-
nes que puedan entrañar un incumplimiento en el pago de 
contribuciones, deberán informar por medio de buzón tri-
butario al contribuyente, a su representante legal, y en el 
caso de las personas morales a sus órganos de dirección 
por conducto de aquel, en un plazo de al menos 10 días 
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hábiles previos al del levantamiento de la última acta par-
cial, el derecho que tienen para acudir a las oficinas que 
estén llevando a cabo el procedimiento de que se trate, 
para conocer los hechos y omisiones que hayan detectado. 
Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación a través del criterio jurisprudencial P./J. 40/96, 
distingue los actos privativos respecto de los actos de mo-
lestia; señalando que los primeros producen como efecto 
la disminución, menoscabo o supresión definitiva de un de-
recho del gobernado, en cambio, los actos de molestia que, 
pese a constituir afectación a la esfera jurídica del gober-
nado, sólo restringen de manera provisional o preventiva 
un derecho con el objeto de proteger determinados bienes 
jurídicos. En esa tesitura, el oficio a través del cual la autori-
dad fiscal informa al contribuyente que puede acudir a sus 
oficinas a conocer los hechos y omisiones detectados en el 
procedimiento de fiscalización, no tiene el carácter de un 
acto de molestia, en razón de que, no restringe de manera 
provisional o preventiva un derecho del contribuyente con 
el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, sino 
que, se trata de un acto de carácter instrumental dentro del 
desarrollo de la visita domiciliaria, que tiene por objeto ga-
rantizar el derecho de audiencia del contribuyente dentro 
del procedimiento de fiscalización, a través del cual se deja 
al arbitrio del contribuyente el acudir o no a las oficinas de 
la autoridad fiscalizadora, para conocer (previamente a la 
emisión del acta final), los hechos y omisiones detectados. 
Razón por la cual, la autoridad no se encuentra constreñida 
a fundar y motivar su competencia en el mismo, por tratarse 
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de un acto que no trasciende de manera inmediata, la esfe-
ra jurídica de los particulares.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-258
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 941/21-01-01-
7/769/23-S2-06-03[10].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 7 de septiembre de 2023, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretaria: Lic. Gabriela Mendoza Flores.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de septiembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 23. Noviembre 2023. p. 301

IX-P-2aS-369
Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio de Amparo Directo 
D.A. 821/2022, relativo al Juicio Contencioso Administrativo 
Núm. 27623/17-17-02-7/1431/19-S2-06-04.- Resuelto por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 22 de mayo de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Po-
nente: Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia 
Arredondo Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 22 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 344

IX-P-2aS-370
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 433/18-07-01-
6/337/24-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
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la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 20 de junio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 344

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-401
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2822/18-04-01-
5/220/21-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 15 de agosto de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de agosto de 2024)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-402

PRUEBA PERICIAL CONTABLE EN EL JUICIO DE NULI-
DAD. CUANDO VERSA SOBRE DOCUMENTALES QUE 
FUERON EXHIBIDAS DESDE LA INSTANCIA ADMINIS-
TRATIVA NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LITIS 
ABIERTA.- En un juicio de nulidad en donde se aplica 
el principio de litis abierta, es admisible y debe desaho-
garse la prueba pericial contable ofrecida, únicamente 
cuando verse sobre información y documentación que 
la autoridad tuvo a su disposición desde la instancia 
administrativa, porque así no constituye un hecho no-
vedoso y mucho menos una violación al principio de li-
tis abierta previsto en el artículo 1° de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, ello atiende 
a que la prueba pericial en materia contable tiene como 
fin el análisis y la interpretación técnica de la información 
y documentación que es materia de la propia contabili-
dad para aportar al juzgador elementos sobre las reglas, 
principios, criterios, interpretaciones o calificaciones de 
circunstancias o hechos, a fin de fortalecer la formación 
de su convencimiento, en razón de que dicho juzgador 
no cuenta con el conocimiento técnico especializado, 
pues se trata de una materia ajena al derecho.
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PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-696
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 9620/15-17-03-
9/2147/16-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión realizada a distancia el 4 de junio 
de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. 
Gabriela Mendoza Flores.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 18 de marzo de 
2021)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 52. Marzo 2021. p. 318

IX-P-2aS-304
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 0045-2021-02- 
C-05-01-03-02-L-FA-0115-2022.- Resuelto por la Segun-
da Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 18 de enero de 2024, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponen-
te: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Tania Montejano 
Moran.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 452

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-402
Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0: Núm. 0050- 
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2021-02-C-05-02-02-01-L-FA-0188-2023.- Resuelto por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, en sesión de 15 de agosto 
de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Alma 
Rosa Navarro Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de agosto de 2024)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-403

EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE ILEGALIDAD DEL 
ACTO ADMINISTRATIVO DE CARÁCTER GENERAL, 
CUANDO ES APLICADO COMO PARTE DE LA FUNDA-
MENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO CONCRETO IM-
PUGNADO.- Esta Sección ha sostenido que un acto de 
carácter general se puede cuestionar en el juicio conten-
cioso administrativo federal que se sigue ante este Tri-
bunal, en dos formas: a) como acto destacado y b) como 
parte de la fundamentación y motivación del acto con-
creto de aplicación. Así, en esta segunda hipótesis se 
busca demostrar la ilegalidad de la resolución en que fue 
aplicado, controvirtiendo sus fundamentos jurídicos, em-
pero la pretensión del accionante no es la insubsistencia 
jurídica del fundamento cuestionado, sino únicamente de 
su acto de aplicación; luego entonces, de ser fundados 
los argumentos correspondientes, su único efecto será la 
declaratoria de ilegalidad del acto o resolución de carác-
ter general, pero no su nulidad; sin embargo, la ilegalidad 
en comento sí deberá verse reflejada respecto del acto 
de aplicación, lo que provocará a su vez la ilegalidad de 
este último y consecuentemente su nulidad, por encon-
trarse indebidamente fundado y motivado en una actua-
ción contraria a derecho.
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PRECEDENTES:

VII-P-2aS-713
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3326/13-17-05-
4/1569/13-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 18 de septiembre de 2014, 
por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José An-
tonio Rivera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de octubre de 2014)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año V. No. 44. Marzo 2015. p. 514

VII-P-2aS-714
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3325/13-17-11-
5/1243/14-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 6 de noviembre de 2014, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Carlos Augusto Vi-
dal Ramírez.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de noviembre de 2014)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año V. No. 44. Marzo 2015. p. 514

VII-P-2aS-848
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3325/13-17-11-
5/1243/14-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 14 de mayo de 2015, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ra-
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fael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Elizabeth Camacho 
Márquez. 
(Tesis aprobada en sesión de 14 de mayo de 2015)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año V. No. 52. Noviembre 2015. p. 600

VII-P-2aS-864
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2532/13-17-03-
5/377/14-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 18 de agosto de 2015, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ju-
lián Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Teresa Isabel 
Téllez Martínez.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de agosto de 2015)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año V. No. 53. Diciembre 2015. p. 444

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-403
Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0: Núm. 0011- 
2023-02-C-15-04-03-01-L-FA-0075-2023.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 15 de agosto de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Oscar Fabela 
Guzmán.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de agosto de 2024)
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NOVENA SALA REGIONAL
METROPOLITANA

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

IX-CASR-9ME-10

NEGATIVA FICTA. PARA SU CONFIGURACIÓN ES IM-
PRESCINDIBLE QUE EXISTA UNA INSTANCIA O PETI-
CIÓN FORMULADA A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
COMPETENTE PARA RESOLVERLA.- Para verificar la exis-
tencia de una resolución negativa ficta, es indispensable 
determinar lo siguiente: a) si existe la posibilidad de que 
se configure el silencio administrativo con sentido nega-
tivo respecto de lo pretendido por la parte actora, y b) si 
la parte actora presentó una solicitud idónea a la que no 
le recayó respuesta en términos del artículo 17 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. En tal virtud, 
el hecho que se haya presentado un escrito solicitando el 
pago del servicio integral de hospedaje y alimentación, 
así como de logística, organización y operación en ho-
teles dentro de Ia sede y subsedes donde se llevarían a 
cabo los XXII Juegos Deportivos Centroamericanos, Pa-
racentroamericanos y del Caribe Veracruz 2014, ante la 
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (CONA-
DE), y que dicha autoridad no haya dado respuesta al-
guna a lo pretendido, dentro del plazo de tres meses, no 
configura una resolución negativa ficta; al no ser la auto-
ridad competente para dar cumplimento al contrato de 
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prestación de servicios celebrado con el Comité Organi-
zador de los Juegos Deportivos Centroamericanos, Para-
centroamericanos y del Caribe Veracruz 2014. Por tanto, 
no constituye una vía idónea para considerar que existe 
una instancia no resuelta respecto de la cual pueda con-
figurarse la negativa ficta y accederse a la pretensión del 
demandante, puesto que ello, en todo caso, constituye 
un acto omisivo; al respecto la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación resolvió en la con-
tradicción de tesis 124/2018, que los actos vinculados 
con actos omisivos no pueden reclamarse por si solos 
ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, sino 
que es necesario que previamente exista una solicitud 
presentada, que además sea susceptible de producir 
el resultado buscado. En consecuencia se actualiza la 
causal de improcedencia y sobreseimiento prevista en el 
artículo 8 fracción XI de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, dado que es indispensable que 
la petición formulada a la autoridad sea susceptible de pro-
ducir el resultado buscado, lo cual en el presente caso no 
acontece, ya que la autoridad demandada no suscribió 
el contrato de prestación de servicio relativo a la contra-
tación del servicio integral de hospedaje y alimentación, 
así como de logística, organización y operación en ho-
teles dentro de Ia sede y subsedes donde se llevarían 
a cabo los XXII Juegos Deportivos Centroamericanos, 
Paracentroamericanos y del Caribe Veracruz 2014, ni fue 
facultado mediante decreto alguno, para representar ni en 
pasivos ni en litigio al Organismo Público Descentralizado 
de la Administración Pública Estatal denominado Comité 
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Organizador de los Juegos Deportivos Centroamerica-
nos, Paracentroamericanos y del Caribe Veracruz 2014 
extinto el veinticinco de julio de dos mil dieciséis, a través 
del DECRETO QUE REFORMA DE MANERA INTEGRAL 
EL DIVERSO QUE EXTINGUE AL COMITÉ ORGANIZADOR 
DE LOS JUEGOS DEPORTIVOS CENTROAMERICANOS, 
PARACENTROAMERICANOS Y DEL CARIBE VERACRUZ 
2014 Y AL FIDEICOMISO PÚBLICO DE ADMINISTRACIÓN 
E INVERSIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA INFRAES-
TRUCTURA Y EQUIPAMIENTO DEPORTIVO EN EL ESTA-
DO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE PARA LOS 
JUEGOS DEPORTIVOS CENTROAMERICANOS Y DEL CA-
RIBE VERACRUZ 2014.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13431/22-17-09-
2.- Resuelto por la Novena Sala Regional Metropolitana 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 30 de 
noviembre de 2023, por unanimidad de votos.- Magistra-
da Instructora: María Bárbara Templos Vázquez.- Secre-
taria: Lic. Sharon Guadalupe Enríquez Domínguez.
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SALA REGIONAL DEL CARIBE Y AUXILIAR

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

IX-CASR-CA-11

REGLA 3.13.33., SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA RESOLU-
CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2023. VULNERA EL 
PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA AL ESTA-
BLECER UNA OBLIGACIÓN NO PREVISTA EN LA NORMA 
LEGAL, CUANDO SE EXCEDE EL MONTO LÍMITE PARA 
TRIBUTAR EN EL RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CON-
FIANZA.- La referida norma de carácter general esta-
blece que cuando los contribuyentes incumplan con el 
requisito del monto límite de ingresos para estar en el ré-
gimen simplificado de confianza, la autoridad actualizará 
las obligaciones fiscales para que tributen en el régimen 
de las personas físicas con actividades empresariales y 
profesionales desde el inicio del ejercicio o desde el mes 
en que iniciaron operaciones. Por su parte, el artículo 113-
E, tercer párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
prevé que los contribuyentes dejarán de tributar bajo el 
mencionado régimen simplificado, cuando los ingresos 
obtenidos hayan excedido la cantidad de tres millones 
quinientos mil pesos en cualquier momento del año de 
tributación, debiendo realizar el ajuste del pago del im-
puesto respectivo, a partir del mes siguiente a la fecha en 
que sus ingresos excedan la referida cantidad, conforme 
al nuevo régimen que les corresponda tributar. Por tanto, 



SALAS REGIONALES
Criterio Aislado

254Tribunal Federal de Justicia Administrativa

se estima que la mencionada regla transgrede el prin-
cipio de subordinación jerárquica, al imponer una carga 
obligacional de ajuste de pago que excede lo previsto 
en la ley, puesto que establece que dicho ajuste se debe 
realizar desde el inicio del ejercicio o desde el mes en 
que iniciaron operaciones; sin que esta última exigencia 
se sustente en una norma reglamentaria, que habilite a la 
autoridad tributaria para que mediante una norma misce-
lánea defina el momento en que se aplicarán las nuevas 
obligaciones derivado del cambio de régimen fiscal.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 815/23-20-01-
9.- Resuelto por la Sala Regional del Caribe y Auxiliar del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 17 de abril 
de 2024, por unanimidad de votos.- Magistrado Instruc-
tor: Alberto Romo García.- Secretario: Lic. Rosemberg 
Domínguez Gómez.
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SALA REGIONAL DEL NORTE-CENTRO IV 
Y AUXILIAR

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-CASR-NCIV-9

COSA JUZGADA REFLEJA. NO SE ACTUALIZA AL HA-
BERSE DECLARADO LA NULIDAD DE UNA RESOLU-
CIÓN QUE INCLUYÓ A UN CONTRIBUYENTE EMISOR 
DE COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTER-
NET (CFDI) EN EL LISTADO DEFINITIVO A QUE REFIERE 
EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE-
RACIÓN POR UN VICIO DE PROCEDIMIENTO SIN ANA-
LIZAR EL FONDO, ESTO ES, LA MATERIALIDAD DE LAS 
OPERACIONES.- Si en un diverso juicio, se decretó la nu-
lidad de una resolución que incluyó a un contribuyente 
en el listado definitivo como consecuencia de no desvir-
tuar los hechos imputados en términos del artículo 69-B 
del Código Fiscal de la Federación, al haber incumplido 
la autoridad con el procedimiento para emitir la resolu-
ción en el plazo máximo de cinco días después de recibir 
y valorar las pruebas y defensas que haya hecho valer 
el contribuyente del que se presume la inexistencia de 
operaciones, no actualiza la figura de cosa juzgada refleja 
respecto de otro juicio en el que se debate la materiali-
dad de las operaciones de quien otorgó efectos fiscales 
a los comprobantes emitidos por quien fue incluido en el 
listado de referencia. Lo anterior, ya que el fallo declara-
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tivo de la nulidad fue por un vicio de procedimiento, y no 
fue motivo de litis si el emisor contaba con los activos, 
personal, infraestructura o capacidad material, directa o 
indirectamente, para prestar los servicios o producir, co-
mercializar o entregar los bienes que amparan los com-
probantes aludidos. En consecuencia, resulta válido que 
la autoridad, en ejercicio de sus facultades de compro-
bación en términos del artículo 42 del Código Fiscal de 
la Federación, las realice directamente con quien otorgó 
efectos fiscales para constatar su materialidad; en tal vir-
tud no se configura la cosa juzgada refleja. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 103/23-23-01-1.- 
Resuelto por la Sala Regional del Norte-Centro IV y Au-
xiliar del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 23 
de junio de 2023, por unanimidad de votos.- Magistrado 
Instructor: Juan Pablo Garduño Venegas.- Secretario: Lic. 
Alfonso Valenzuela Cisneros.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

IX-CASR-NCIV-10

QUEJA POR EXCESO. ES PROCEDENTE CUANDO LOS 
MOTIVOS Y FUNDAMENTOS SEAN EXTEMPORÁNEOS, 
AL TRATARSE DE ASPECTOS ADICIONALES QUE NO 
FUERON MATERIA DE LA RESOLUCIÓN PRIMIGENIA.- 
Del análisis a la jurisprudencia VIII-J-2aS-56, sustentada 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
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Federal de Justicia Administrativa, de rubro “QUEJA IM-
PROCEDENTE.- CASO EN EL QUE DEBE ORDENARSE 
QUE SE INSTRUYA COMO JUICIO” se desprende que, 
tratándose del cumplimiento a una sentencia en la 
que se ordenó la devolución de lo pagado indebida-
mente, sí corresponde tramitarse como un nuevo juicio 
cuando, en una secuencia procesal, la autoridad efectúe 
un cálculo de la actualización de lo principal y accesorio 
pero la parte actora no esté de acuerdo en la legalidad 
de dicho cálculo, pues en la sentencia motivo del cum-
plimiento el Tribunal sólo se ocupó de dictar una nulidad 
para efecto de que devolviera lo pagado indebidamente 
no así, el cómo debía actualizarse lo principal y acceso-
rio. Ahora bien, si la autoridad al emitir el cumplimiento a 
la sentencia, en la cual no se otorgó libertad de jurisdic-
ción, la autoridad cita motivos y fundamentos adicionales 
para negar la pretensión del quejoso; cuya motivación y 
fundamentación estuvo en posibilidad de ser enuncia-
da desde la resolución primigenia, resulta procedente la 
queja por exceso ya que el nuevo motivo y fundamento 
no derivó de actos que, en una secuencia procesal, sur-
gieran del cumplimiento que realizó la autoridad, conse-
cuentemente no se actualiza el supuesto descrito en la 
jurisprudencia en cita, sino que se trata de motivación y 
fundamentación extemporáneos al no haberse plasma-
do en la resolución primigenia. 

Queja dictada en el Juicio Contencioso Administrativo 
Núm. 711/22-23-01-1.- Resuelta por la Sala Regional del 
Norte-Centro IV y Auxiliar del Tribunal Federal de Justicia 
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Administrativa, el 16 de agosto de 2023, por unanimidad 
de votos.- Magistrado Instructor: Juan Pablo Garduño Ve-
negas.- Secretario: Lic. Alfonso Valenzuela Cisneros.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN
 

IX-CASR-NCIV-11

COMPETENCIA Y FUNDAMENTACIÓN PARA EMITIR 
COPIAS CERTIFICADAS.- El requisito contenido en los 
artículos 14, segundo párrafo y 16, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
relativo a la obligación que tienen las autoridades de fun-
dar su competencia, sólo opera para los casos en que 
se realicen actos de privación o de molestia, es decir, en 
aquellos casos que se produce la disminución, menosca-
bo o supresión definitiva de la libertad o propiedades, po-
sesiones o derechos, tratándose de los actos privativos y 
aquellos en que sólo restringen de manera provisional o 
preventiva un derecho con el objeto de proteger su per-
sona, familia, domicilio, papeles o posesiones, relativos a 
los actos de molestia, ello de conformidad con la tesis de 
jurisprudencia P./J. 40/96, sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro es: 
“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y 
EFECTOS DE LA DISTINCION”. En ese orden de ideas, al 
realizar la certificación de las pruebas ofrecidas en un jui-
cio de nulidad, no existe la obligación de fundar la com-
petencia territorial y de grado de la emisora por no ser 
un acto de privación o molestia, al constituir únicamente 
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un medio probatorio dentro de un marco procesal juris-
diccional. No obstante lo anterior, si bien en las copias 
certificadas no existe la obligación de fundar la com-
petencia de la autoridad emisora, el Tribunal sí tiene la 
obligación de analizar que la autoridad que realizó la cer-
tificación cuente con la facultad expedita para su actuar, 
pues de ello dependerá el valor probatorio, de indiciaria 
o plena, que le otorgue a la prueba en el juicio.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 173/23-23-01-
1.- Resuelto por la Sala Regional del Norte-Centro IV y 
Auxiliar del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
el 11 de septiembre de 2023, por unanimidad de votos.- 
Magistrado Instructor: Juan Pablo Garduño Venegas.- Se-
cretario: Lic. Alfonso Valenzuela Cisneros.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-CASR-NCIV-12

PRUEBAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO. TIENEN EL CARÁCTER DE COPIAS SIMPLES LAS 
OFRECIDAS POR LA DEMANDADA EN COPIA CERTIFI-
CADA SI FUERON EXPEDIDAS POR UNA AUTORIDAD IN-
COMPETENTE.- Del artículo 129 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, se desprende que son documen-
tos públicos aquellos cuya formación está encomendada 
por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un 
funcionario público revestido de la fe pública, y los ex-
pedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus 
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funciones y que la calidad de públicos se demuestra por 
la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, 
firmas u otros signos exteriores que, en su caso, preven-
gan las leyes. Por su parte, el artículo 202 del Código en 
comento, establece que los documentos públicos ha-
cen prueba plena de los hechos legalmente afirmados 
por la autoridad de que aquéllos procedan. Finalmente, 
el artículo 217 del mismo Código señala que, tratándo-
se de pruebas fotográficas de papeles y documentos 
—a las que se equiparan las copias fotostáticas— el va-
lor de las pruebas quedará al prudente arbitrio judicial, 
a menos que contengan la certificación correspondien-
te que acredite el lugar, tiempo y circunstancias en que 
fueron tomadas, así como que corresponden a lo repre-
sentado en ellas, siendo en el caso, una prueba plena. En 
consecuencia, de una interpretación adminiculada de los 
artículos citados se desglosa que si la certificación que 
realiza una autoridad cumple los requisitos de contener 
la acreditación del lugar, tiempo y circunstancias en que 
fueron tomadas, así como que corresponden a lo repre-
sentado en ellas, pero no fue realizada por una autoridad 
dentro de los límites de su competencia en tanto que no 
existe ordenamiento legal que lo faculte para expedir 
la certificación, entonces a dicha certificación no puede 
dársele valor probatorio pleno, teniendo como conse-
cuencia que las copias que emita no sean consideradas 
copias certificadas sino simples.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 173/23-23-01-
1.- Resuelto por la Sala Regional del Norte-Centro IV y 
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Auxiliar del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
el 11 de septiembre de 2023, por unanimidad de votos.- 
Magistrado Instructor: Juan Pablo Garduño Venegas.- Se-
cretario: Lic. Alfonso Valenzuela Cisneros.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/17/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-114

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción II, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, al haberse 
resuelto la contradicción de sentencias 1912/22-12-02-3/
YOTRO/212/24-PL-09-01, el 3 de julio de 2024, por unani-
midad de 8 votos a favor, se fija la jurisprudencia N° IX-J-
SS-114, bajo el siguiente rubro y texto:

LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA DE 
INFORMAR AL CONTRIBUYENTE, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 42, ANTEPENÚLTIMO Y ÚLTIMO PÁRRA-
FOS, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
RELACIÓN CON LA REGLA DE CARÁCTER GENERAL 
CORRESPONDIENTE, DEL DERECHO QUE TIENE  PARA 
PROMOVER UNA SOLICITUD DE ACUERDO CONCLU-
SIVO, DEBE SER SANCIONADA CON UNA NULIDAD 
“PARA EFECTOS” DE REPONER EL PROCEDIMIENTO 
DE FISCALIZACIÓN.- Atento al sistema normativo de 
nulidades que se deriva de los artículos 51, 52 y 57 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, ante la actualización del vicio en el procedi-
miento del que derivó una liquidación, consistente en 
no comunicar al contribuyente, de conformidad con 
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las disposiciones jurídicas referidas, su derecho para 
promover una solicitud de acuerdo conclusivo, con lo 
que se vieron afectadas sus defensas y se trascendió 
al sentido de la resolución, al privársele de la posibili-
dad de los beneficios que dicho medio de solución de 
controversias conlleva, la nulidad con que se debe san-
cionar la ilegalidad en comento, es aquélla que permite 
efectos y no la llamada “lisa y llana”, toda vez que el 
artículo 52, fracción IV, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo, establece: “Siempre 
que se esté en alguno de los supuestos previstos en las 
fracciones II y III, del artículo 51 de esta Ley, el Tribunal de-
clarará la nulidad para el efecto de que se reponga el pro-
cedimiento o se emita nueva resolución”, por tanto, ante 
un vicio procedimental, naturaleza que tiene el que nos 
ocupa, encuadrándose precisamente en la fracción III 
que se cita en la porción transcrita, la nulidad aplicable 
es para el efecto de que se reponga el procedimiento, 
respetando el arbitrio para actuar de la autoridad, dado 
el carácter discrecional de su facultad de fiscalización.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/18/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-115

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto 
en el mismo sentido las contradicciones de sentencias 
1908/08-08-01-8/YOTRO/1555/12-PL-05-01, por ma-
yoría de 9 votos a favor y 1 voto en contra; 600/17-05-
01-8/3510/17-S2-10-04/YOTROS2/140/20-PL-07-01, 
por unanimidad de 11 votos a favor; y 3665/22-07-02-6/
YOTRO/1217/23-PL-10-01, por unanimidad de 9 votos a 
favor; se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-115, bajo el si-
guiente rubro y texto:

CONTRADICCIÓN DE SENTENCIAS. ES PROCEDENTE 
CUANDO LAS SENTENCIAS CONTRADICTORIAS SON 
EMITIDAS POR LA MAYORÍA DE LOS INTEGRANTES DE 
UNA SALA REGIONAL, EN JUICIO ORDINARIO Y POR UN 
MAGISTRADO INSTRUCTOR DE LA MISMA SALA, EN 
VÍA SUMARIA.- El artículo 75, tercer párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
en vigor dispone: “Las Salas y los Magistrados Instruc-
tores de un Juicio en la vía Sumaria podrán apartarse de 
los precedentes establecidos por el Pleno o las Seccio-
nes, siempre que en la sentencia expresen las razones 
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por las que se apartan de los mismos, debiendo enviar 
al Presidente del Tribunal copia de la sentencia”. Por su 
parte el artículo 77 de la ley citada, prevé que cualquiera 
de los Magistrados del Tribunal o las partes en los jui-
cios en los que se sustentaron las sentencias, podrán 
denunciar la contradicción de las mismas, ante el Pre-
sidente del Tribunal, para que este la haga del conoci-
miento del Pleno, a fin de que decida qué criterio debe 
prevalecer. De la interpretación armónica y sistemática 
de los preceptos legales anteriormente referidos, se 
puede establecer que cuando se dé la contradicción, 
entre las sentencias sustentadas por la mayoría de los 
integrantes de una Sala Regional en juicio ordinario y 
por un Magistrado Instructor en vía sumaria, el Magis-
trado Instructor tendrá la obligación de expresar las 
razones por las que se aparta del criterio mayoritario 
sostenido por los integrantes de la Sala, enviando co-
pia de la sentencia correspondiente al Presidente del 
Tribunal, para que la haga del conocimiento del Pleno y 
este determine cuál es el criterio que debe prevalecer.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/19/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-116

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto en 
el mismo sentido los juicios contencioso administrativos 
6534/11-22-01-9/AC1/1094/14-PL-01-04, por mayoría de 
8 votos a favor y 3 votos en contra; 10565/19-17-02-
2/594/21-PL-06-04, por unanimidad de 9 votos a favor; 
y 25006/19-17-14-4/123/22-PL-05-04, por unanimidad 
de 9 votos a favor; se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-116, 
bajo el siguiente rubro y texto:

SOBRESEIMIENTO. CUANDO LA MUERTE DEL DE-
MANDANTE DEJA SIN MATERIA EL JUICIO CON-
TENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL, PROCEDE 
DECRETARLO.- El artículo 9 fracción III de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, dispone que procede el sobreseimiento del juicio 
contencioso administrativo federal, cuando el deman-
dante muera durante la tramitación del citado juicio, 
acotándolo a dos supuestos, esto es: A. Si su preten-
sión es intrasmisible o, B. Si su muerte deja sin materia 
el proceso de que se trata. Ahora bien, para dilucidar 
si con su muerte, quedó sin materia el juicio conten-
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cioso, es necesario atender a la resolución combatida, 
por lo que si en esta se sancionó al demandante, con: 1. 
Destitución del puesto; 2. Inhabilitación temporal para 
desempeñar empleos, cargos o comisiones en el ser-
vicio público y/o 3. Sanción económica, se debe de-
cretar el sobreseimiento del juicio, dado que dichas 
sanciones administrativas, tienen el carácter de perso-
nalísimas, lo que quiere decir, que la persona no puede 
despojarse de ellas y mucho menos ser transmitidas a 
otra, ya que la persona sancionada, es la única que les 
puede dar vida e identidad, sin esto último, carecería 
de todo significado, máxime si la pretensión del de-
mandante, es la restitución del puesto que venía des-
empeñando, así como el pago de salarios ordinarios y 
extraordinarios, por lo que al momento de fallecer, dejó 
sin materia el juicio, ya que no habría razón lógica de 
reinstalarlo, ni tampoco obligar a la autoridad al pago 
de los salarios caídos. Incluso, si el fondo del asunto 
es determinar si cometió o no las conductas que le 
imputó la autoridad como infracción a la ley, es eviden-
te que al fallecer dejó sin materia el juicio, dado que no 
se puede juzgar a una persona difunta. Es de resaltarse 
que dichas sanciones administrativas, no deben tras-
cender, ya que no se debe sancionar a una persona, 
por conductas cometidas por otra; es más, si la sanción 
pecuniaria fue impuesta tomando en consideración los 
elementos personales del actor (gravedad de la res-
ponsabilidad, circunstancias socioeconómicas, nivel 
jerárquico, antecedentes, reincidencia, monto del be-
neficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incumpli-
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miento de obligaciones), esta no debe ser trasladada 
a otra persona, ya que no fueron tomados en consi-
deración los elementos propios de esa nueva persona 
para su cuantificación e individualización, ni tampoco 
se le otorgaría el derecho a defenderse; de determinar 
lo contrario, se estaría contraviniendo lo dispuesto por 
el primer párrafo del artículo 22 constitucional, el cual 
prohíbe de manera expresa, la aplicación de las penas 
trascendentales.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/20/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-117

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto en 
el mismo sentido los juicios contencioso administrativos 
9671/16-17-02-5/AC1/2205/18-PL-07-04, por unanimi-
dad de 11 votos a favor; 1991/18-03-01-4/1865/22-PL-08-
04, por unanimidad de 9 votos a favor; y el cumplimiento 
de ejecutoria relativo al incidente de daños y perjuicios 
planteado en Juicio Contencioso Administrativo 5994/08-
11-03-5/2197/10-PL-03-04, por unanimidad de 9 votos a 
favor; se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-117, bajo el si-
guiente rubro y texto:

NOTAS PERIODÍSTICAS, NO PUEDEN CONSTITUIR 
HECHOS NOTORIOS.- Aquellas no pueden constituir 
hechos notorios, en tanto que es notorio lo que es pú-
blico y sabido por todos, o el hecho cuyo conocimiento 
forma parte de la cultura normal propia de un determi-
nado círculo social en el tiempo de su realización; no 
así algún hecho consignado en determinado periódico 
o revista. Adicionalmente las publicaciones en los pe-
riódicos únicamente acreditan que tuvieron realización 
en el modo, tiempo y lugar que de las mismas apa-
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rezca, sin que sean aptas para demostrar los hechos 
que en tales publicaciones se contengan, pues no 
reúnen las características de documento público; en 
consecuencia, el contenido de una nota periodística, 
generalmente redactada y dada a conocer por profe-
sionales de la materia, cuyas fuentes no son necesa-
riamente confiables, amén de que cabe la posibilidad 
de que sean producto de la interpretación e investiga-
ción personal de su autor, no puede convertirse en un 
hecho notorio, pues aunque aquella no sea desmenti-
da por quien puede resultar afectado, el contenido de 
la nota solamente le es imputable al autor de la misma, 
no así a quienes se ven involucrados en la noticia co-
rrespondiente.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/21/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-118

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto 
en el mismo sentido los juicios contencioso administrati-
vos 1501/22-17-09-3/1916/22-PL-06-04, por unanimidad 
de 9 votos a favor; 1062/19-03-02-5/1115/21-PL-05-04, 
por unanimidad de 9 votos a favor; y 4570/20-17-03-
8/1485/22-PL-02-04, por unanimidad de 9 votos a favor; 
se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-118, bajo el siguiente 
rubro y texto:

INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. CUANDO SE AD-
VIERTAN AFECTACIONES A LOS DERECHOS DE NI-
ÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EL JUZGADOR TIENE 
LA OBLIGACIÓN DE ESTUDIARLAS A LA LUZ DEL RE-
FERIDO PRINCIPIO.- Cuando el juzgador advierta que 
en algún caso que se les presenta se encuentran invo-
lucrados, directa o indirectamente, los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes, la consideración principal 
que debe tomarse en cuenta para resolver la contro-
versia suscitada es el interés superior de la niñez, lo 
cual es acorde con lo dispuesto en el artículo 3.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, en el que se 
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ha sostenido que el interés superior del menor ope-
ra en una triple dimensión: como derecho sustantivo, 
como principio jurídico interpretativo fundamental 
y como norma de procedimiento, y en todas las ac-
tuaciones de los poderes públicos debe seguirse ese 
interés superior como principio rector. En ese sentido, 
como principio jurídico interpretativo fundamental, el 
interés superior del menor tiene como propósito que, 
en caso de que una medida, de cualquier índole, ad-
mita más de una interpretación, siempre se ha de ele-
gir aquella que satisfaga de mejor manera; es decir, en 
forma más efectiva, el mejor interés de aquel.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el tres de 
julio de dos mil veinticuatro, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/22/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-119

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto en 
el mismo sentido los juicios contencioso administrativos 
12634/06-17-12-1/926/10-PL-03-10, por unanimidad de 
9 votos a favor; 18/612-24-01-03-09-OL/18/44-PL-03-01, 
por mayoría de 10 votos a favor y 1 voto en contra; y 213 
63/21-17-05-7/1009/23-PL-09-04, por unanimidad de 9 
votos a favor; se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-119, bajo 
el siguiente rubro y texto:

SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO. PROCEDE DECRE-
TARLO SI LA REGLA DE CARÁCTER GENERAL IMPUG-
NADA, FUE CONSENTIDA POR LA ACTORA AL NO 
IMPUGNARLA EN UNIÓN DEL PRIMER ACTO DE APLI-
CACIÓN.- El artículo 2°, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo, dispone que el 
juicio procede en contra de los actos administrativos, 
decretos y acuerdos de carácter general diversos a 
los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuan-
do el interesado los controvierta en unión del primer 
acto de aplicación. Por lo tanto, si la actora aplicó la 
regla impugnada en un acto previo y no la controvirtió 
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en juicio dentro del plazo establecido por el artículo 13 
de la Ley antes mencionada, significa que la consintió, 
pues entonces no se surte la premisa de impugnarlo 
dentro de los 45 días a partir de su publicación o en 
unión al primer acto de aplicación, lo que actualiza la 
causal de improcedencia prevista en el artículo 8, frac-
ción IV de la misma Ley.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por 
unanimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el 
veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro, ordenándose 
su publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccio-
nal.- Firman el Magistrado Guillermo Valls Esponda, Pre-
sidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la 
Licenciada Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de 
Acuerdos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/23/24

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-120

Con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 75 y 76 de la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo y 17, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
al haberse resuelto en el mismo sentido los juicios con-
tencioso administrativos 4245/18-17-02-1/1760/19-PL-
04-04, por mayoría de 8 votos a favor y 2 votos en contra; 
1558/21-09-01-1-OT/690/22-PL-06-04, por unanimidad 
de 7 votos a favor; y 21363/21-17-05-7/1009/23-PL-09-
04, por unanimidad de 9 votos a favor; se fija la jurispru-
dencia N° IX-J-SS-120, bajo el siguiente rubro y texto:

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. PARA 
ACREDITAR QUE LOS DEPÓSITOS OBSERVADOS EN 
LA CUENTA BANCARIA DEL CONTRIBUYENTE CO-
RRESPONDEN A PRÉSTAMOS, MEDIANTE UN CON-
TRATO DE MUTUO SIMPLE O CON INTERÉS, ESTE 
DEBE ESTAR ADMINICULADO CON OTRAS PROBAN-
ZAS QUE ACREDITEN SU MATERIALIDAD, ENTRE 
OTROS, CON LOS RECIBOS O ESTADOS DE CUENTA 
BANCARIOS DEL CONTRIBUYENTE.- De conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 59, fracción III, del Có-
digo Fiscal de la Federación, la presunción de ingresos 
se actualiza cuando el registro de los depósitos ban-
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carios en la contabilidad del contribuyente obligado 
a llevarla, no esté soportado con la documentación 
correspondiente, de ahí que la estimativa indirecta de 
ingresos contenida en el precepto señalado, faculta 
a la autoridad fiscal a considerar los depósitos banca-
rios no registrados en la contabilidad del contribuyente 
como ingresos y valor de los actos o actividades por 
los que debe pagar contribuciones, cuando no sus-
tenta documentalmente en su contabilidad el registro 
de sus transacciones comerciales, quedando a cargo de 
la actora desvirtuar dicha presunción. Ahora, si en el 
caso concreto, la parte actora alega que los depósitos 
observados corresponden a préstamos que ya fueron 
pagados y por lo tanto, dichos recursos no deben 
de considerarse como ingresos por lo que deba de pa-
gar contribuciones, exhibiendo para tal efecto, el con-
trato de mutuo simple o con interés que formalizó con 
un tercero, este debe de estar adminiculado con otras 
probanzas que otorguen suficiente fuerza probatoria 
y convicción plena al juzgador de que el contribuyen-
te recibió o prestó el importe pactado en el acuerdo 
de voluntades y que, posteriormente, existió en la 
cuenta del mutuante el depósito del importe pactado 
en ese acuerdo precisamente para cubrir el adeudo, 
lo que se puede acreditar, entre otros medios, con los 
estados de cuenta bancarios del contribuyente, en 
los que se advierta la efectiva transferencia del nume-
rario que en él se indica. Lo anterior, no obstante que 
dichas documentales se consideren privadas, ya 
que tienen eficacia probatoria al ser documentos en 
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los que se hacen constar los ingresos, retiros, trans-
ferencias bancarias, intereses ganados o impuestos 
retenidos de los cuentahabientes, lo que los hace un 
medio de prueba para demostrar la existencia de in-
gresos y egresos del actor.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por 
unanimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el 
veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro, ordenándose 
su publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccio-
nal.- Firman el Magistrado Guillermo Valls Esponda, Pre-
sidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la 
Licenciada Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de 
Acuerdos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR - SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/16/2024

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-56

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y 18, fracción I, 
del Reglamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda 
vez que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios 
contencioso administrativos, se fija la jurisprudencia nú-
mero IX-J-2aS-56, de la Segunda Sección de la Sala Su-
perior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo 
el siguiente rubro y texto:

VALOR Y ALCANCE PROBATORIO DE LOS MEDIOS DE 
CONVICCIÓN. SU DIFERENCIA Y RELEVANCIA PARA 
LA EFICACIA DE LA PRUEBA.- El valor probatorio es 
un concepto concerniente a la autoridad formal de la 
probanza que corresponda, para la demostración de 
hechos en general, derivada de sus características 
de creación. Dicho valor es asignado por ley, previa 
clasificación de los objetos demostrativos en diversas 
especies, tales como: documentos privados, docu-
mentos públicos, testimoniales y dictámenes pericia-
les, entre otros. Por su parte, el alcance probatorio está 
vinculado con la capacidad de la probanza para acre-
ditar la realización de hechos particulares afirmados 
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por las partes; en ese orden de ideas, es a través de 
dicho elemento que el juzgador buscará establecer 
cuáles fueron los hechos demostrados, lo que se con-
seguirá al examinar el contenido de las probanzas. Así, 
el alcance probatorio de los medios de convicción es 
lo que dará eficacia a los mismos, pues puede darse el 
caso de que una probanza tenga pleno valor probato-
rio; sin embargo, con ella no sea posible demostrar los 
hechos afirmados por su oferente, tras resultar ineficaz 
en la misma medida en que lo es su contenido.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-72
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6546/16-07-
03-3/2696/18-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 31 de marzo de 2022, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José 
Antonio Rivera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de agosto de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 9. Septiembre 2022. p. 328

IX-P-2aS-182
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 582/18-16-01-
9/661/22-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de abril de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Julián 
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Alfonso Olivas Ugalde.- Secretaria: Lic. Beatriz Rodrí-
guez Figueroa.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de abril de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 17. Mayo 2023. p. 236

IX-P-2aS-224
Cumplimiento de Ejecutoria relativo al Juicio Conten-
cioso Administrativo Núm. 303/18-16-01-1/2500/18-
S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 29 de junio de 2023, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de junio de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 20. Agosto 2023. p. 335

IX-P-2aS-321
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20741/19-
17-02-4/1031/22-S2-08-04.- Resuelto por la Segun-
da Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 29 de febrero de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Alma 
Rosa Navarro Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de febrero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28. Abril 2024. p. 492

IX-P-2aS-360
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 855/23-EC1-
01-6/54/24-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
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ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 2 de mayo de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth 
Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 156

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la 
sesión pública ordinaria el quince de agosto de dos mil 
veinticuatro.- Firman, la Magistrada Maestra Luz María 
Anaya Domínguez, Presidenta de la Segunda Sección y 
el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto 
de Acuerdos de la Segunda Sección, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR - SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/17/2024

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-57

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo y 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa y 18, fracción I, 
del Reglamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda 
vez que se han resuelto en el mismo sentido cinco jui-
cios contencioso administrativos, se fija la jurisprudencia 
número IX-J-2aS-57, de la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
bajo el siguiente rubro y texto:

INCIDENTE DE INCOMPETENCIA.- NO SE PUEDE DI-
VIDIR LA CONTINENCIA DE LA CAUSA RESPECTO DE 
LA COMPETENCIA TERRITORIAL ATRIBUIDA A UNA 
SALA CUANDO SE CONTROVIERTEN DIVERSAS RE-
SOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES DIFE-
RENTES.- Cuando en un juicio se controvierten diversas 
resoluciones de las cuales se advierte que fueron emi-
tidas por diversas autoridades demandadas, y respec-
to de algunas se acredita que fueron emitidas por la 
Administración General de Grandes Contribuyentes, 
en el caso, debe estarse a la excepción establecida en 
el artículo 34, fracción III de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, ya que 
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no se puede dividir en partes el litigio pues ello traería 
como consecuencia emitir resoluciones contradicto-
rias en perjuicio de la actora; la única excepción sería 
que existiera una autoridad ejecutora, en términos del 
precepto antes citado.

PRECEDENTES:

VI-P-2aS-579
Incidente de Incompetencia Núm. 163/08-14-01-
8/1875/09-S2-07-06.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 13 de abril de 2010, 
por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Ma-
gistrada Ponente: Silvia Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: 
Lic. María Elda Hernández Bautista.
(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2010)
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año III. No. 33. Septiembre 2010. p. 46

VI-P-2aS-739
Incidente de Incompetencia Núm. 2526/09-01-02-
7/1566/10-S2-09-06.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 1 de marzo de 
2011, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- 
Magistrado Ponente: Francisco Cuevas Godínez.- Se-
cretario: Lic. César Edgar Sánchez Vázquez.
(Tesis aprobada en sesión de 1 de marzo de 2011)
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año IV. No. 40. Abril 2011. p. 496



SEGUNDA SECCIÓN
Acuerdos

Revista Núm. 33, Septiembre 2024 285

VIII-P-2aS-44
Incidente de Incompetencia en Razón de Territorio 
Núm. 5335/15-06-02-7/1742/16-S2-06-06.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 14 
de febrero de 2017, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- 
Secretaria: Lic. Yanet Sandoval Carrillo.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de febrero de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 8. Marzo 2017. p. 168

IX-P-2aS-307
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio 
tramitado mediante el Sistema de Justicia en Línea 
versión 2.0: Núm. 0085-2023-02-C-15-01-01-02-L-RE- 
0193-2023.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 24 de enero de 2024, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 24 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 27. Marzo 2024. p. 419

IX-P-2aS-353
Incidente de Incompetencia por Razón de Territorio 
Núm. 2445/23-11-02-7/1852/23-S2-10-06.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de 
abril de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Ma-
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gistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. 
Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 139

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Supe-
rior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la 
sesión pública ordinaria el quince de agosto de dos mil 
veinticuatro.- Firman, la Magistrada Maestra Luz María 
Anaya Domínguez, Presidenta de la Segunda Sección y 
el Licenciado Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto 
de Acuerdos de la Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIAS

SEGUNDA SALA

DEVOLUCIÓN AUTOMÁTICA DE SALDO A FAVOR DEL IM-
PUESTO SOBRE LA RENTA. LA AUTORIDAD FISCAL NO 
ESTÁ OBLIGADA A VERIFICAR QUE EL CONTRIBUYENTE 
ES EL TITULAR DE LA CUENTA CLABE PROPORCIONADA 
EN LA DECLARACIÓN. (2a./J. 48/2024 (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. II. 2a. Sala, junio 2024, p. 2050

PENSIÓN POR VIUDEZ. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
NIEGA SU RECONOCIMIENTO ES APLICABLE EL PLAZO 
DE QUINCE DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
LEY DE AMPARO. (2a./J. 54/2024 (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. II. 2a. Sala, junio 2024, p. 2106

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LAS SENTENCIAS EMITIDAS EN LOS PROCE-
DIMIENTOS SUBSTANCIADOS CONFORME A LA LEY 
GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATI-
VAS.- Hechos: La persona titular del área de Responsa-
bilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría 
de Turismo, interpuso recurso de revisión fiscal contra 
la sentencia del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva que declaró la nulidad de la sanción impuesta a un 
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servidor público en un procedimiento por faltas adminis-
trativas no graves, substanciado conforme a la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que es improcedente el recurso de revisión fis-
cal contra las sentencias emitidas en los procedimientos 
substanciados conforme a la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas.

Justificación: De los artículos 73, fracción XXIX-H y 109, 
fracciones III y IV, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 3, fracción XVI, 4, párrafo primero, 
13, 20, fracciones II, III, IV, VII, VIII, XI y XII, 34, párrafo prime-
ro, 35, fracción V, 37 y 38 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa; y 3, fracciones II a IV, 
XV, XVI y XXVII, 75, párrafo primero, 78, párrafo primero, 
101, párrafo primero, 102, 208 a 210, 213, 215, párrafo pri-
mero, 220 y tercero transitorio, párrafos primero y último, 
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
deriva la existencia de un sistema de impartición de jus-
ticia especializado en materia de responsabilidades ad-
ministrativas. El artículo 63, primer y último párrafos, de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo establece la procedencia del recurso de revisión 
fiscal contra las resoluciones del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, el cual es de naturaleza distinta al del 
precepto 220 de la señalada ley general, pues el primero 
tiene su génesis en el juicio de nulidad que analiza la le-
galidad de un acto administrativo, y el segundo deriva de 



PODER JUDICIAL
Jurisprudencia

290Tribunal Federal de Justicia Administrativa

los procedimientos de responsabilidad administrativa 
de los servidores públicos substanciados en términos de 
la propia ley general, en la que se prevén los medios 
de defensa para modificar o revocar las resoluciones 
emitidas en esa materia, por lo que es autónomo e in-
dependiente. Conforme a ese sistema especializado, el 
recurso de revisión fiscal es improcedente contra las sen-
tencias definitivas dictadas en materia de responsabilida-
des administrativas, máxime que en términos del artículo 
tercero transitorio de la Ley General de Responsabilida-
des Administrativas, se abrogó la Ley Federal de Respon-
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, 
de lo que deriva que tácitamente derogó su proceden-
cia, prevista en la fracción IV del mencionado artículo 63, 
contra las resoluciones dictadas en términos de la referi-
da ley general. (I.8o.A. J/1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. II. Volumen I. 8o. T.C. del 1er. C., julio 
2024, p. 615

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

INTEGRANTES DE LA GUARDIA NACIONAL. SU RENUN-
CIA VOLUNTARIA Y EL ACUERDO DE CONCLUSIÓN DE 
SERVICIO SON RESOLUCIONES DEFINITIVAS IMPUGNA-
BLES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL.- Hechos: Diversas personas integrantes de la 
Guardia Nacional demandaron la nulidad de su renun-
cia voluntaria, el acuerdo de conclusión de servicio y la 
plantilla de compensación económica. Se desecharon 
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las demandas al estimarse que dichos actos no son de 
naturaleza administrativa ni definitivos, por lo que no se 
actualizan –ni aun por afinidad– los supuestos previstos 
en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito deter-
mina que la renuncia voluntaria y el acuerdo de conclu-
sión de servicio de las personas integrantes de la Guardia 
Nacional, son resoluciones definitivas impugnables en el 
juicio contencioso administrativo federal.

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sido consistente en sostener que 
es de naturaleza administrativa la relación entre el Estado 
y los grupos constituidos por militares, marinos, personal 
del Servicio Exterior Mexicano, agentes del Ministerio Pú-
blico, peritos y los miembros de las instituciones policiales, 
a partir de la reforma al artículo 123, apartado B, fracción 
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 18 de junio de 2008, y que los conflictos derivados de 
la prestación de servicios de los agentes de la entonces 
Policía Judicial Federal, adscritos a la otrora Procuraduría 
General de la República, con independencia del origen 
de la controversia, ya sea con motivo de las prestaciones 
que les asistieran en razón de ese vínculo o por cuestio-
nes de responsabilidad administrativa, al derivar de una 
relación de naturaleza administrativa, correspondía por 
afinidad al entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
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Administrativa. En ese contexto, el acuerdo a través del 
cual se dio por concluida la relación administrativa de la 
persona quejosa con la dependencia a la que prestaba 
sus servicios es una resolución definitiva, ya que no es 
necesaria la preexistencia de otra, pues expresa la últi-
ma voluntad de la autoridad, en tanto que conforme al 
artículo 34, fracción III, inciso a), de la Ley de la Guardia 
Nacional, la renuncia es una de las causas de baja; de ahí 
que en su contra se actualice el requisito de procedencia 
del juicio de nulidad previsto en los artículos 2o. de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 
3, fracción XIX, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. (III.1o.A. J/11 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 1er. T.C. del 3er. C., junio 2024, p. 3804

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA EXENCIÓN RESPECTO 
DE LOS INGRESOS OBTENIDOS POR LOS CONCEPTOS 
PREVISTOS EN LAS FRACCIONES IV Y XIII DEL ARTÍCU-
LO 93 DE LA LEY RELATIVA, DEBE CUANTIFICARSE CON 
BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y AC-
TUALIZACIÓN (UMA) Y NO CON EL SALARIO MÍNIMO. 
(III.5o.A. J/1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 5o. T.C. del 3er. C., julio 
2024, p. 1840
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SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
 CIVIL DEL TERCER CIRCUITO

FACTURAS. CON INDEPENDENCIA DE SU MÉTODO DE 
CREACIÓN, SI SON OBJETADAS, CORRESPONDE A CADA 
PARTE PROBAR LOS HECHOS DE SUS PRETENSIONES. 
(III.6o.C. J/2 C (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 6o. T.C. del 3er. C., junio 2024, p. 3767

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN 
Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 

EN TODA LA REPÚBLICA

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA IMPOSI-
CIÓN E INDIVIDUALIZACIÓN DE UNA MULTA COMO 
MEDIDA DE APREMIO EN PROCEDIMIENTOS DE INVES-
TIGACIÓN Y VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO SEGUI-
DOS POR LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA 
ECONÓMICA (COFECE), YA SEA QUE SE RECLAMEN 
CONJUNTA O AISLADAMENTE. (I.2o.A.E. J/2 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 2do. T. C. de C., julio 2024, p. 1810
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PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO PRESENTADA A TRA-
VÉS DEL TRIBUNAL ELECTRÓNICO PARA LA JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA (TEJA) DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO SIN FIRMA 
ELECTRÓNICA. CUMPLE CON EL PRINCIPIO DE INSTAN-
CIA DE PARTE AGRAVIADA. (PR.A.C.CN. J/13 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 2781

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO PRESENTADA A TRA-
VÉS DEL TRIBUNAL ELECTRÓNICO PARA LA JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA (TEJA) SIN FIRMA ELECTRÓNICA. EL 
REQUISITO QUE PERMITA A LOS SECRETARIOS DEL TRI-
BUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 
MÉXICO CORROBORAR LA VINCULACIÓN DE LA PER-
SONA QUE LA PRESENTÓ ESTÁ COMPRENDIDO EN LA 
CERTIFICACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 178, FRAC-
CIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO. (PR.A.C.CN. J/14 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 2783

EMPRESAS PRODUCTIVAS SUBSIDIARIAS DE LA CO-
MISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE). TIENEN EL 
CARÁCTER DE PERSONAS MORALES OFICIALES PARA 
EFECTOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 7o. 
DE LA LEY DE AMPARO. (PR.A.C.CN. J/19 A (11a.))
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S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Norte, julio 2024, p. 1364

IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY DE INGRESOS PARA EL MUNICIPIO DE SAN MI-
GUEL DE ALLENDE, GUANAJUATO, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DEL AÑO 2022, AL CONTENER LA EXPRESIÓN 
“TASA MARGINAL”, RESPETA EL PRINCIPIO DE LEGALI-
DAD TRIBUTARIA. (PR.A.C.CN. J/22 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Norte, julio 2024, p. 1516

IMPUESTO PREDIAL. EL CONCEPTO “TASA MARGINAL” 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE INGRESOS PARA EL MUNICIPIO DE SAN MIGUEL DE 
ALLENDE, GUANAJUATO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DEL AÑO 2022, DEBE ANALIZARSE A LA LUZ DEL PRINCI-
PIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. (PR.A.C.CN. J/21 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Norte, julio 2024, p. 1517

IMPUESTO PREDIAL. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
NULIDAD CONTRA LA PROPUESTA DE DECLARACIÓN 
DE PAGO Y SU ENTERO, AUNQUE SE IMPUGNEN CON-
JUNTAMENTE (LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXI-
CO). (PR.A.C.CN. J/16 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 2848
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IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES. EFEC-
TOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA EL ARTÍCULO 
113 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, VI-
GENTE EN 2021 Y 2022, POR VIOLACIÓN AL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
(PR.A.C.CN. J/17 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 2917

RECONOCIMIENTO DE PRIORIDAD DE UNA SOLICITUD 
DE PATENTE O DE DISEÑO INDUSTRIAL. AL PRACTICAR 
EL EXAMEN DE FORMA DE LA DOCUMENTACIÓN QUE 
ACOMPAÑA LA SOLICITUD, EL INSTITUTO MEXICANO 
DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (IMPI) NO ESTÁ OBLI-
GADO A REQUERIR AL SOLICITANTE SI OMITIÓ EXHIBIR 
LA QUE COMPRUEBA EL TRÁMITE REALIZADO EN OTRO 
PAÍS [ARTÍCULOS 40 Y 41 DE LA LEY DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL (ABROGADA) Y 36 DE SU REGLAMENTO]. 
(PR.A.C.CN. J/15 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 3109

SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER AMPARO INDIRECTO 
CONTRA DETERMINACIONES QUE CONFIRMEN EL NO 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL POR LA COMISIÓN DE 
DELITOS FISCALES O DESECHEN LOS MEDIOS DE IM-
PUGNACIÓN ORDINARIOS INTERPUESTOS EN SU CON-
TRA. (PR.P.T.CN. J/14 P (11a.))
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S.J.F. XI Época. Libro 38. T. III. Pleno de la Región Centro-Norte, 
junio 2024, p. 3305

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DEL 
AMPARO INDIRECTO CONTRA LA MULTA IMPUESTA 
COMO MEDIDA DE APREMIO POR UN TRIBUNAL AD-
MINISTRATIVO, CUANDO NO SE SEÑALA AUTORIDAD 
EJECUTORA. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO 
CON JURISDICCIÓN EN DONDE DEBA REQUERIRSE EL 
PAGO. (PR.A.C.CS. J/4 K (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Sur, julio 2024, p. 1134

CONFLICTO COMPETENCIAL. PUEDE CONFIGURARSE 
ENTRE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA Y OTRA JU-
RISDICCIONAL, PARA RESOLVER UN PROCEDIMIENTO 
DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE JALISCO). (PR.A.C.CS. J/2 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Sur, julio 2024, p. 1240

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 
SENTENCIA QUE ANULA UNA RESOLUCIÓN DE BAJA O 
TERMINACIÓN DEL NOMBRAMIENTO DE UN MIEMBRO 
DE UNA INSTITUCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA POR 
VICIOS FORMALES, AUNQUE ORDENE INDEMNIZARLO 
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CONFORME AL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN 
XIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (ARTÍCULO 63 DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO).- Hechos: Los Tribunales Colegiados 
de Circuito contendientes sustentaron criterios contradic-
torios al analizar la procedencia del recurso de revisión 
fiscal cuando se declara la nulidad, por vicios de forma, 
de resoluciones que ordenaron la baja o terminación del 
nombramiento de miembros de una institución de seguri-
dad pública y el pago de la indemnización constitucional. 
Mientras que uno determinó su improcedencia, porque 
la declaración de nulidad derivó de un vicio formal y por 
ello no se había emitido un pronunciamiento de fondo; el 
otro estimó que la restitución ordenada a través del pago 
de la indemnización, aunque derivaba de la declaratoria 
por un vicio en el procedimiento, implicaba un pronuncia-
miento de fondo. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Adminis-
trativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en 
la Ciudad de México, determina que el recurso de revi-
sión fiscal es improcedente contra las sentencias del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa que declaren la 
nulidad de la resolución de baja o terminación del nom-
bramiento de un miembro de una institución de seguri-
dad pública por un vicio formal y ordenen el pago de la 
indemnización a que se refiere el artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, de la Constitución Federal. 
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Justificación: Del análisis histórico legislativo del recur-
so de revisión fiscal y la doctrina jurisprudencial del Alto 
Tribunal respecto al mismo, se advierte que los paráme-
tros para considerar la importancia y trascendencia de un 
asunto, es que el tema que motive la nulidad sea de fon-
do, con independencia de los efectos que se impriman 
a esa declaración, al constituir una cuestión secundaria 
que no incide en la procedencia del recurso. 

Cuando se declare la nulidad de una resolución de baja, 
cese o terminación del nombramiento de un miembro de 
una institución de seguridad pública por vicios de forma 
y se ordene la restitución a través del pago de la indem-
nización correspondiente, esa circunstancia no implica 
un pronunciamiento de fondo, ya que no deriva del aná-
lisis de un vicio material vinculado con los hechos y el 
derecho que sirvieron de fundamento para la emisión del 
acto impugnado, sino que es una mera consecuencia 
de la declaración de nulidad, entre otras razones, por la 
imposibilidad constitucional de reinstalar al miembro de 
la institución de seguridad pública. (PR.A.C.CS. J/1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. Pleno de la Región Cen-
tro-Sur, julio 2024, p. 1653
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TESIS

PRIMERA SALA

IMPUESTO SOBRE LA RENTA PAGADO EN EL EXTRANJE-
RO. EL ARTÍCULO 5o., PÁRRAFOS PRIMERO Y SEXTO, DE 
LA LEY RELATIVA, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2014, AL PREVER QUE SU ACREDITAMIENTO ESTÁ 
LIMITADO POR PAÍS O TERRITORIO, NO TRANSGREDE 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
(1a. I/2024 (10a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen I. 1a. Sala, julio 2024, p. 1049

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EXISTE 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR DEL MINIS-
TERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN CUANDO EJERZA 
ACCIÓN PENAL SIN REALIZAR LAS DILIGENCIAS NECE-
SARIAS PARA LA ACREDITACIÓN DEL CUERPO DEL DE-
LITO Y LA PROBABLE RESPONSABILIDAD PENAL DEL 
INDICIADO.- Hechos: Una persona demandó la respon-
sabilidad patrimonial del Estado de la entonces Procura-
duría General de la República por su detención y arraigo, 
el supuesto maltrato que sufrió en custodia, las demoras 
en el proceso penal seguido en su contra y su exposición 
como culpable ante los medios de comunicación; la Fis-
calía General de la República negó la reparación a la par-
te solicitante. Inconforme, la parte accionante promovió 
juicio contencioso administrativo en el que la Sala del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa del conocimiento 
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declaró la validez de la resolución impugnada. Contra la 
sentencia contenciosa promovió juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que el Ministerio Público 
puede incurrir en actividad administrativa irregular cuan-
do ejerza acción penal sin realizar las diligencias necesa-
rias para la acreditación del cuerpo del delito y la probable 
responsabilidad penal del indiciado.

Justificación: De acuerdo con los artículos 19, 20, aparta-
do A, 21 y 102, apartado A, de la Constitución General, así 
como los diversos 2, fracción II, 15, 16, 123 y 128 del Código 
Federal de Procedimientos Penales abrogado, es facultad 
del Ministerio Público llevar a cabo la averiguación pre-
via y ejercer, en su caso, acción penal, para lo cual debe 
respetar las formalidades y los términos prescritos para 
salvaguardar las garantías. Por lo anterior, ante la omisión 
de cumplir con dichos requisitos, se le podrá atribuir una 
actividad administrativa irregular y, por tanto, una res-
ponsabilidad patrimonial del Estado. (1a. XIII/2024 (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen I. 1a. Sala, julio 2024, p. 1050

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA 
EXPOSICIÓN DE DETENIDOS ANTE LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN CONFIGURA UNA ACTIVIDAD AD-
MINISTRATIVA IRREGULAR DEL MINISTERIO PÚBLI-
CO.- Hechos: Una persona demandó la responsabilidad 
patrimonial del Estado de la entonces Procuraduría Ge-
neral de la República por su detención y arraigo, el su-
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puesto maltrato que sufrió en custodia, las demoras en 
el proceso penal seguido en su contra y su exposición 
como culpable ante los medios de comunicación; la Fis-
calía General de la República negó la reparación a la par-
te solicitante. Inconforme, la parte accionante promovió 
juicio contencioso administrativo en el que la Sala del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa del conocimiento 
declaró la validez de la resolución impugnada. Contra la 
sentencia contenciosa promovió juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación considera que la exposición de 
una persona como delincuente ante los medios de co-
municación es una actuación fuera de todo cauce legal y 
constitucional, por lo que puede configurar una actividad 
administrativa irregular del Ministerio Público.

Justificación: El principio de presunción de inocencia en su 
vertiente de trato procesal consiste en recibir la conside-
ración y el tratamiento de no autor en un hecho delictivo 
mientras no se demuestre la culpabilidad. Por otra parte, 
se ha elaborado la doctrina del efecto corruptor del pro-
cedimiento, entendiéndose como aquellas conductas 
por parte de las autoridades que producen condiciones 
sugestivas en la evidencia incriminatoria que conllevan 
a la obligación de decretar la invalidez del proceso, pues 
dichas acciones pueden provocar que se condene al de-
nunciado antes de tiempo. Por tanto, el exponer a una 
persona como delincuente ante los medios de comuni-
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cación es una actuación que escapa de la función regular 
constitucional de las autoridades encargadas de la inves-
tigación. (1a. XIV/2024 (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen I. 1a. Sala, julio 2024, p. 1052

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA 
QUE LA ACTIVIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO SE CON-
SIDERE REGULAR, DEBERÁ ACTUAR CONFORME A LAS 
FORMALIDADES PRESCRITAS PARA SALVAGUARDAR 
LOS DERECHOS DE LOS PARTICULARES.- Hechos: Una 
persona demandó la responsabilidad patrimonial del Es-
tado de la entonces Procuraduría General de la República 
por su detención y arraigo, el supuesto maltrato que su-
frió en custodia, las demoras en el proceso penal seguido 
en su contra y su exposición como culpable ante los me-
dios de comunicación; la Fiscalía General de la República 
negó la reparación a la parte solicitante. Inconforme, la 
parte accionante promovió juicio contencioso adminis-
trativo en el que la Sala del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa del conocimiento declaró la validez de 
la resolución impugnada. Contra la sentencia contenciosa 
promovió juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que el Ministerio Público 
puede incurrir en una actividad administrativa irregular si 
no lleva a cabo su función de acuerdo con las formalida-
des y los trámites prescritos en la ley, a fin de asegurar las 
garantías de los particulares.
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Justificación: El Ministerio Público, para salvaguardar las 
garantías de los particulares durante la averiguación pre-
via, deberá actuar de acuerdo con las formalidades esta-
blecidas en la ley, entre las que se encuentran: a) hacer 
constar quién realizó la detención o ante quien compareció 
el inculpado, el día, hora y lugar de la detención o de la 
comparecencia, así como, en su caso, el nombre y cargo 
de quien lo haya ordenado; b) dar a conocer al inculpado 
la naturaleza y causa de su acusación, así como el nom-
bre del denunciante o querellante; y c) se le hará saber 
al inculpado los derechos que la Constitución le otorga, 
particularmente en la averiguación previa, a saber: i) a no 
declarar si así lo desea o, en caso contrario, a declarar 
asistido por su defensor; ii) a tener una defensa adecuada 
por sí, por abogado o por persona de su confianza o si 
no quisiere o no pudiere designar un abogado, se le de-
signará uno de oficio; iii) a que su defensor comparezca 
en todos los actos de desahogo de pruebas dentro de 
la averiguación; iv) a que se faciliten todos los datos que 
solicite para su defensa y que consten en la averiguación; 
v) a que se le reciban los testigos y demás pruebas que 
ofrezca, los cuales se deberán de tomar en cuenta para 
dictar la resolución que corresponda; vi) que se le con-
ceda su libertad bajo caución; vii) a que no quede inco-
municado con las personas que él solicite utilizando el 
teléfono o cualquier otro medio de comunicación del que 
se pueda disponer; viii) a designar un traductor cuando el 
detenido perteneciere a un pueblo o comunidad indígena 
o fuera extranjero que no hable suficientemente español; 
ix) a que los hombres y las mujeres sean separados en los 
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lugares de detención y reclusión; y x) a que se respeten 
los plazos previstos en los artículos 19, 20, apartado A, 21 
y 102, apartado A, de la Constitución General, así como 
2o., fracción II, 15, 16, 123 y 128 del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales abrogado. (1a. XV/2024 (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen I. 1a. Sala, julio 2024, p. 1053

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN 
LA QUE SE RECLAMA EL PAGO DE FACTURAS DERIVADAS 
DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA. CORRESPONDE 
A LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
(I.2o.C.14 C (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 3950

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE 
REVOCACIÓN QUE CONFIRMA LA DIVERSA DEL TITU-
LAR DEL ÁREA DE RESPONSABILIDADES DEL ÓRGANO 
INTERNO DE CONTROL DE LA FISCALÍA GENERAL DE 
LA REPÚBLICA, QUE DETERMINA LA RESPONSABILI-
DAD ADMINISTRATIVA DE UNA PERSONA AGENTE DEL 
MINISTERIO PÚBLICO.- Hechos: Una persona agente del 
Ministerio Público demandó la nulidad de la resolución 
recaída al recurso de revocación interpuesto contra la di-
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versa dictada por el titular del Área de Responsabilidades 
del Órgano Interno de Control de la Fiscalía General de 
la República que determinó su responsabilidad adminis-
trativa. La Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa consideró que era incompetente, porque 
dicha Fiscalía es un órgano constitucionalmente autóno-
mo, por lo que no forma parte de la administración públi-
ca federal y, por ende, sobreseyó en el juicio en términos 
de los artículos 8o., primer párrafo, fracción II y último pá-
rrafo, y 9o., primer párrafo, fracción II, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito es-
tablece que procede el juicio contencioso administrati-
vo federal contra la resolución del recurso de revocación 
que confirma la diversa emitida por el titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control de la 
Fiscalía General de la República, que determina la res-
ponsabilidad administrativa de una persona agente del 
Ministerio Público de la Federación.

Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha sostenido que la competencia para conocer de 
las controversias en torno a las relaciones laborales de las 
personas que desempeñen alguno de los cargos que 
prevé la fracción XIII del apartado B del artículo 123 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos corresponde, por afinidad, a los tribunales de jus-
ticia administrativa, ya que no se trata de servidores de 
la administración pública y no tienen una relación labo-
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ral con el Estado, sino una de carácter administrativo, por 
lo que debe estimarse que la autonomía constitucional 
de que goza la Fiscalía General de la República no re-
presenta un impedimento para que el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa conozca de las controversias sus-
citadas por la imposición de sanciones administrativas a 
sus servidores públicos en términos de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y por las resoluciones 
de los recursos administrativos previstos en dichos orde-
namientos, pues así lo establece la ley orgánica de ese 
tribunal en la fracción XVI de su artículo 3, lo que también 
se reconoce en su diversa XIX, en relación con el 210 de la 
referida ley general, al establecer como de la competen-
cia de ese tribunal las resoluciones definitivas dictadas 
en el recurso de revocación interpuesto contra las que 
determinen la responsabilidad administrativa de los ser-
vidores públicos por la comisión de faltas administrativas 
no graves. (I.4o.A.46 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 4o. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4092

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO FEDERAL. CUANDO SE DECRETA CONTRA LA 
RESOLUCIÓN QUE SANCIONA A UNA PERSONA SERVI-
DORA PÚBLICA POR UNA FALTA ADMINISTRATIVA NO 
GRAVE, PERO EN ÉSTA SE LE INDICÓ QUE PODÍA ACUDIR 
DIRECTAMENTE A ESE MEDIO DE IMPUGNACIÓN, EL TRI-
BUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE 
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DEJAR A SALVO SUS DERECHOS PARA QUE HAGA VA-
LER EL RECURSO DE REVOCACIÓN CORRESPONDIEN-
TE.- Hechos: El Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
sobreseyó en el juicio de nulidad promovido contra la re-
solución mediante la cual se consideró responsable a la 
persona promovente por una falta administrativa no grave, 
al estimar que no agotó previamente el recurso de revoca-
ción previsto en el artículo 210 de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas. En amparo directo aquélla 
argumentó que en dicha resolución el Órgano Interno de 
Control indicó que podía acudir directamente al juicio con-
tencioso administrativo o al mencionado recurso.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito esta-
blece que cuando se decreta la improcedencia del juicio 
contencioso administrativo federal contra la resolución 
que sanciona a una persona servidora pública por la co-
misión de una falta administrativa no grave, pero en ésta 
se le indicó que podía acudir directamente a ese medio 
de impugnación, el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa debe dejar a salvo sus derechos para que, una vez 
que cause estado esa sentencia, haga valer el recurso de 
revocación correspondiente.

Justificación: Conforme a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
73/2023 (11a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, el recurso de revocación previsto 
en el artículo 210 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas debe promoverse previamente al juicio 
contencioso administrativo contra la resolución en que 
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se sancione a una persona servidora pública por la comi-
sión de una falta administrativa no grave. La omisión de 
la autoridad de cumplir la obligación de indicar el medio 
ordinario de defensa que resulte procedente contra las 
resoluciones correspondientes, el plazo para interponerlo 
y el órgano ante quien debe presentarse, o cuando incurra 
en imprecisiones o inexactitudes o la información propor-
cionada sea errónea, no debe vulnerar los derechos hu-
manos de acceso a la justicia y a la seguridad jurídica de 
las personas a quienes van dirigidas. Por tanto, si fue la 
autoridad demandada quien condujo al error a la persona 
afectada, sin desconocer la regla de improcedencia esta-
blecida en la referida tesis de jurisprudencia, deben dejar-
se a salvo sus derechos para que no pierda la oportunidad 
de promover el recurso en sede administrativa en tiempo y 
forma, es decir, que el lapso transcurrido desde que surtió 
efectos la notificación de la resolución impugnada, hasta 
que cause estado la sentencia de improcedencia dictada 
en el juicio de nulidad, no le depare perjuicio ni actualice 
el consentimiento de aquélla. (I.7o.A.3 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 7o. T.C. del 1er. C., julio 
2024, p. 1876

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

MARCAS. AUN CUANDO EL DISEÑO DE LA MARCA PRO-
PUESTA A REGISTRO INCLUYA UN ELEMENTO ISOTÍPICO 
Y LA YA REGISTRADA, SEÑALADA COMO ANTERIORIDAD 
NO LO CONTENGA, EL INSTITUTO MEXICANO DE LA 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL DEBE PRIVILEGIAR EL ANÁ-
LISIS FONÉTICO DE ÉSTAS.- Hechos: El Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa reconoció la validez de la reso-
lución del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
mediante la cual negó el registro como marca del signo 
propuesto por la persona quejosa, al actualizarse la hipó-
tesis prevista en el artículo 173, fracción XVIII, de la Ley 
Federal de Protección a la Propiedad Industrial, pues di-
cho signo propuesto es semejante en grado de confusión 
con la marca propiedad del tercero interesado, además 
de que comprende servicios coincidentes. En amparo di-
recto aquélla argumentó que la Sala soslayó que el ele-
mento isotípico refiere la parte icónica o más reconocible 
del diseño de una marca, por lo que es el elemento fun-
damental o constitutivo de un diseño de identidad, con lo 
que omitió efectuar un análisis detallado de la denomi-
nación propuesta a registro y pasó por alto las reglas para 
determinar las semejanzas en grado de confusión.

Criterio jurídico: Para negar el registro como marca de 
un signo, aun cuando el diseño de la marca propuesta 
a registro incluya un elemento isotípico referido a la par-
te icónica o más reconocible de su diseño y la marca ya 
registrada señalada como anterioridad no cuenta con 
signos gráficos, el Instituto Mexicano de la Propiedad In-
dustrial debe privilegiar el análisis fonético de las marcas 
en conflicto; criterio que coincide con el marco referen-
cial que ha emitido la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación relacionado con que la confusión entre signos es 
una sola, la cual puede darse en cualquiera de sus tres 
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aspectos: fonético, gráfico, e ideológico o conceptual, por 
lo que basta que el caso encuadre en uno de ellos para 
determinar que los signos son confundibles, siempre y 
cuando estén aplicados a los mismos o similares produc-
tos o servicios.

Justificación: La función básica de la marca tiene su ori-
gen en el principal requisito que debe cumplir para poder 
ser registrable y subsistir, consistente en servir como me-
dio de identificación para el público consumidor, por lo 
que el carácter distintivo no está referido a cualquier de-
nominación que el solicitante añada a la presentación del 
bien o servicio ofertado, sino que consiste en la cualidad 
que deben reunir las marcas para cumplir eficazmente su 
finalidad frente al mercado, ya que la confusión entre sig-
nos es una sola. (I.20o.A.43 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. II. Volumen I. 20o. T.C. del 1er. C., julio 
2024, p. 713

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. EL 
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA EN LOS ACTOS PRIVA-
TIVOS NO SE SATISFACE CON LA POSIBILIDAD DE QUE 
LA PERSONA AFECTADA PROMUEVA UN RECURSO OR-
DINARIO O EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
(I.20o.A.36 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 20o. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4237

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
LAS RESOLUCIONES DE LA SECRETARÍA DE LA DEFEN-
SA NACIONAL MEDIANTE LAS CUALES IMPONE MULTAS 
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A LAS AUTORIDADES CIVILES SIN OTORGARLES EL DE-
RECHO DE AUDIENCIA PREVIA, VIOLAN LOS DIVERSOS 
AL DEBIDO PROCESO, A LA DEFENSA Y A LA TUTELA JU-
DICIAL EFECTIVA. (I.20o.A.35 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 20o. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4239

VIGÉSIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DE CONCLUSIÓN DEL 
SERVICIO CELEBRADO ENTRE UNA PERSONA SER-
VIDORA PÚBLICA Y LA GUARDIA NACIONAL.- Hechos: 
En el juicio contencioso administrativo federal se impugnó 
el acuerdo de conclusión del servicio celebrado entre la 
Guardia Nacional y un servidor público adscrito a la extinta 
Policía Federal, quien solicitó su compensación o indem-
nización voluntaria, al no tener la intención de pertenecer 
a aquella corporación, por lo que recibió una compensa-
ción por un monto que, adujo, es menor al que le corres-
pondía. Se sobreseyó bajo el argumento de que no es un 
acto administrativo definitivo en el cual unilateralmente se 
hubiese decretado la terminación de sus actividades en la 
institución, sino un acuerdo de voluntades entre las partes.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que el acuerdo de conclusión del servicio cele-
brado entre la Guardia Nacional y una persona servidora 
pública es una resolución administrativa definitiva contra 
la que procede el juicio contencioso administrativo federal.
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Justificación: Conforme a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
8/2013 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la relación entre los miembros de las 
instituciones policiales y el Estado es de naturaleza admi-
nistrativa; por ello, el acuerdo referido debe considerarse 
como una resolución definitiva, en términos de los artícu-
los 2o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, para la procedencia del juicio 
contencioso administrativo federal en su contra, pues ex-
presa la última voluntad de la autoridad, lo cual implica el 
análisis de las condiciones del pago realizado al respecto, 
al ser una consecuencia inmediata de aquélla; máxime 
que en los convenios de liquidación no puede existir una 
renuncia de las prerrogativas a los derechos de la perso-
na servidora pública. (I.21o.A.9 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 21er. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4091

LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO FEDERAL. FORMA EN QUE OPERA ESE PRIN-
CIPIO CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN DE UN 
RECURSO EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE SE TUVO 
POR NO INTERPUESTO O SE DESECHÓ POR IMPROCE-
DENTE. (I.21o.A.8 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 21er. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4101

PERSONAS EXINTEGRANTES DE LA SECRETARÍA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL (AHORA 
CIUDAD DE MÉXICO). CUANDO EN EL JUICIO CONTEN-
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CIOSO ADMINISTRATIVO DEMUESTRAN LA ILEGALIDAD 
DE SU DESTITUCIÓN, PUEDEN RETIRAR EN UNA SOLA 
EXHIBICIÓN LAS APORTACIONES REALIZADAS A LA 
CAJA DE PREVISIÓN DE LA POLICÍA PREVENTIVA O SE-
GUIR COTIZANDO PARA OBTENER UNA PENSIÓN POR 
EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. (I.21o.A.10 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 21er. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4229

TRIBUNALES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA (FEDERAL O 
LOCALES). SON LAS ÚNICAS AUTORIDADES COMPETEN-
TES PARA IMPONER SANCIONES A LAS PERSONAS PAR-
TICULARES VINCULADAS EN UN PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. (I.21o.A.16 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 21er. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4344

VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO EN LA CIUDAD DE MÉXICO. SURTE EFECTOS 
DESDE QUE SE CONCEDE. (I.22o.A.9 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 22o. T.C. del 1er. C., junio 2024, p. 4340

VIGÉSIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

ALERTA MIGRATORIA CON EFECTOS PRIVATIVOS. EL INS-
TITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN DEBE RESPETAR EL 
DERECHO DE AUDIENCIA DE LAS PERSONAS MIGRAN-
TES, PREVIAMENTE A SU REGISTRO. (I.24o.A.1 A (11a.))
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S.J.F. XI Época. Libro 39. T. II. Volumen I. 24o. T.C. del 1er. C., julio 
2024, p. 625

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO

RENUNCIA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DEBE ANALIZAR SU VEROSIMILITUD 
PARA VERIFICAR SI SE FIRMÓ UNILATERAL Y VOLUNTA-
RIAMENTE. (II.2o.A.34 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 2o. T.C. del 2o. C., julio 
2024, p. 1900

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

NEGATIVA FICTA. AL CONTESTAR LA DEMANDA DE 
NULIDAD, LA AUTORIDAD SÓLO PUEDE PLANTEAR 
ASPECTOS RELACIONADOS CON EL FONDO DEL ASUN-
TO.- Hechos: Se demandó la nulidad de la negativa ficta 
recaída a una solicitud de aumento de pensión. La auto-
ridad demandada estimó que no se actualizaba, porque 
la petición se presentó ante autoridad incompetente, por 
lo que la Sala devolvió jurisdicción a la demandada para 
que remitiera la solicitud a la competente.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito deter-
mina que al contestar la demanda en el juicio contencio-
so administrativo contra una negativa ficta, la autoridad 
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sólo puede plantear aspectos relacionados con el fondo 
del asunto.

Justificación: La negativa ficta consiste en que el silencio 
de la autoridad ante una instancia o petición formulada por 
el particular extendido durante un plazo ininterrumpido de 
tres meses, de conformidad con el artículo 17 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, genera la pre-
sunción legal de que resolvió de manera negativa, es de-
cir, contra los intereses del peticionario. Así, al contestar la 
demanda la autoridad sólo podrá exponer como razones 
para justificar su decisión las relacionadas con el fondo del 
asunto, mas no situaciones procesales, como serían su in-
competencia legal para resolver o la falta de datos para 
hacerlo, toda vez que al igual que el particular pierde el 
derecho por su negligencia para que se resuelva el fondo 
del asunto cuando no promueve debidamente, también 
precluye el de la autoridad para desechar la instancia o 
el recurso por ésas u otras situaciones procesales que no 
sustentó en el plazo legal. El Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa no puede, ante la contestación de la de-
manda basada en aspectos procesales, devolver jurisdic-
ción a la autoridad o sobreseer, pues riñe con la finalidad 
del juicio de nulidad cuando se demanda la negativa ficta 
y ésta se acredita, ya que opera la litis abierta y, por ende, 
la Sala debe resolver sobre el fondo de la cuestión plan-
teada en la petición, incluso, restituir a la persona actora 
en el derecho subjetivo que estima violado, si cuenta con 
elementos suficientes para ello. (III.1o.A.26 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 1er. T.C. del 3er. C., junio 2024, p. 4109
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RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
96 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTA-
DO DE JALISCO. ES INNECESARIO AGOTARLO PREVIA-
MENTE AL AMPARO DIRECTO, CONTRA LA SENTENCIA 
DERIVADA DE UN PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILI-
DAD ADMINISTRATIVA POR FALTAS NO GRAVES.
(III.1o.A.28 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 1er. T.C. del 3er. C., junio 2024, p. 4316

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. ES OPORTUNA SU 
PRESENTACIÓN EN LA PRIMERA HORA HÁBIL DEL DÍA 
SIGUIENTE AL DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO DE QUIN-
CE DÍAS, DURANTE LA VIGENCIA DE LA NORMATIVA QUE 
REGULÓ LOS HORARIOS DE LAS OFICIALÍAS DE PARTES 
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATI-
VA, CON MOTIVO DE LA PANDEMIA POR EL VIRUS SARS-
CoV-2 (COVID-19).- Hechos: La persona quejosa presentó 
su demanda de amparo directo en la primera hora del día 
hábil siguiente al en que feneció el plazo de quince días 
que establece el artículo 17 de la Ley de Amparo, durante 
la vigencia de la normativa emitida por la Junta de Go-
bierno y Administración del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, para regular los horarios de atención al 
público de las Oficialías de Partes, a efecto de disminuir el 
riesgo de contagio, con motivo de la emergencia sanitaria 
generada por el virus SARS-CoV-2 (COVID-19).
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Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito deter-
mina que es oportuna la presentación de la demanda de 
amparo directo en la primera hora hábil del día siguiente 
al del vencimiento del plazo de quince días, durante la 
vigencia de la normativa que reguló los horarios de las 
Oficialías de Partes del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, con motivo de la pandemia por el virus SARS-
CoV-2 (COVID-19).

Justificación: En términos del parámetro constitucional 
de la tutela judicial efectiva, que supone que la jurisdic-
ción contenciosa administrativa debe partir de una inter-
pretación acorde con los artículos 1o., 17 y 103, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, no debe existir restricción al plazo de quince días 
para presentar la demanda de amparo directo, previsto 
en el artículo 17 de la Ley de Amparo. Así, al realizarse el 
cómputo respectivo, la interpretación de la normativa 
emitida por la señalada Junta de Gobierno y Administra-
ción, que redujo el horario de atención al público de las 
Oficialías de Partes de 8:30 a 15:30 horas, con motivo de la 
emergencia sanitaria por el virus SARS-CoV-2 (COVID-19), 
debe hacerse conforme a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
108/2009, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el sentido de que cuando con 
motivo de un horario de labores fijado en acuerdos admi-
nistrativos o leyes secundarias, se restrinja la oportunidad 
para la presentación de la demanda de amparo directo, 
generándose la imposibilidad de hacerlo hasta las 24:00 
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horas del día del vencimiento, como lo señala el artículo 
87 del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justi-
cia Administrativa, es oportuna su presentación en la pri-
mera hora hábil del día siguiente. (III.2o.A.7 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 3er. C., junio 2024, p. 3974

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. ES 
IMPROCEDENTE CONTRA LOS EFECTOS Y CONSE-
CUENCIAS DE LA RESOLUCIÓN DEL SERVICIO DE AD-
MINISTRACIÓN TRIBUTARIA QUE CONSIDERA A UNA 
PERSONA CONTRIBUYENTE COMO NO LOCALIZADA EN 
SU DOMICILIO FISCAL. (III.3o.A.1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 3er. T.C. del 3er. C., julio 
2024, p. 1904

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SEGUIDOS EN 
FORMA DE JUICIO. LES ES APLICABLE EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. (III.5o.A.3 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 5o. T.C. del 3er. C., julio 
2024, p. 1895
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS
 PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO CONTEN-
CIOSO ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO DE SONORA. 
NO SE ACTUALIZA POR INACTIVIDAD PROCESAL ATRI-
BUIBLE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL. (V.4o.P.A.1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 4o. T.C. del 5o. C., junio 2024, p. 3941

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
 ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO

BAJA DEL SERVICIO ACTIVO DE LA ARMADA DE MÉXICO. 
LOS COMANDANTES DE LAS REGIONES NAVALES SON 
COMPETENTES PARA INSTAURAR EL PROCEDIMIENTO, 
EMITIR LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE Y COMU-
NICARLA A LA PERSONA AFECTADA. (VII.2o.A.11 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 7o. C., junio 2024, p. 3929

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL OCTAVO CIRCUITO

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO FEDERAL. SURTE EFECTOS HASTA QUE SE 
DICTA SENTENCIA DEFINITIVA.- Hechos: En amparo indi-
recto se reclamó la resolución que declaró improcedente 
el recurso de queja interpuesto contra el incumplimiento 
de la suspensión definitiva concedida a la persona que-
josa en el juicio contencioso administrativo federal, y se 
solicitó la suspensión provisional con efectos restitutorios 
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respecto de los actos ejecutados en razón de la sentencia 
emitida en sede administrativa, al considerar que aquella 
medida cautelar estaba vigente, pues consideró que de-
rivado de la promoción del amparo directo en su contra 
aún no adquiría firmeza, por lo que tenía un derecho pre-
viamente a la presentación de la demanda de amparo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que la suspensión de la ejecución del acto im-
pugnado en el juicio contencioso administrativo federal, 
surte efectos hasta que se dicta sentencia definitiva.

Justificación: Conforme al artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, la sentencia 
firme es la emitida por el Pleno, las Secciones de la Sala 
Superior o por las Salas Regionales del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa al resolver el juicio contencio-
so administrativo, sin importar que pueda ser impugnada, 
lo que dota de significado a su artículo 28, del que deriva 
que la finalidad de la suspensión de la ejecución del acto 
administrativo impugnado es conservar la materia de la 
litis, y en el juicio de amparo directo es la ejecución de 
la sentencia tildada de inconstitucional. En ese contexto, 
de los mecanismos establecidos por el legislador para 
verificar el cumplimiento de la medida cautelar, se de-
duce que la suspensión en el procedimiento contencioso 
administrativo únicamente surte efectos durante su sus-
tanciación y hasta que se dicte sentencia; mientras que la 
relativa al amparo directo surte efectos desde su solicitud 
hasta su conclusión, lapso en que se puede tramitar el in-
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cidente por exceso o defecto en su cumplimiento, siem-
pre y cuando se haya concedido. (VIII.2o.P.A.2 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 8o. C., junio 2024, p. 4341

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL
Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO CIRCUITO

CONCESIÓN PARA EL APROVECHAMIENTO, EXPLOTA-
CIÓN O USO DE AGUAS NACIONALES. LA SOLICITUD DE 
SU PRÓRROGA DEBE PRESENTARSE DENTRO DE LOS 
ÚLTIMOS CINCO AÑOS PREVIOS AL TÉRMINO DE SU VI-
GENCIA Y ANTES DE LOS SEIS MESES A SU VENCIMIEN-
TO.- Hechos: Una persona titular de una concesión para el 
aprovechamiento, explotación y uso de aguas nacionales 
solicitó prórroga a la Comisión Nacional del Agua, quien 
la negó porque no se solicitó en el plazo establecido en 
el artículo 24, segundo párrafo, de la Ley de Aguas Nacio-
nales, por lo que demandó la nulidad de esa resolución. 
El Tribunal Federal de Justicia Administrativa reconoció 
su validez, al estimar que la solicitud debió presentarse 
dentro de los últimos cinco años previos al término de la 
vigencia de la concesión y hasta antes de los seis meses 
de su vencimiento. En amparo directo aquélla argumentó 
que la interpretación realizada al señalado precepto in-
corpora elementos ficticios, pues con la imposición de la 
conjunción “y” se tergiversa, porque no debe considerar-
se que los seis meses que prevé son para resolver sobre 
la procedencia de la prórroga.
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Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito deter-
mina que la solicitud de prórroga de la concesión para el 
aprovechamiento, explotación o uso de aguas nacionales 
debe presentarse dentro de los últimos cinco años de su 
vigencia y antes de los seis meses a su vencimiento.

Justificación: El segundo párrafo del referido precepto, 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación de 29 de abril de 2004, contiene dos 
lineamientos –complementarios entre sí– en cuanto a la 
temporalidad en que los titulares deben presentar la soli-
citud de prórroga de la concesión: 1) A partir de que inicien 
los últimos cinco años previos al término de su vigencia; 
y 2) Al menos seis meses antes de su vencimiento. Estos 
parámetros son congruentes con el derecho humano al 
agua, pues de la exposición de motivos de dicha reforma 
deriva que la intención legislativa fue establecer las con-
diciones para la obtención de las concesiones, bajo la vi-
sión social de que nuestro país es relativamente pobre en 
materia hídrica, para lo cual se estimó necesario brindar 
certeza jurídica a los concesionarios mediante el estable-
cimiento de un sistema que permite a la autoridad del 
agua verificar la conveniencia de prorrogar las concesio-
nes otorgadas. Esa interpretación privilegia que el agua 
es un recurso natural limitado y un bien público funda-
mental para la vida y la salud, pues permite que la auto-
ridad encargada de configurar la política hídrica nacional 
analice la conveniencia de ampliar el derecho, en cuya 
tarea debe atender la ubicación de la fuente de explo-
tación, la disponibilidad del recurso, el comportamiento 



PODER JUDICIAL
Tesis

324Tribunal Federal de Justicia Administrativa

del concesionario, entre otros aspectos que le permitan 
establecer la viabilidad de otorgar la prórroga al dictar la 
resolución correspondiente, en los últimos seis meses de 
vigencia de la concesión, en los que el titular podrá seguir 
ejerciendo los derechos inherentes con todas sus prerro-
gativas. (IX.2o.C.A.2 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 2o. T.C. del 9o. C., julio 
2024, p. 1862

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL 
Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO

CFE SUMINISTRADOR DE SERVICIOS BÁSICOS. TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA DEMANDAR EL CUMPLIMIENTO 
DE UN CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉC-
TRICA CELEBRADO CON LA COMISIÓN FEDERAL DE 
ELECTRICIDAD (CFE), SIEMPRE QUE AL PROMOVER EL 
JUICIO HAYA ACONTECIDO EL PROCESO DE SEPARA-
CIÓN DE ÉSTA Y DE CREACIÓN Y OPERACIÓN DE AQUÉ-
LLA EN TÉRMINOS DE LA NORMATIVA APLICABLE A SU 
RÉGIMEN ESPECIAL, NO MEDIANTE CESIÓN DE DERE-
CHOS CONFORME A LA LEGISLACIÓN MERCANTIL.
(XVII.1o.C.T.17 C (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 1er. T.C. del 17o. C., junio 2024, p. 3948

LEGITIMACIÓN EN AMPARO DIRECTO. CARECE DE ÉSTA 
LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, 
CUANDO EN SU CARÁCTER DE VÍCTIMA U OFENDIDA 
IMPUGNA LA SENTENCIA DE APELACIÓN QUE ABSUEL-
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VE AL ACUSADO DEL DELITO DE DEFRAUDACIÓN FIS-
CAL. (XVII.1o.P.A.12 P (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 1er. T.C. del 17o. C., junio 2024, p. 4099

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
ADMINISTRATIVA  Y CIVIL DEL VIGÉSIMO 

SEGUNDO CIRCUITO

INTERESES MORATORIOS POR DEVOLUCIÓN DE PAGO 
DE LO INDEBIDO EN CUMPLIMIENTO DE UNA RESOLU-
CIÓN DICTADA EN UN RECURSO ADMINISTRATIVO O 
DE UNA SENTENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMI-
NISTRATIVO. SU CÁLCULO DEBE REALIZARSE A PARTIR 
DEL DÍA SIGUIENTE AL DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO DE 
CINCUENTA DÍAS SIGUIENTES A LA FECHA EN QUE SE 
PRESENTÓ LA SOLICITUD ANTE LA AUTORIDAD FISCAL, 
O BIEN, DEL MOMENTO EN QUE ÉSTA SE NEGÓ Y HASTA 
QUE SE REALICE SU PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE QUERÉTARO). (XXII.3o.A.C.8 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 3er. T.C. del 22o. C., junio 2024, p. 4087

INTERESES MORATORIOS POR DEVOLUCIÓN DE PAGO 
DE LO INDEBIDO. PROCEDE SU PAGO SI ÉSTA SE EFEC-
TÚA EN CUMPLIMIENTO DE UNA RESOLUCIÓN DIC-
TADA EN UN RECURSO ADMINISTRATIVO O DE UNA 
SENTENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 
59 DEL CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO). 
(XXII.3o.A.C.7 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 3er. T.C. del 22o. C., junio 2024, p. 4088
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PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS FISCALES. REQUISITOS 
PARA QUE OPERE (APLICACIÓN RETROACTIVA EN BE-
NEFICIO DEL ARTÍCULO 146, PÁRRAFO QUINTO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DE 2014). (XXII.3o.A.C.9 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 3er. T.C. del 22o. C., junio 2024, p. 4231

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO

GRATIFICACIÓN POR JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS 
TRABAJADORAS DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
PÚBLICA. NO LE ES APLICABLE LA EXENCIÓN PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 171 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. (XXIII.2o.20 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 23er. C., junio 2024, p. 3991

PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVI-
CIOS. PROCEDE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO DÉCIMO 
TRANSITORIO, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CUANDO EL TRA-
BAJADOR SE SEPARA DEL SERVICIO PÚBLICO DEL 1 DE 
ABRIL DE 2007 AL 31 DE DICIEMBRE DE 2009 Y NO OPTÓ 
POR LA ACREDITACIÓN DE BONOS DE PENSIÓN.
(XXIII.2o.21 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 38. T. IV. 2o. T.C. del 23er. C., junio 2024, p. 4216
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN 
Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 

EN TODA LA REPÚBLICA

VISITA DE VERIFICACIÓN EN MATERIA DE COMPETEN-
CIA ECONÓMICA. PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
CONTRA LA ORDEN RELATIVA, DIRIGIDA A UNA PERSO-
NA DISTINTA DE QUIEN LA RECLAME. (I.2o.A.E.1 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 39. T. I. Volumen II. 2do. T. C. de C., julio 2024, 
p. 1912
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LA OMISIÓN de la autoridad fiscalizadora de infor-
mar al contribuyente, en términos del artículo 42, 
antepenúltimo y último párrafos, del Código Fiscal 
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